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Prólogo
Adrián Cannellotto 

La idea de gobernabilidad democrática tiene un largo re-
corrido en las discusiones de las ciencias políticas y de 
la sociología que puede remontarse a la década de 1970. 
Conceptualmente, y en primera instancia, hace referencia a 
la capacidad de gobierno, es decir a la acción de un gobierno. 
Podría decirse incluso que, por la negativa, la gobernabili-
dad hace referencia también a los límites que enfrenta una 
acción gubernamental. De esta manera, tanto la capacidad 
de gobierno como las limitaciones que enfrenta forman una 
unidad en la cual se hacen tangibles la interdependencia de 
los problemas y la interconexión entre diversos niveles que se 
le presentan a quien gobierna en sociedades complejas como 
las nuestras. Finalmente, las acciones de gobierno no se lle-
van adelante en el vacío, sino que se encuentran encuadradas 
en instituciones. 

Ese carácter institucional de las acciones de gobierno co-
bra un valor diferencial para pensar la Argentina en y post 
pandemia, sobre todo dada una cierta dinámica en el accio-
nar de los gobiernos en el que es habitual concentrarse fuer-
temente en el activismo. Dinámica que se vio particularmen-
te, y no sin razón, incrementada como consecuencia de la cri-
sis social y económica derivada del covid-19. Ese activismo 
sirvió sin dudas para responder a un fenómeno inesperado y 
trágico que trastocó rápidamente la escena social, política y 
económica a nivel mundial.
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Ahora bien, pensando en el mediano y largo plazo, el ac-
tivismo gubernamental ofrece importantes limitaciones para 
avanzar en el sostenimiento de políticas públicas y en el for-
talecimiento de instituciones estatales. La dinámica en la que 
parecen estar encerrados los gobiernos desde la recuperación 
democrática es la de una coyuntura perpetua que se vuelve 
omnipresente y va sedimentando ciertos comportamientos, 
los propios de una suerte de presentismo que opera como ré-
gimen de historicidad. Un presentismo que nos dificulta no 
solo avanzar en la institucionalidad que la Argentina requie-
re para fortalecer su democracia, con la consiguiente expan-
sión de derechos en una sociedad más justa, que nos incluya 
a todos y todas, sino que debilita también la construcción de 
nuevas condiciones institucionales para avanzar hacia una 
comunidad organizada. 

Lejos de negar el valor y la necesidad de la acción de go-
bierno, lo que se proponen los artículos que conforman este 
libro editado por el Centro de Estado, Gobierno y Políticas 
Públicas (CEGoPP) de la Universidad Pedagógica Nacional 
(UNIPE) es aportar elementos para comprender la impor-
tancia y la urgencia de fortalecer las capacidades estatales, 
de contribuir en la formación de los agentes del Estado y de 
generar capacidades para el diseño, la planificación y la ges-
tión de políticas de mediano y largo plazo. Estas propuestas 
están alineadas con los objetivos del CEGoPP, uno de los tres 
centros de la UNIPE, en este caso orientado a la construc-
ción de conocimiento en relación con el Estado, así como a 
promover las discusiones en torno a la gobernabilidad de-
mocrática, aportando así al análisis y a la proposición de 
políticas públicas.

Como decíamos antes, a nadie se le escapa que no es lo 
mismo desplegar programas temporarios (los que por otra 
parte responden a urgencias puntuales) que generar insti-
tuciones que se encarnen en el tejido social, territorial, pro-
ductivo, educativo, cultural, sanitario. Este es uno de los 
modos posibles de enfrentar el deterioro provocado por los 
proyectos neoliberales que se vienen implementando en la 
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Argentina desde los años de la dictadura cívico-militar y el 
individualismo extremo que proclaman los voceros del ultra-
liberalismo actual. 

Ganar en institucionalidad, propiciar la construcción de 
capacidades estatales para planificar y gestionar el mediano 
y largo plazo, fortalecer la formación de los agentes estata-
les son acciones en relación con la necesidad de recuperar 
una utopística, con la explicitación de un proyecto de futuro 
capaz de disputar con un neoliberalismo sostenido por lógi-
cas financieras y cortoplacistas, empeñado en el deterioro 
de las capacidades estatales, caracterizado por el cultivo de 
subjetividades de emocionalidad instantánea, mediática, de 
superficie. Un neoliberalismo capaz de desmantelar en poco 
tiempo logros conseguidos luego de décadas y de muchos es-
fuerzos. Las pruebas están a la vista.

Lo señalado anteriormente es fundamental para conso-
lidar y robustecer las acciones de gobierno, incluso aquellas 
que se llevan adelante en la emergencia. Particularmente en 
el terreno económico y social. La institucionalización que 
se produjo como consecuencia del movimiento de mujeres 
es un ejemplo reciente. Sectores como el educativo y el de 
innovación científica y tecnológica son claves por el rol que 
pueden cumplir de cara a un proyecto de país como el que 
imaginamos. 

La gobernabilidad democrática, título con el que se con-
densa la reunión de artículos que contiene este libro, nos 
obliga a hacer el ejercicio de alargar la mirada, de proyectar 
nuestro presente en escenarios de futuro para dotar de sen-
tido las decisiones, los esfuerzos y los sacrificios actuales de 
nuestros compatriotas. 





Introducción
Ariel Notta

La Universidad Pedagógica Nacional ha propuesto constituir 
un Centro de Estado, Gobierno y Políticas Públicas (CEGoPP) 
no solo como un espacio de exposición o difusión de ideas 
sino, por sobre todas las cosas, de generación de aportes con-
cretos, desde el punto de vista del reconocimiento del rol de 
las universidades, al régimen y sistema político.

Estos aportes tienen un guión a ser construido junto a 
diversos actores político-institucionales, económicos y so-
ciales. En particular, las contribuciones que aquí se realizan 
requieren de la existencia de lo que denominamos una nueva 
estatalidad en condiciones no solo de garantizar la gestión de 
gobierno sino todos los aspectos que hagan al sostenimiento 
y fortalecimiento de la gobernabilidad democrática. 

En este sentido y en primera instancia, una pregunta cen-
tral es qué entendemos por gobernabilidad democrática. Un 
concepto que, si bien ha sido ampliamente utilizado por inves-
tigadores, estudiantes, periodistas y público en general, es tan 
difuso como esquivo para el campo de las ciencias sociales. 
Por eso, en el artículo inaugural de este libro, Antonio Camou 
ofrece una reflexión conceptual sobre la problemática, reco-
nociendo diferentes tradiciones teóricas y valorativas, y pro-
pone una definición mínima de gobernabilidad.

Con el segundo artículo de este volumen, a cargo de 
Federico Quilici, incorporamos las complejidades que un di-
seño federal imprime a la problemática de la gobernabilidad 
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democrática. Su trabajo pretende poner en evidencia cómo 
y por qué los Estados Democráticos Multinivel (EDM) per-
miten la formación de comunidades cívicas subestatales. De 
este modo, argumenta el autor, los EDM generan las con-
diciones para la construcción y coexistencia de múltiples 
comunidades cívicas. Inevitablemente, el desarrollo de esta 
tesis nos invita a seguir preguntándonos sobre las dificulta-
des que presenta la construcción de consensos democráti-
cos en un país federal como el nuestro.

Si las relaciones entre gobernabilidad democrática y 
Estados Democráticos Multinivel distan de estar exentas de 
contrapuntos, Gonzalo Assusa y Gabriel Kessler suman otra 
cuestión que complejiza el análisis: la relación entre demo-
cracia e igualdad. En su artículo, los autores nos invitan a 
analizar e indagar sobre la desigualdad en la sociedad argen-
tina, su impacto en las percepciones sociales respecto de la 
justicia distributiva y la democracia y, finalmente, en lo que 
aún nos queda por conocer sobre la relación entre democra-
cia y (des)igualdad.

Los desafíos que las nuevas tecnologías han impuesto a 
nuestras sociedades son ineludibles. Por eso, la integración 
de lo digital en una agenda democrática e inclusiva es in-
dispensable a los fines de proponer una mirada crítica de 
la ciudadanía en el siglo XXI. En relación con este aspecto, 
Fernando Bordignon y Lucila Dughera reflexionan sobre la 
ciudadanía digital como concepto a construir en el ámbito 
educativo en la medida en que constituye una de las dimen-
siones claves para fortalecer la gobernabilidad democrática 
de nuestras sociedades.

Sin embargo, el siglo XXI no se caracteriza únicamente 
por los desafíos provenientes del campo de la tecnología. En 
efecto, la revitalización del movimiento feminista a partir de 
la irrupción del Ni Una Menos ha puesto en la agenda políti-
ca, social y económica distintas problemáticas que habían es-
tado invisibilizadas hasta entonces en nuestro país. Este pro-
ceso se profundizó y asumió distintas modalidades de inter-
vención. Por eso, con su artículo, Paula Andrea Lenguita nos 
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conmina a preguntarnos por el proceso de democratización 
feminista de la vida sindical que se produjo en pandemia. 

Más allá de las debatidas conceptualizaciones y las distin-
tas temáticas (sean las desigualdades, lo digital o las deman-
das feministas) que tensionan la gobernabilidad democráti-
ca a nivel social, nos interesaba incluir algunas reflexiones 
ancladas. En efecto, el trabajo de Mirta Merlo nos permite 
explorar algunas de las experiencias –situadas en espacios 
territoriales concretos– que se proponen la construcción 
de conocimiento desde y en el Estado para el fortalecimien-
to democrático. Así, la autora presenta la experiencia de la 
Escuela de Gobierno del Chaco, emblemática por su intento, 
trayectoria e impacto en la conformación de equipos, cua-
dros y capacidades estatales permanentes. 

En esa misma dirección, y dando un cierre a este primer 
volumen del CEGoPP, el artículo de Alejo Tolosa y Jorgelina 
Capitanich busca indagar de manera iniciática en el universo 
de las escuelas de gobierno, haciendo un ejercicio comparati-
vo que retome la experiencia del Chaco ya mencionada y la de 
la Escuela de Gobierno de Corrientes. 

Esperamos que la lectura de esta serie de aportes contri-
buya al análisis de la gobernabilidad democrática como una 
problemática multifacética, desde una mirada transdiscipli-
nar. La inclusión de esta temática en el campo de estudios de 
la administración y la gestión pública es fundamental para 
desandar un camino en pos de sociedades más justas, libres 
y, por tanto, democráticas.





PRIMERA PARTE

Estado y gobernabilidad 
democrática





Aproximaciones al concepto 
de gobernabilidad democrática1

Antonio Camou

Entre las leyes que rigen a las sociedades humanas hay 
una que parece mucho más precisa y clara que todas las 
demás. Si los hombres quieren seguir siendo civilizados 
o llegar a serlo, el arte de asociarse debe crecer y 
perfeccionarse en la misma proporción en que aumenta 
la igualdad de condiciones.

Alexis de Tocqueville, La democracia en América, 2 (1840)

Hace casi medio siglo que la noción de gobernabilidad –y 
unas tres décadas la de gobernanza– vienen siendo usa-
das profusamente por especialistas y legos, por dirigentes y 
ciudadanos de a pie, por comunicadores sociales y públicos 
variados. Pero el uso habitual de esos términos no ha cal-
mado las controversias en torno a su adecuada definición y 
es frecuente encontrar caracterizaciones disímiles, e incluso 
opuestas, a la hora de precisarlos. 

Según se sabe, esta problemática comenzó a ingresar en 
la agenda de los políticos y estudiosos de los países centrales 
desde mediados de los años setenta, junto con la crisis de las 

1. En estas notas retomo ideas y argumentos adelantados en 
diversos trabajos, entre ellos, cabe citar Camou, 2012, 2017 y 2019.
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economías desarrolladas, la creciente diferenciación de las 
sociedades complejas, el surgimiento de nuevos movimientos 
e identidades sociales y la parábola declinante del Estado de 
Bienestar. En América Latina, por su parte, la discusión sobre 
el tema estuvo enmarcada inicialmente por abigarrados pro-
cesos que se desarrollaron en especial durante las décadas de 
los ochenta y noventa: el proceso de crisis, ajuste y reestruc-
turación económica; el agotamiento del modelo del Estado 
interventor y su consiguiente redefinición en términos de la 
Reforma del Estado; y el cambiante itinerario de las transi-
ciones y consolidaciones democráticas. Hacia la última déca-
da del siglo XX, tanto los organismos multilaterales como las 
ciencias sociales recuperan el término gobernanza –una no-
ción más amplia pero a la vez más ambigua que la de gobier-
no–, ya sea entendida como estructura de reglas e incentivos 
para la toma de decisiones, ya sea como un modo peculiar de 
ejercicio del gobierno (más atento a la deliberación y a la coor-
dinación entre diferentes actores que a la imposición vertical 
del mando). Finalmente, en los últimos años, un nuevo tópico 
acapara la atención de políticos y estudiosos bajo la denomi-
nación de gobernabilidad (o democracia) algorítmica, esto es, 
el manejo de datos personales –por parte de gobiernos y de 
empresas privadas a escala global– como una nueva forma de 
control social que es a la vez totalizador e individualizante, 
con la particularidad de que actúa no solo sobre eventuales 
decisiones políticas, sino sobre un amplio espectro de relacio-
nes, preferencias o inclinaciones. Esta caracterización ha sido 
especialmente destacada en el actual contexto de emergencia 
sanitaria; así, según ha enfatizado el multicitado filósofo co-
reano Byung-Chul Han:

Con la pandemia nos dirigimos hacia un régimen de vigilan-
cia biopolítica. No solo nuestras comunicaciones, sino inclu-
so nuestro cuerpo, nuestro estado de salud se convierten en 
objetos de vigilancia digital. De acuerdo con Naomi Klein, 
el shock es un momento favorable para la instalación de un 
nuevo sistema de reglas. El choque pandémico hará que 
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la biopolítica digital se consolide a nivel mundial, que con 
su control y su sistema de vigilancia se apodere de nuestro 
cuerpo; dará lugar a una sociedad disciplinaria biopolítica 
en la que también se monitorizará constantemente nuestro 
estado de salud. Occidente se verá obligado a abandonar sus 
principios liberales; y luego está la amenaza de una sociedad 
en cuarentena biopolítica en Occidente en la que quedaría li-
mitada permanentemente nuestra libertad (Manrique Guz-
mán, 2020: 308-309). 

Dejando de lado predicciones catastrofistas –que el futuro 
dirá cuán acertadas o descaminadas están–, lo cierto es que 
las nociones de gobernabilidad y gobernanza nos vienen 
acompañando hace ya un buen tiempo, y que tanto su signi-
ficado general como las dimensiones más específicas que las 
componen han venido desplazándose junto con las transfor-
maciones estructurales entre sociedad, política y ciudadanía 
a la hora de cumplir ese oficio siempre complejo e ineludible 
de gobernar. 

Quizá podríamos decir que las mayores discusiones 
abarcan, al menos, tres zonas principales. En primer lugar, 
nos encontramos con la dificultad de delimitar conceptual-
mente la problemática o, dicho de otro modo, tenemos que 
contestar la pregunta acerca de a qué cosa hace referencia 
la gobernabilidad (y la gobernanza). En segundo término, es 
generalmente aceptada la carencia de un modelo analítico 
para el estudio de los problemas de gobernabilidad; en otras 
palabras, nos preguntamos cómo (y eventualmente por qué) 
surgen los déficits de gobernabilidad que en última instancia 
pueden desembocar en auténticas crisis de ingobernabilidad. 
Un tercer núcleo de controversias, si nos interesa examinar 
los problemas de gobernabilidad desde la perspectiva de los 
regímenes democráticos, se refiere a la necesidad de esclare-
cer las complejas relaciones entre el ejercicio del gobierno de-
mocrático y el logro de adecuados niveles de gobernabilidad.

En lo que sigue, nos vamos a introducir solamente en el pri-
mer conjunto de problemas. El núcleo de mi argumentación 
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sostiene que la falta de claridad conceptual de esta problemá-
tica depende fundamental aunque no exclusivamente de la 
combinación de tres diferentes tradiciones teóricasy valora-
tivas que convergen desde lejanos tiempos y que se disputan 
un mismo campo semántico. Cada una de esas tradiciones 
enfatiza la importancia de una dimensión de la gobernabili-
dad, aunque las tres son importantes para pensar los proble-
mas del gobierno en la actualidad. Esas tradiciones son, cen-
tralmente, la venerable tradición del «buen gobierno», que se 
inicia con las reflexiones de Platón y Aristóteles, y que luego 
se entronca con las preocupaciones sobre la legitimidad; la 
tradición moderna de la «razón de Estado» y su continuidad 
en términos de las capacidades estatales y la eficacia/eficien-
cia gubernamental; y la corriente contemporánea centrada 
en los problemas de la estabilidad y el orden político en las 
sociedades en cambio. El texto finaliza con un intento de 
combinar estas diferentes tradiciones en una definición «mí-
nima» de gobernabilidad. 

I. GOBERNABILIDAD Y LEGITIMIDAD: EL ESTADO 
«JUSTO» Y LA TRADICIÓN DEL «BUEN GOBIERNO»

La percepción de los problemas de gobernabilidad se ha 
vinculado a una muy lejana tradición del pensamiento po-
lítico: la tradición de la justicia y de la «legitimidad» de un 
ordenamiento político-social, la tradición del respeto a los 
derechos humanos y de la obligación gubernamental de pro-
veer el bienestar general, en suma, la tradición del «buen go-
bierno» (Bobbio, 1989; Torres-Rivas, 1993a y 1993b). Ha di-
cho un reconocido especialista que desde los días de Solón, 
Platón y Aristóteles,

[...] pasando por los de San Agustín, John de Salisbury, Jean-
Jacques Rousseau y John Locke, hasta los de John Rawls, en 
la actualidad, los pensadores políticos han tendido a hacer 
de la justicia racional el objeto principal de su investigación, 
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entendida esta como justicia distributiva, o sea, dar a cada 
quien lo suyo, o como lo que hoy podríamos llamar «justicia 
funcional», es decir, otorgar a cada miembro de la sociedad 
aquello que lo conduzca a un fin primordial de común acep-
tación (Deutsch, 1981: 78). 

En la línea inaugural del pensamiento político que va de Platón 
a Aristóteles y continúa incuestionada hasta Maquiavelo, la 
nota dominante viene dada por la preocupación de desen-
trañar las condiciones del Estado justo y establecer la mejor 
forma de gobierno. Al decir de Aristóteles en el Libro II de la 
Política: «[...] nuestro propósito es el de considerar cuál es 
la forma de asociación política que puede ser, entre todas, 
la mejor para quienes sean capaces de vivir lo más posible 
conforme a su ideas de vida» (1260b, 1). 

Esta impronta moral en la constitución del Estado es re-
tomada en la Edad Moderna –entre otros– por la obra de 
Jean Bodino, quien una generación después de Maquiavelo 
define a la república como «el recto gobierno de varias fami-
lias, y de lo que les es común, con poder soberano» (Bodino, 
1973: 11, Libro I, capítulo I). Como ha señalado Jean-Jacques 
Chevallier, Bodino «se coloca no en el plano de los hechos 
[...], sino en el de la legitimidad: la comunidad política [...] 
es un gobierno recto. Entendemos por ello algo que no solo 
es conforme a ciertos valores morales de razón, justicia, de 
orden [...], sino también que encuentra su fin [...] en la realiza-
ción de esos valores» (1990: 40). Con posterioridad, la idea de 
que un gobierno debe su legitimidad a la realización de cier-
tos valores recibirá un aliento particularmente importante 
de la corriente iusnaturalista, cuya más alta expresión prác-
tica «son las Declaraciones de los derechos norteamericanas 
y francesas, en las cuales está enunciado solemnemente el 
principio de que el gobierno es para los individuos y no los 
individuos para el gobierno» (Bobbio, 1990: 85). 

Quienes se nutren de esta tradición y ven la goberna-
bilidad desde el ángulo del «buen gobierno» destacan la 
estrecha conexión entre legitimidad y ejercicio del poder, 
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concentrando su atención en el problema de la calidad de la 
acción gubernamental. Una premisa básica de esta vertiente 
es el talante crítico con el que enfrentan los supuestos de la 
tradición de la gobernabilidad como ejercicio eficaz/eficiente 
del poder. En tal sentido, señalan que conceptos como los de 
poder o eficiencia no pueden ser definidos en términos fun-
cionales objetivos, sino que descansan en la asunción de una 
constelación de valores que es preciso explicitar y, en su caso, 
revisar (Lukes, 1985). 

En esta línea de pensamiento, sin ignorar la necesidad de 
garantizar las estructuras básicas de la reproducción sisté-
mica, en particular aquellas referidas a la esfera económica, 
se han enfatizado las amenazas a la gobernabilidad prove-
nientes de la exclusión, los rezagos sociales y la imposibili-
dad –por parte de vastos sectores de la población– de acceder 
a una vida digna. De acuerdo con esto, una gobernabilidad 
«progresiva», que supere e integre a una más limitada go-
bernabilidad «sistémica», debería «recoger, elaborar y agre-
gar [en la acción gubernamental] la demanda de la sociedad 
civil haciéndola valer como criterio de utilidad colectiva» 
(Calderón y Dos Santos, 1994: 2). Así, autores provenientes 
de la disciplina de las políticas públicas como Yehezkel Dror 
(1996) han destacado que la acción (gubernamental) efectiva 
en respuesta a las transformaciones globales debe basarse en 
razonamientos que tengan en cuenta la moral, la equidad glo-
bal y la consecución de la vida digna. 

Ahora bien, más allá de la pertinencia de este enfoque, 
e incluso más allá también de ciertas idealizadas advocacio-
nes al buen gobierno, el análisis de la gobernabilidad desde 
el cristal de la legitimidad plantea una serie de complejos 
problemas, de los cuales mencionaremos solamente uno, re-
ferido al «sentido» de la legitimidad. Como es sabido, se ha 
vuelto un lugar común del pensamiento moderno la punzan-
te observación rousseauniana –contenida en capítulo III del 
Libro I de El contrato social– según la cual, «el más fuerte 
no es jamás lo bastante fuerte para ser siempre el amo y se-
ñor, si no transforma su fuerza en derecho y la obediencia 
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de los demás en deber» (Rousseau, [1762] 1987: 5). Sin em-
bargo, no es hasta la obra de Max Weber, en una línea que 
se continúa hasta nosotros a través de trabajos como los de 
Seymour Martin Lipset (1977) o Juan Linz (1990), cuando 
logran distinguirse el sentido «funcional» del término legi-
timidad y sus connotaciones propiamente «normativas». En 
palabras de Lipset, y mirando el problema «desde arriba», 
desde las alturas del sistema, se ha destacado que «la legiti-
midad implica la capacidad del sistema [político] para engen-
drar y mantener la creencia de que las instituciones políticas 
existentes son las más apropiadas para la sociedad» (Lipset, 
1977: 57). O bien, mirando la cuestión «desde abajo», desde 
las creencias y valores de los actores que le otorgan senti-
do a su acción, Juan Linz ha señalado que «la legitimidad 
es la creencia de que a pesar de sus limitaciones y fallos, las 
instituciones políticas existentes son mejores que otras que 
pudieran haberse establecido, y que por tanto pueden exigir 
obediencia» (1990: 38). En ambos casos estaríamos ante una 
definición «funcional» del término, que no pone en cuestión 
los fundamentos morales de la creencia en la legitimidad, si-
guiendo la estela weberiana de la distinción entre «juicios de 
hecho» y «juicios de valor». 

Frente a esta caracterización, se ha señalado también la 
existencia de un sentido «normativo» de la legitimidad, el 
sentido que le otorga un participante de la propia comunidad 
política, o eventualmente el de un observador externo pero 
comprometido con una argumentación racional acerca de 
los fundamentos de legitimidad de un determinado régimen. 
Quizá el autor que más enfáticamente ha puesto en discusión 
el tema en las últimas décadas años ha sido Jürgen Habermas, 
quien en sus conocidas críticas a Weber ha señalado:

La permuta empirista de la legitimidad por aquello que se 
tiene por tal permite [...] investigaciones sociológicas plenas 
de sentido [...] [pero] cuando se entiende el ámbito objetual 
de modo tal que en su interior no pueden aparecer órdenes 
legítimos, sino tan solo órdenes tenidos por tales, se ciega en 
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el análisis el nexo existente entre las razones y los motivos; 
y en todo caso se excluye, por razón del método, una valo-
ración de las razones independientes del actor. El estudioso 
mismo se abstiene del enjuiciamiento sistemático de las ra-
zones en las que se apoyan las pretensiones de legitimidad 
(1985: 266).

De este modo, mientras el concepto funcional es capaz de 
explicarnos (o de ayudar a explicarnos) empíricamente por 
qué un determinado sistema se vuelve gobernable, indepen-
dientemente de su calidad moral, el concepto normativo nos 
permite entablar una argumentación racional con sentido 
justificatorio de un orden político, aunque en este caso siem-
pre se corre el riesgo de trasladar la perspectiva y los criterios 
valorativos del observador a una realidad social que tal vez 
no comparte esos criterios. 

II. GOBERNABILIDAD Y EFICACIA: EL MODELO DE 
LA RESOLUCIÓN DE PROBLEMAS Y LA TRADICIÓN 
DE LA RAZÓN DE ESTADO

Para la tradición intelectual inaugurada en los albores de 
la modernidad por el pensamiento de Maquiavelo, la cual 
se prolonga en un vasto arco de pensamiento plurisecular a 
través de las distintas vertientes del «realismo político», el 
problema central de la política pasa por el ejercicio eficaz/efi-
ciente del poder, es decir, por el mantenimiento adecuado del 
«grado de gobierno» sobre una sociedad. En la actualidad, 
esta corriente tiende a pensar la gobernabilidad como una 
propiedad de los sistemas políticos definida por su capacidad 
para alcanzar objetivos prefijados (eficacia) al menor costo 
posible (eficiencia). 

Dejando de lado la cuestión acerca de la definición y even-
tual medición de esos «costos», es claro que el primer objetivo 
de un sistema es su propia supervivencia, aunado al esfuer-
zo por aumentar su capacidad operativa. En esta dirección, 
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podríamos trazar un paralelo esclarecedor entre la goberna-
bilidad –entendida en este sentido restringido como grado 
de gobierno eficaz/eficiente– y la conocida noción weberiana 
de dominación (Weber, [1921-1922] 1987). De este modo, si 
el grado de gobierno hace referencia a la probabilidad de en-
contrar obediencia a un mandato gubernamental, diremos 
que ante una mayor probabilidad de encontrar cumplimiento 
frente a una decisión política, tendríamos mayor grado de go-
bierno y, por tanto, mayor gobernabilidad.

Sin embargo, esta caracterización centrada en la dimen-
sión de la eficacia/eficiencia en el ejercicio del poder políti-
co, y por ende de la gestión gubernamental, como clave de la 
gobernabilidad de un sistema social, puede ser interpretada 
en dos sentidos que, si bien guardan una estrecha relación, 
mantienen importantes diferencias.

En una primera acepción, los criterios de eficacia/efi-
ciencia pueden ser aplicados con base en guías de evalua-
ción de racionalidad «local», como son las respuestas sa-
tisfactorias a un conjunto de demandas dadas en el aquí y 
ahora del quehacer gubernamental. Esta visión de la polí-
tica, dirigida a la «solución de los problemas concretos de 
la gente», además de ser un eficaz mensaje publicitario de 
cualquier político, es tributaria de las nuevas orientaciones 
que se van dibujando entre gobernantes y gobernados en 
las jóvenes democracias latinoamericanas (y naturalmen-
te en las democracias consolidadas), a saber: por un lado, 
esta visión emergente de la política como «solucionadora 
de problemas», concretos y puntuales, de la ciudadanía se 
deriva de las exigencias de diferentes grupos sociales de ver 
respondidas sus postergadas demandas, a la vez que opera 
como un adecuado mecanismo de control político-electoral; 
pero desde otro ángulo, también responde al reciente auge 
de los estudios de políticas públicas y los problemas de ges-
tión, que han puesto en un primer plano –y en buena hora– 
los tópicos de la gerencia eficaz.

Pero esta interpretación entra en disonancia con una se-
gunda manera de ver el problema de la eficacia/eficiencia en 
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el ejercicio del poder; me refiero a la visión según la cual el 
quehacer gubernamental ha de ser guiado por fines que tras-
cienden el esquema inmediato demanda-respuesta, y ubicar-
se en un horizonte definido por necesidades de largo plazo 
del sistema político, el Estado o la sociedad. En esta segunda 
acepción, el político ha de «guiar y dirigir», esto es, «con-
ducir con autoridad» la nave del Estado para llevarla a buen 
puerto, más allá de las opiniones o demandas específicas, y 
de corto plazo, de su tripulación o de los pasajeros. Para de-
cirlo gráficamente, si Colón hubiera satisfecho las demandas 
puntuales de su atribulada tripulación en medio de la trave-
sía, que clamaba por volver a España en vista de lo que pa-
recía el fracaso de la expedición, nunca habría descubierto 
América. De más está decir que problemas tales como la re-
estructuración económica en nuestras sociedades o los temas 
de la Reforma del Estado encierran este tipo de tensión entre 
racionalidades de corto y largo plazo. 

En este segundo sentido, el concepto de gobernabilidad 
como eficacia/eficiencia hunde sus lejanas raíces en la noción 
de «razón de Estado», con la que principia la reflexión científi-
ca moderna sobre la política a partir de la obra de Maquiavelo. 
Claro que esta concepción, en el sentido que puede tomar en 
el marco de la más elaborada reflexión contemporánea, debe 
quedar eximida de algunas gruesas simplificaciones. 

Por una parte, el ejercicio eficaz/eficiente del poder no ex-
cluye, sino que incorpora la dimensión del consenso como in-
sumo del proceso de toma de decisiones e implementación de 
políticas. Si la eficiencia supone la consideración de «costos» 
de la acción gubernamental, esos costos no solo son medidos 
en términos financieros o fiscales, sino también políticos o so-
ciales. Por otra parte, es importante destacar que el concepto 
de poder implicado en las reflexiones actuales sobre la gober-
nabilidad de las sociedades complejas no es definido en térmi-
nos de una causalidad lineal y mecánica. Por el contrario, en 
estas sociedades, ha señalado un destacado especialista italia-
no, «donde aumentan el número y la variedad de los subsiste-
mas sociales, crece la autonomía de sus códigos y se engrosan 
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las redes de interconexión e interdependencia funcionales de 
los diversos subsistemas» (Zolo, 1994: 40), todos los integran-
tes «de la relación potestativa detentan alguna porción de po-
der y ningún detentador lo puede ejercer eficazmente sin con-
siderar que incluso el último, el más débil destinatario de la 
relación potestativa, conserva alguna capacidad reflexiva para 
ejercer poder, influencia o autoridad» (ibíd.: 41).

Por tal razón, autores como Niklas Luhmann (1988) 
declaran debilitada la clásica preocupación liberal por los 
«excesos del poder», y más bien se preocupan por las condi-
ciones para acrecentarlo. Desde este punto de vista, insiste 
Zolo, «la autonomía de los individuos y de los grupos sociales 
intermedios está tan protegida en los sistemas políticos mo-
dernos que es necesario pensar cómo tutelar las prerrogati-
vas del poder para ponerlo en condiciones de desarrollar su 
función decisional, contrastando el pluralismo de los vetos 
cruzados emergentes de un ambiente social complejo, vuelto 
intratable por una sobrecarga de interdependencias funcio-
nales» (1994: 89). En otros términos, el autor alemán ha re-
planteado el viejo problema europeo de la razón de Estado en 
el marco de las sociedades complejas, es decir, en el contexto 
de sociedades que carecen de un «centro» articulador de la 
vida social y en la que compiten diferentes lógicas de acción 
y diferentes medios generalizados de intercambio (poder, di-
nero, saber, confianza, etc.). 

III. EL ORDEN POLÍTICO EN LAS SOCIEDADES EN 
CAMBIO: LA ESTABILIDAD COMO VIRTUD POLÍTICA

Junto a las dos grandes vertientes conceptuales analizadas, 
podríamos hablar de una tercera corriente que ha focalizado 
su atención en el antiguo problema del orden político, leído 
en términos de la cuestión de la «estabilidad». Como ya se ha 
señalado, la preocupación por el orden acompaña la reflexión 
política desde sus comienzos en la Antigüedad clásica. Al 
glosar un diálogo de Heródoto (Historias, Libro III, parág. 
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80-82) sobre las virtudes y defectos de las distintas formas 
de gobierno, Norberto Bobbio señala que debe tenerse en 
cuenta la capacidad de una forma de gobierno para «asegu-
rar la estabilidad del poder». En tal sentido, destaca el filóso-
fo turinés, «No carece de importancia que nos encontremos 
desde el inicio con este tema de la estabilidad, porque [...] la 
capacidad de una constitución de durar, de no corromperse 
fácilmente, de no degradarse, de no convertirse en una cons-
titución opuesta, es uno de los más importantes si no el prin-
cipal criterio que se emplea para distinguir las constituciones 
buenas de las malas» (Bobbio, 1989: 20). 

De acuerdo con una definición habitual, podemos en-
tender por estabilidad política «la previsible capacidad del 
sistema para durar en el tiempo» (Morlino, 1998: 533). No 
obstante, esta caracterización de la estabilidad debe ser dis-
tinguida de cualquier referencia a la «inmovilidad» o el «es-
tancamiento». De este modo, para que un sistema sea esta-
ble, «debe ser capaz de cambiar, adaptándose a los desafíos 
que provienen del ambiente», puesto que solo «una continua 
adaptación a la realidad siempre cambiante permite a un sis-
tema sobrevivir» (Morlino, 1998: 534).

Entendida con este criterio amplio, la «estabilidad» pue-
de predicarse en al menos tres sentidos diferentes: referida 
al sistema político, al régimen político o a los gobiernos. En 
primer lugar, si pensamos el sistema político como el conjun-
to articulado de las prácticas y relaciones de poder (político) 
efectivamente vigentes en una sociedad, entonces la estabili-
dad incluye a los distintos componentes del sistema (valores 
y creencias, las fórmulas institucionales y los actores estra-
tégicos, tales como los partidos políticos). En segundo térmi-
no, la estabilidad puede predicarse del conjunto de institucio-
nes y normas jurídicas que regulan el acceso, la distribución 
y el ejercicio del poder político, esto es, el régimen político. 
Finalmente, es común hablar de estabilidad política cuando 
no se producen cambios recurrentes de «gobiernos» dentro de 
un mismo régimen, esto es, cuando los gobiernos elegidos para 
cumplir su mandato no se ven reemplazados antes de tiempo 
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por otro gobierno siguiendo los preceptos constitucionales de 
disolución de parlamentos o impugnación política, etc. 

Ahora bien, si prestamos atención a estas diferentes ca-
racterizaciones, veremos que un supuesto común a ellas es el 
hecho de que la estabilidad viene dada por una relación equi-
librada entre demandas societales y la capacidad de respues-
ta del sistema político, el régimen o el gobierno en ejercicio 
del poder. En tal sentido, la gobernabilidad –desde esta pers-
pectiva– se definiría primordialmente como un estado de la 
relación de gobierno en que las demandas societales y la ca-
pacidad política se mantienen en alguna forma de equilibrio. 

Naturalmente, esta caracterización del concepto de go-
bernabilidad se ubica a un mayor nivel de abstracción que las 
dos anteriores (basadas en la eficacia y/o la legitimidad), pues 
pone entre paréntesis el hecho de que la relación de equili-
brio se sostenga en virtud de un alto grado de satisfacción de 
las demandas, o bien por la incapacidad de los sectores perju-
dicados (por una distribución inequitativa de recursos mate-
riales y/o simbólicos) para alterar las condiciones de ejercicio 
de la relación de gobierno dada. En otras palabras, la esta-
bilidad puede ser mantenida a partir del desempeño eficaz/
eficiente de los gobiernos para responder a demandas básicas 
de una sociedad, la cual habitualmente se combina con una 
legitimidad extendida hacia las bases del sistema político, o 
bien por la existencia de dispositivos de control político sobre 
aquellos actores capaces de organizarse y alterar la relación 
de gobierno. En este último caso, la longeva perdurabilidad 
de regímenes autoritarios en diversos países muestra de qué 
manera es posible que un régimen político se mantenga, más 
allá de que satisfaga o no los reclamos de la población. 

IV. UNA DEFINICIÓN «MÍNIMA» DE GOBERNABILIDAD

Con base en las consideraciones anteriores, podemos presen-
tar ahora algunas definiciones «mínimas». En términos ge-
nerales, podemos hablar de gobernanza como el entramado 
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de reglas y prácticas que fijan los límites e incentivos para la 
constitución, funcionamiento y dirección de las relaciones de 
poder entre los actores de una institución o comunidad polí-
tica; por gobernabilidad entenderemos una propiedad, cuali-
dad o estado de las relaciones de gobierno, definida como un 
equilibrio dinámico entre las demandas articuladas por los 
actores societales y la capacidad del sistema de toma de deci-
siones para responderlas de manera colectivamente aceptada 
(legítima) y eficaz. Por último, mientras la gobernanza tenderá 
a ser considerada en nuestro análisis como una trama institu-
cional de prácticas, y la gobernabilidad como una resultante 
de conflictos, consensos y equilibrios entre actores, la gober-
nación, entendida como la acción efectiva de planear, ejecutar 
e implementar decisiones por parte de las autoridades compe-
tentes, será la mediación política productiva entre ambas; esto 
es, la gobernabilidad no será considerada solamente como una 
función institucional de la gobernanza, sino que asumiremos 
que los actores sociopolíticos concretos tienen –en una con-
figuración política dada– capacidades para tomar decisiones 
con variables grados de autonomía, siendo capaces de trans-
formar creativamente reglas, instituciones y situaciones.

Esta definición de gobernabilidad, aun en su simplificado-
ra brevedad, tiene varias ventajas sobre otras caracterizacio-
nes propuestas con anterioridad. En primer lugar, concibe a 
la noción de gobernabilidad como claramente «relacional», y 
no como un predicado «absoluto» de alguno de los polos de la 
relación de gobierno. De este modo, permite ubicar a la gober-
nabilidad en el plano de la relación entre el sistema político y 
su entorno societal, evitando cargar a uno solo de los términos 
de la relación de gobierno con el peso por mantener adecuadas 
condiciones de gobernabilidad. En segundo lugar, esta defini-
ción admite la existencia de «grados» y «niveles» de aplica-
ción (sistema, régimen, Estado, gobierno, etc.), por lo que el 
concepto de gobernabilidad no puede reducirse a un esquema 
dicotómico simple (gobernabilidad vs. ingobernabilidad) a 
la hora de caracterizar una situación empírica concreta. En 
tercer lugar, nuestra definición parte del supuesto de que se 
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trata de un concepto «multidimensional». De este modo, po-
demos articular los principios de eficacia, legitimidad (en su 
sentido débil de «aceptación social») y estabilidad presentes 
en los distintos análisis del tema de la gobernabilidad. En tal 
sentido, sin descuidar las dimensiones de eficacia/eficiencia 
gubernamental, la definición destaca la importancia de los 
componentes consensuales que requiere el funcionamiento 
adecuado de todo sistema político. Por otro lado, sin olvidar 
la dimensión de las demandas sociales satisfechas, y con ello, 
el componente de «legitimidad» que debe tener todo sistema 
político para producir la gobernabilidad de la sociedad, se in-
corpora también el necesario balance que supone considerar 
los requisitos de eficacia/eficiencia en la toma de decisiones. 
Ambos elementos, conjugados con la capacidad de adaptación 
a los cambios del entorno de los sistemas políticos (estabili-
dad), nos ofrecen una caracterización amplia de la cuestión.

Sin duda, lo que ya podría llamarse el debate «clásico» 
en torno a la gobernabilidad democrática (algo así como los 
veinte años que siguieron al célebre «Informe» de la Comisión 
Trilateral de 1975) no solo tendió a sobreestimar la eficacia 
«vertical» de las herramientas de mando y control de los agen-
tes gubernamentales o corporativos (Schmitter, 1988), sino 
que también llegó a desdeñar la capacidad de los diferentes 
actores de la sociedad civil para gestionar soluciones a sus pro-
blemas, o a minusvalorar el papel de grupos o movimientos 
sociales en los procesos de elaboración de políticas públicas 
(Aguilar Villanueva, 2010). Pero algunas visiones elaboradas 
entre finales de la década del noventa y los primeros años 
del nuevo siglo quizá tendieron a ubicarse en el otro lado del 
péndulo: exagerar las virtudes de la coordinación «horizon-
tal» como vector principal del ejercicio de una nueva gober-
nanza, fundada en principios de asociación, coproducción y 
corresponsabilidad entre gobiernos, organizaciones privadas 
y sociales. Así, de la mano de discursos emparentados con 
los organismos internacionales de crédito, o apelando a len-
guajes derivados del management, una cierta semántica de 
las «buenas intenciones» pareció pasar por alto las ásperas 
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condiciones de posibilidad de la coordinación (política, social 
o económica) en el marco de sociedades fuertemente atravesa-
das por groseras desigualdades en el acceso a recursos básicos 
o marcadas por luchas encarnizadas y pobremente institucio-
nalizadas en la construcción, distribución y ejercicio de poder.

En la actualidad, ciertamente, estamos lejos de alcan-
zar un acuerdo significativo en el análisis de los intrincados 
problemas que vinculan gobernabilidad y democracia, pero 
al menos podría decirse que una «tercera ola» de estudios e 
investigaciones trata de rescatar de manera más equilibrada 
los aportes analíticos elaborados en el último cuarto de siglo. 
Así, los debates del presente parecen más atentos (o están más 
obligados) a captar tensiones, matices y claroscuros allí donde 
–en el pasado reciente– podían presuponerse virtudes lineales 
y armónicas de procesos de enorme y variopinta complejidad 
(«democratización», «participación», «coordinación», etc.).

Una primera lección de la experiencia nos recuerda, 
como bien anota Michael Coppedge, que gobernabilidad y 
democracia están basadas en «principios antagónicos, y por 
lo tanto se hallan en inevitable conflicto. La gobernabilidad 
requiere la representación efectiva de los grupos en propor-
ción a su poder; la democracia requiere la representación de 
los grupos en proporción al número de adherentes que cada 
grupo tiene. La gobernabilidad respeta la lógica del poder, 
mientras que la democracia respeta la lógica de la igualdad 
política» (1993: 7. El subrayado es mío). 

Un segundo aprendizaje se refiere a las obvias (pero a 
ratos olvidadas) tensiones entre conocimiento y poder: «Un 
conflicto serio atraviesa las actitudes comunes hacia la toma 
de decisiones. La gente quiere que las políticas sean infor-
madas y bien analizadas, tal vez, incluso, correctas o cien-
tíficas; pero también quieren que la toma de decisiones sea 
democrática y, por lo tanto, un ejercicio de poder» (Lindblom 
y Woodhouse, 1993: 14).

Y un tercer campo de tensiones afecta la necesaria pero 
difícil convivencia entre la deliberación pública (Habermas, 
1999; Remer, 2000; Blondiaux y Sintomer, 2004; Urfalino, 
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2013) y el ejercicio democrático de la autoridad guber-
namental. Como bien señala Quim Brugué, «a la luz de la 
experiencia empírica con políticas públicas complejas, nos 
situamos claramente entre aquellos que consideran que los 
conflictos no desaparecen y que, por lo tanto, en el diseño 
de políticas públicas deberemos incorporar tanto espacios 
deliberativos como momentos para ejercer la (legítima) au-
toridad pública» (2014: 51). 

A la vuelta de los años, y cuando nos separan casi dos si-
glos de las inspiradoras reflexiones de Alexis de Tocqueville, 
sigue siendo cierto que, con el cambio de las condiciones so-
ciales, económicas o culturales de los ciudadanos y las ciu-
dadanas, el arte político de asociarse enfrenta el inmenso 
desafío de «crecer y perfeccionarse en la misma proporción».
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Estados Democráticos Multinivel 
(EDM): liberalismo democrático, 
comunidades cívicas subestatales 
e intereses superpuestos

Federico Quilici

INTRODUCCIÓN

Este trabajo busca poner en evidencia cómo los Estados 
Democráticos Multinivel (EDM) permiten la formación de 
comunidades cívicas subestatales, las cuales se superponen 
a la comunidad cívica estatal. Se mostrará cómo, indepen-
dientemente del contexto social y cultural, a través de sus di-
seños institucionales, los EDM generan las condiciones para 
la construcción y coexistencia de múltiples comunidades cí-
vicas: una comunidad cívica de primer orden vinculada con 
las instituciones centrales del Estado y múltiples comunida-
des cívicas subestatales, cada una de ellas relacionada con las 
distintas instituciones de las unidades políticas subestatales.

Se sostendrá que ello es posible gracias a que los Diseños 
Institucionales Multinivel (DIM) tienen la capacidad institu-
cional de generar las condiciones para la formación de múlti-
ples demos o comunidades cívicas. Ello se debe a que la sobera-
nía estatal en los EDM se encuentra dividida y distribuida entre 
las distintas unidades políticas que constituyen el Estado, las 
cuales poseen gobiernos electos democráticamente con cier-
tos niveles de autonomía política. De esta manera, los ciuda-
danos de un EDM pertenecen a más de una comunidad cívica 
y, posiblemente, tengan identidades superpuestas. A diferencia 
del Estado westfaliano o unitario, los EDM desarrollan una 
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ciudadanía doble, la cual otorga legitimidad política y democrá-
tica a las instituciones centrales del Estado y a las subestatales. 

El primer objetivo del trabajo es mostrar cómo los DIM po-
sibilitan la formación de más de una comunidad cívica en el in-
terior del Estado democrático. El segundo objetivo es plantear 
que esto no ha sido abordado por la teoría liberal democrática, 
debido a que dicha teoría parte de tres supuestos que se encuen-
tran relacionados: 1) el Estado unitario; 2) la existencia de un 
único demos en el interior de los Estados; y 3) la formación de 
una comunidad cívica y ciudadanía homogénea, única e indivi-
sible. Nuestro tercer objetivo es destacar la necesidad de incor-
porar al análisis la presencia de múltiples comunidades cívicas 
al interior de los EDM, ya que las mismas deben forzosamente 
desarrollarse para garantizar la representación democrática y la 
ciudadanía democrática en las diversas unidades políticas que 
constituyen el Estado. Por último, se sostendrá que, dadas las 
características institucionales de los EDM, es posible sostener el 
surgimiento de intereses institucionales subestatales, los cuales 
en algunos casos podrán ser diversos u opuestos a los de la are-
na estatal, promoviendo la existencia de intereses superpuestos 
y agendas incongruentes en el seno del EDM.      

ESTADOS DEMOCRÁTICOS MULTINIVEL Y COMUNIDADES 
CÍVICAS SUPERPUESTAS

El término EDM alude a una entidad estatal cuya forma or-
ganizativa se encuentra constituida por varios estratos o ca-
pas territorialmente superpuestas de órdenes estatales con 
ciertos niveles de autonomía política, los cuales poseen go-
biernos electos democráticamente. La principal característi-
ca de estos tipos de Estado es la existencia de gobiernos con 
administraciones públicas organizativas y funcionalmente 
independientes en cada una de las unidades que integran los 
órdenes estatales (Escolar, 2009). 

La existencia de múltiples gobiernos implica que la sobe-
ranía se encuentra compartida entre las distintas unidades 
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políticas. Esto se debe a que el Estado no se encuentra cons-
tituido por una sola unidad territorial, sino que dentro de sus 
fronteras cohabitan otras unidades soberanas menores (esta-
dos, provincias, regiones, etc.). La existencia de múltiples so-
beranías y la presencia de gobiernos democráticos superpues-
tos impactan sobre la construcción de la ciudadanía demo-
crática debido a que las distintas unidades políticas que inte-
gran el Estado otorgan a sus habitantes diversas ciudadanías 
vinculadas con los distintos niveles que integran el Estado en 
cuestión (estatal/provincial, regional, local/municipal, etc.). 

Los Estados federales son un subtipo de Estado Multinivel, 
ya que son Estados que poseen diversas entidades super-
puestas y cuyo rasgo distintivo es la no reversibilidad de la 
autonomía política de las unidades políticas (polities) que 
lo componen (Riker, 1964; Elazar, 1987; Beramendi, 2006). 
Asimismo, esta autonomía se encuentra garantizada consti-
tucionalmente. Desde el punto de vista del Estado, la prin-
cipal característica es la coexistencia de administraciones 
públicas autónomas en el conjunto de las unidades políticas 
que integran el Estado. Desde la óptica del régimen federal, 
el rasgo principal es la existencia de gobiernos democráticos, 
políticamente autónomos, a cargo de las diversas adminis-
traciones públicas de orden estatal y subestatal. 

Los EDM poseen la especificidad de albergar de manera 
superpuesta unidades políticas de distinto orden y jerarquía 
dentro de un mismo territorio estatal. Esta situación impli-
ca la existencia de una soberanía compartida de facto que se 
expresa, al menos, en tres dimensiones fundamentales: 1) la 
presencia institucional de órdenes estatales superpuestos y 
administrativamente independientes; 2) la autonomía de las 
unidades políticas subestatales; y 3) la aparición de esferas 
públicas subestatales autorreguladas.1 En su conjunto, las 

1. La primera dimensión expresa la posibilidad de desarrollar 
políticas propias y diferenciadas en sus territorios; la segunda 
surge de la autonomía decisoria de cada unidad política en 
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tres dimensiones contradicen fácticamente los presupuestos 
teóricos y normativos del Estado westfaliano en cuanto al 
usufructo exclusivo y excluyente de la soberanía territorial 
absoluta.2

El liberalismo democrático (Dahl, 1986; Rawls, 2003 
y 2011; Habermas, 1989, 1994 y 1996) supone dos aspectos 
fundamentales: 1) la existencia de un solo corpus jurídico que 
garantice los derechos individuales y la igualdad de oportu-
nidades entre los ciudadanos del Estado; y 2) la formación 
de una ciudadanía política uniforme que homogenice los de-
rechos, los deberes políticos y sociales de los habitantes, y 
sea el origen de la representación política democrática en el 
gobierno del Estado (comunidad cívica). 

Un EDM encuentra serias dificultades para garantizar 
la existencia real de los dos aspectos enunciados arriba: el 
Estado de derecho y la ciudadanía política unificada. Aún 
de manera tenue y condicionada, la mera existencia de ór-
denes estatales superpuestos con facultad autorregulatoria 
(soberanía compartida) tiene la capacidad de diferenciar 
de facto el Estado de derecho general. Asimismo, la única 
forma de garantizar y legitimar la representación política y 
democrática en cada unidad política es reconocer la nece-
sidad de formación de comunidades cívicas democráticas 
independientes, siguiendo las mismas premisas del Estado 

relación a cómo y cuáles políticas implementar; y la tercera es 
el resultado de los DIM que posibilitan la independencia en la 
organización y formación de los sectores públicos subestatales.

2. Por Estado westfaliano o unitario se entiende a aquel 
que posee la autoridad interna absoluta e independiente de 
cualquier otro poder superior o similar. En la dimensión externa 
es reconocido de facto como tal por los otros Estados de 
estatus similar. Desde la perspectiva realista, que prima en las 
relaciones internacionales, es la única entidad política legítima 
y autorizada. En este sentido, se presupone que su existencia 
expresa un proceso de autodeterminación colectivo de un 
pueblo que, por lo general, es asociado con la idea de nación 
(Bauböck, 2007). 
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westfaliano o unitario. Por consiguiente, en un EDM, ade-
más de la ciudadanía de primer orden producto del vínculo 
entre los ciudadanos y las instituciones centrales, convi-
ven distintas ciudadanías políticas subestatales relaciona-
das con las diversas entidades territoriales autónomas que 
constituyen el Estado (Filippov, Ordeshook y Shvetsova, 
2004; Escolar, 2009 y 2011). Esto es posible gracias a que 
las unidades subestatales que integran el EDM son institu-
tos normativos que desde el punto de vista institucional po-
seen prácticamente las mismas características que el Estado 
westfaliano; por ejemplo, un territorio propio que permite 
delimitar su cuerpo de ciudadanos subestatales, gobiernos 
electos democráticamente, instituciones políticas con le-
gitimidad democrática, burocracias subestatales propias 
y autónomas, la capacidad de impulsar políticas públicas 
independientes respecto a las del Estado central, símbolos 
propios (banderas, himnos, figuras célebres, etc.), partidos 
políticos subestatales, entre otros. 

Al igual que en el Estado westfaliano, los DIM posibilitan 
la formación de las comunidades cívicas, pero en el caso es-
pecífico de los EDM, estas son múltiples y se encuentran su-
perpuestas. En contextos democráticos, estas comunidades 
cívicas subestatales garantizan la representación democráti-
ca subestatal y la ciudadanía política en las unidades políti-
cas que integran el EDM.

Por lo general, estas especificidades existentes en los 
EDM no han sido consideradas por el liberalismo democráti-
co. Esto se debe a que dicha teoría ha sido desarrollada consi-
derando la realidad de los Estados westfalianos, en los cuales 
existe una ciudadanía homogénea y universal en todo el terri-
torio estatal fuertemente vinculada con las instituciones cen-
trales del Estado. Es por ello que los DIM presentan un gran 
desafío teórico para los enfoques liberales democráticos, ya 
que la existencia de múltiples unidades territoriales super-
puestas, con autonomía política y gobiernos electos demo-
cráticamente, genera las condiciones institucionales para la 
coexistencia de múltiples comunidades cívicas superpuestas. 
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Ello implica que un ciudadano obtiene representación políti-
ca en cada uno de los niveles que componen el Estado, a pesar 
de ser la misma persona. 

LIBERALISMO DEMOCRÁTICO Y COMUNIDAD 
CÍVICA HOMOGÉNEA

Los EDM poseen dos especificidades que pueden ser conside-
radas como anómalas para la teoría liberal democrática: una 
ciudadanía dual, producto de la presencia de comunidades cí-
vicas diferenciadas; y, en consecuencia, un Estado integrado 
por múltiples comunidades superpuestas que se diferencian 
fácticamente de la comunidad cívica estatal. El objetivo de 
este apartado es analizar los principales supuestos implícitos 
y explícitos postulados por el liberalismo democrático. Dicho 
recorrido permitirá evidenciar que, si bien el liberalismo 
democrático se apoya en conceptos tales como neutralidad, 
autonomía, igualdad, pluralidad y universalidad, las insti-
tuciones liberales democráticas han introducido en la esfera 
pública una serie de rasgos y valores colectivos particulares 
y específicos, los cuales han producido un fuerte proceso de 
homogeneización entre el cuerpo de ciudadanos. Se consoli-
da así la imagen de un único demos en el seno de los Estados 
democráticos. Empíricamente, ello se ha materializado en la 
construcción de una comunidad cívica homogénea, única e 
indivisible en el interior de los Estados democráticos. 

La teoría de la democracia se encuentra fuertemente em-
parentada con el liberalismo político. Desde sus inicios, el li-
beralismo fue una teoría que buscaba limitar el poder estatal 
al garantizar a los ciudadanos la protección de ciertos dere-
chos individuales. En palabras de Bobbio (1986), el Estado 
liberal no es solamente el supuesto histórico, sino también el 
jurídico del Estado democrático. 

El Estado liberal y el Estado democrático son interdepen-
dientes en dos formas: 1) en la línea que va del liberalismo 
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a la democracia, en el sentido de que son necesarias ciertas 
libertades para el correcto ejercicio del poder democrático; 2) 
en la línea opuesta, la que va de la democracia al liberalismo, 
en el sentido de que es indispensable el poder democrático 
para garantizar la existencia y la persistencia de las liberta-
des fundamentales. En otras palabras, es improbable que un 
Estado no liberal pueda asegurar un correcto funcionamien-
to de la democracia y, por otra parte, es poco probable que un 
Estado no democrático sea capaz de garantizar las libertades 
fundamentales. La prueba histórica de esta interdependen-
cia está en el hecho de que el Estado liberal y el Estado demo-
crático, cuando caen, caen juntos (Bobbio, 1986: 12).

Para este autor, el nexo entre liberalismo y democracia es po-
sible debido a que ambos poseen un mismo punto de partida: 
el individuo (Bobbio, 2000).

El liberalismo democrático considera al individuo como 
persona única y en ejercicio de su plena libertad, por encima 
de todo aspecto colectivo, siendo todos los ciudadanos libres 
e iguales. Esta corriente de pensamiento considera que los 
derechos individuales son de carácter universal e impulsa 
una idea no discriminadora de la igualdad ciudadana, lo que 
implica la imparcialidad de las instituciones democráticas 
respecto de las doctrinas religiosas, culturales, filosóficas y 
morales de los individuos. Es por ello que, en la esfera públi-
ca, debe prevalecer un reconocimiento igualitario y universal 
de los derechos individuales. Para el liberalismo democrático 
los principios y valores que garantizan el funcionamiento de 
los sistemas democráticos son principios de aplicación uni-
versal y no cabe su aplicación sobre un grupo localizado y 
específico de personas (Hartney, 1991; Narveson, 1991). Así, 
el nacionalismo es un apego irracional e iliberal que resulta 
incoherente con la idea de un individuo autónomo, ya que li-
mita la autonomía individual y las libertades civiles, al cons-
treñir la vida de un individuo a un grupo. 

El liberalismo clásico hace una fuerte defensa de la li-
bertad individual y plantea que los seres humanos deben ser 
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libres para decidir su propio concepto de vida buena. En pa-
labras de Mill (1972: 27), «para aquello que no le atañe más 
que [al individuo], su independencia es, de hecho, absoluta. 
Sobre sí mismo, sobre su cuerpo y su espíritu, el individuo 
es soberano». La idea de un individuo libre y soberano bus-
ca despojar al ser humano de cualquier condición imputable 
o heredada. En el libro Los límites de la acción del Estado, 
Humboldt plantea que el Estado debe intervenir lo menos 
posible en el accionar de los individuos y desarrolla el con-
cepto de un Estado neutro. Para el autor, la preocupación del 
Estado por el bienestar de los ciudadanos es: «[...] nociva por-
que debe orientarse hacia una multitud heterogénea y, por 
tanto, daña al individuo con medidas que solo se adaptan a 
cada cual con deficiencias considerables. Ello obstaculiza el 
desarrollo de la individualidad y de lo peculiar del hombre en 
la vida moral y, en general, en la vida práctica» (Humboldt, 
[1791-1792] 1988: 117). Asimismo, sostiene que el Estado debe 
abstenerse por completo de todo intento de actuar directa o 
indirectamente sobre las costumbres, al considerar que el 
Estado no debería ser un fin en sí mismo, sino un medio para 
la formación del ser humano donde sea posible desarrollar y 
potenciar los objetivos individuales de todos sus habitantes. 
Para el liberalismo clásico, los Estados en su normal funcio-
namiento se deben atener al principio de neutralidad y defen-
der la autonomía individual.

A lo largo de la historia, el liberalismo ha intentado respon-
der a las siguientes preguntas: ¿cómo respetar la autonomía y 
los intereses individuales dentro de un concepto de comunidad 
política capaz de trascenderlos e integrarlos a la vez? ¿Cómo es 
posible que pueda existir una sociedad democrática estable y 
justa de ciudadanos libres e iguales profundamente dividida 
por doctrinas religiosas, filosóficas y morales? ¿Cómo es 
posible que doctrinas opuestas entre sí puedan convivir y 
adscribir a un mismo régimen democrático constitucional? 

Para Rawls, el liberalismo democrático ha logrado ins-
taurar una sociedad pluralista, armoniosa y estable, la cual 
se ha constituido en una de las principales características de 
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las sociedades modernas. El autor sostiene que ello ha sido 
posible gracias a que las ideas liberales han conseguido de-
sarrollar una justicia aceptada y suscrita por todos los ciuda-
danos, independientemente de la doctrina que profesen. El 
pluralismo de ideas es el resultado natural de las actividades 
de la razón humana en regímenes de instituciones libres y 
duraderas. El liberalismo es una teoría neutral, dado que es 
una construcción racional que no se impone a sí misma una 
pretensión de verdad (Rawls, 2003 y 2011). Es por ello que 
uno de los principales desafíos del liberalismo democrático 
ha sido encontrar una familia de instituciones que aseguren 
la libertad, la igualdad, la pluralidad y la justicia entre los 
ciudadanos; y que, a la vez, respeten la autonomía individual. 

Para Rawls, el principal objetivo de toda sociedad demo-
crática se define por un sistema equitativo de cooperación y 
por establecer una concepción pública e imparcial de la jus-
ticia que sea aceptada por todos los individuos, independien-
temente de sus intereses particulares (Rawls, 2011). La teoría 
de la justicia rawlsiana instituye como uno de sus principales 
postulados básicos la prioridad de lo justo sobre lo bueno. 
Ello significa que no se debe sacrificar los derechos indivi-
duales en nombre del bienestar general y al mismo tiempo 
estos principios de justicia deberán ser independientes de 
cualquier concepción de vida buena. Los principios de justi-
cia deberán regir la estructura básica de la sociedad y ser in-
dependientes de toda concepción moral, religiosa o filosófica, 
permitiendo de esta manera la construcción de una sociedad 
bien ordenada, democrática y plural. Es por ello que, en su 
normal funcionamiento, las democracias constitucionales se 
atienen al principio de neutralidad. 

DEMOCRACIA Y COMUNIDAD CÍVICA HOMOGÉNEA

Como se ha visto, el liberalismo democrático centra su aná-
lisis en las especificidades que tienen que poseer las insti-
tuciones democráticas para garantizar la existencia de una 
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justicia imparcial, la autonomía de los ciudadanos y la tole-
rancia entre una pluralidad de doctrinas razonables, exis-
tentes en una sociedad democrática. Si bien estos elementos 
son fundamentales para la puesta en marcha de un régimen 
democrático, el liberalismo democrático parecería olvidar un 
componente central: reflexionar en torno a cómo los sistemas 
democráticos delimitan su demos (Canovan, 1996). La cen-
tralidad de esta pregunta estriba en que los regímenes demo-
cráticos necesitan como prerrequisito conocer su cuerpo de 
ciudadanos, ya que la legitimidad del Estado democrático se 
basa en al menos dos elementos: 1) el acuerdo de los ciuda-
danos sobre las garantías y procedimientos en la elección de 
un gobierno que pueda reclamar obediencia; y 2) un acuerdo 
entre los ciudadanos de formar parte de la misma unidad po-
lítico-territorial sobre la cual se configuran las instituciones 
democráticas. La ausencia de este análisis parecería indicar 
que la teoría liberal democrática da por asumida la existencia 
de un único demos en el interior de los Estados. 

Hablar de democracia, independientemente de la defini-
ción que se tenga en cuenta, implica la existencia de una co-
munidad política soberana, de una comunidad cívica o de un 
cuerpo de ciudadanos. Por lo general, el liberalismo demo-
crático no se ha preguntado dónde comienza una comunidad 
política y dónde finaliza. Esta sencilla pregunta resulta cen-
tral, debido a que en un sistema democrático es fundamental 
saber quiénes son los ciudadanos soberanos. 

A pesar de lo dicho, el liberalismo político descansa so-
bre el concepto de autodeterminación, lo que implica que son 
los individuos quienes se autoidentifican con una comuni-
dad política (Blas Guerrero, 1994). A su vez, esto implica la 
existencia material del Estado como condición inicial para 
definir la autodeterminación y el consentimiento que ante-
cede al consenso racional. El liberalismo hace descansar el 
consentimiento, la legitimidad y los derechos en las personas 
como individuos autónomos y racionales, desligándolos de 
cualquier atadura grupal o vínculo involuntario étnico, lin-
güístico o religioso. El propósito de esta separación es evitar 
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que tales vínculos puedan eventualmente impedir el desarro-
llo de sujetos políticos libres y autónomos. 

En efecto, la neutralidad buscada por el liberalismo fue otor-
gada por la norma territorial.3 El criterio territorial ha dotado de 
naturalidad a dicha decisión, al ser neutral y externo, y al encon-
trarse relacionado con el Estado y no con el cuerpo de ciudadanos. 
Además, la neutralidad del territorio se ha transformado en un me-
canismo sumamente eficaz para que el liberalismo no tenga que en-
frentarse con las contradicciones teóricas que le implicaría justifi-
car la delimitación y creación de comunidades políticas específicas.

Los límites territoriales de los Estados definen dos cues-
tiones centrales: primero, delimitan el Estado soberano 
sobre una determinada superficie de la tierra y, segundo, 
circunscriben y agrupan a la población existente dentro del 
territorio y, al mismo tiempo, la vinculan con el Estado. Este 
doble rol de las fronteras hace posible que en los sistemas de-
mocráticos exista una doble coincidencia entre el sujeto de la 
soberanía política y el objeto de ejercicio del poder soberano; 
y tal coincidencia es el resultado de una mediación geográfi-
ca que delimita y constituye, simultáneamente, la ciudadanía 
democrática y la jurisdicción política del Estado. 

Por consiguiente, en los Estados democráticos, las fron-
teras territoriales permitieron simultáneamente identificar 
al colectivo de personas investidas de los derechos políticos 
democráticos y constituirlas en ciudadanos de una comu-
nidad cívica (Balibar, 1988; Escolar, 1994; Kymlicka, 2006; 
Canovan, 1996). Dicha comunidad, instituida bajo este proce-
dimiento, posee al menos dos precondiciones: una, política, la 

3. La delimitación territorial como herramienta de clasificación 
ciudadana presenta grandes virtudes para un régimen 
democrático. La primera es la de ser un criterio uniforme de 
delimitación del sujeto colectivo (todas aquellas personas que 
vivan dentro de un territorio sin importar raza, religión, sexo, 
etc., serán ciudadanos); la segunda es el efecto de neutralidad 
del criterio territorial al integrar y vincular el territorio 
administrativo del Estado con el territorio político (Sack, 1986).
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«delimitación geográfica del pueblo» mediante la norma terri-
torial (Escolar, 1993; Canovan, 1996; Kymlicka, 2006), y otra, 
social: la integración del demos como un colectivo de indivi-
duos (Kymlicka, 2003; Requejo, 2007). En el primer caso se 
delimita objetivamente al grupo, mientras que en el segundo 
se constituye el cuerpo de ciudadanos, creando una comuni-
dad cívica, a través de diversas políticas de construcción de 
una identidad compartida (nation-building). 

En suma, a través de la segmentación territorial, los 
Estados democráticos han logrado institucionalizar y natu-
ralizar la idea de una comunidad cívica. El territorio como 
herramienta de segmentación permite delimitar y fusionar 
al cuerpo de ciudadanos con el territorio del Estado. Ello im-
plica que las fronteras en los Estados democráticos no tienen 
solamente una relevancia jurídica al indicar a qué derecho 
se está sometido y cuáles son las instituciones que ejercen la 
autoridad sobre el territorio, sino que también en las demo-
cracias modernas las fronteras de los Estados delimitan la 
comunidad cívica y la constituyen en titular de la soberanía. 

CONCLUSIÓN: COMUNIDADES CÍVICAS SUBESTATALES, 
INTERESES SUPERPUESTOS Y AGENDAS INCONGRUENTES

Como se ha visto, los DIM tienden a complejizar el proceso de 
integración del demos y la construcción de la representación de-
mocrática, ya que los mismos poseen una matriz institucional 
policéntrica (Elazar, 1987). En los EDM, la existencia de múlti-
ples entidades políticas autónomas (estados, provincias, comu-
nidades autónomas, entre otras), con sus múltiples ciudadanías, 
pueden fomentar la construcción y formación de identidades de 
origen estrictamente institucional. Esto se debe a que las for-
mas institucionales y las identidades cívicas de las entidades 
subestatales son muy similares a los mecanismos de integración 
social y política implementados por el Estado central nacional 
(Anderson, 2007; Balibar, 1988; Gellner, 1988; Hobsbawm, 
2000). Al igual que a nivel central o estatal, este proceso debe 
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forzosamente desarrollarse para garantizar la representación 
democrática y la ciudadanía política en las distintas unidades 
políticas que integran el EDM. La consecuencia directa de este 
proceso en un EDM es la formación de múltiples comunidades 
cívicas subestatales dentro de un mismo Estado, las cuales se-
guramente estimularán la construcción y consolidación de ac-
tores y estructuras partidarias geográficamente concentradas y 
territorializadas, con intereses y objetivos que podrán diferir y 
hasta ser opuestos a los de la arena central o estatal. 

La existencia de una ciudadanía dual, producto de la 
presencia de múltiples comunidades cívicas subestatales y 
una central/estatal, si bien se encuentran integradas, no son 
excluyentes entre sí, y pueden ser abordadas y reconocidas 
como autónomas, previas y/o concurrentes con la ciudadanía 
estatal. Es por ello que si se acepta la presencia de ‘estados’ y 
‘gobiernos’ subestatales en el interior de un EDM, resultará 
paradójico hablar de un único y lineal proceso de integración 
del pueblo (demos). Esto implica que los ciudadanos en esce-
narios institucionales multinivel tendrán una ciudadanía su-
perpuesta, pertenecerán al menos a dos comunidades cívicas 
y, posiblemente, poseerán una identidad vinculada con las 
instituciones centrales del Estado y otra relacionada con las 
instituciones subestatales (las cuales pueden ser contradic-
torias o complementarias), a pesar de ser la misma persona. 
La importancia de incorporar y evidenciar esta problemática 
radica en que, en contextos democráticos, estas comunida-
des cívicas deben forzosamente desarrollarse para dotar de 
legitimidad democrática a las instituciones subestatales y ga-
rantizar la ciudadanía política en las unidades políticas que 
integran el EDM.

Asimismo, como se ha dicho anteriormente, un EDM en-
cuentra serias dificultades para garantizar la existencia real 
del Estado de derecho y la ciudadanía política unificada. Aun 
de manera tenue y condicionada, la mera existencia de ór-
denes estatales superpuestos con facultad autorregulatoria 
(soberanía compartida) tiene la capacidad de diferenciar de 
facto el Estado de derecho general. Esta discusión conlleva 
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algunos problemas estructurales a la hora de interpretar el 
desempeño de un EDM y la articulación de la gestión públi-
ca entre unidades políticas de los distintos órdenes estata-
les. En efecto, ¿cómo resolver operativamente la gestión si-
multánea de agendas sobre temas equivalentes o similares 
en un mismo territorio sujeto a dos administraciones públi-
cas de gobiernos distintos, una nacional y otra subestatal? 
¿Cuáles son los procedimientos políticos para armonizar dos 
mayorías políticas opuestas en el orden estatal y subestatal? 
Por último, ¿cuáles son los criterios para decidir el ordena-
miento de prioridades o la jerarquía entre órdenes estatales? 
Genéricamente, estas necesidades de articulación remiten 
al problema de la coordinación en el marco de las relaciones 
intergubernamentales.

En este marco, los problemas de coordinación multinivel 
(intergubernamental) resultan del reconocimiento de la for-
mación de intereses institucionalizados (agenda incongruen-
te) en las unidades políticas subestatales. Dichos intereses 
son, a su vez, producto de la factibilidad de gobierno vertical 
dividido, esto es, de la coexistencia de mayorías diferenciales 
y solo factibles de rendir cuentas y ser controladas regional 
y localmente. Pero, fundamentalmente, los desafíos de la 
coordinación resultan del reconocimiento de comunidades 
cívicas legítimas en cada orden estatal, las cuales agregan in-
tereses en actores políticos subestatales y cuyos ciudadanos 
tienen la capacidad de disociar preferencias políticas en cada 
esfera de representación en los distintos niveles estatales. 

A modo de ejemplo, si la economía de unidad subestatal 
se encuentra muy vinculada a un recurso natural o a la pro-
ducción de una materia prima y, el ejecutivo estatal decide 
impulsar una política en detrimento de este sector, como 
puede ser una regulación de precios, es muy probable que di-
cha iniciativa, la cual no impacta de manera homogénea so-
bre todo el territorio del Estado, sea fuertemente cuestionada 
por aquellos ejecutivos subestatales donde dicha política va 
en detrimento de los intereses de estos sectores. En un EDM, 
la legitimidad democrática del ejecutivo estatal y subestatal 
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es la misma (el voto popular), este tipo de conflictos al en-
frentar intereses superpuestos, no pueden ser abordados ex-
clusivamente como un problema de coordinación interguber-
namental o de política pública, dado que la legitimidad de-
mocrática de las comunidades cívicas subestatales convierte 
a los intereses superpuestos y a las agendas incongruentes en 
problemas de representación democrática y, por lo tanto, de 
coordinación política.
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INTRODUCCIÓN

En un texto ya clásico, Guillermo O’Donnell sostiene que «la 
Argentina ha estado programada para generar democracias 
epilépticas y multitudinarias, abortadas por golpes cada vez 
más brutales [...] no es solo ni tal vez tanto el Estado el que 
debe ser democratizado, sino la sociedad» (1984: 54-55). 
La historia del texto viene a colación: el autor concluye de 
esta manera un argumento que parte de una situación etno-
gráfica hecha célebre por el antropólogo brasilero Roberto 
DaMatta. La reflexión de O’Donnell comienza por comparar 
los modos de restituir/impugnar las jerarquías sociales en 
Argentina y Brasil para terminar hablando de las condicio-
nes de posibilidad de una democracia razonable en cada uno 
de estos países. 

Y es que la relación entre democracia e igualdad –si es 
que la igualdad es el opuesto de las jerarquías– no es eviden-
te, sino tensa y problemática. Esta tensión tiende a pivotar 
en un concepto mediador: el de la legitimidad. Así lo plantea 
Habermas: «Todas las sociedades de clases, puesto que su re-
producción se basa en la apropiación privilegiada de la rique-
za producida por la sociedad, tienen que resolver el siguiente 
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problema: distribuir el producto social de manera desigual y 
sin embargo legítima» (2002: 136). 

En términos teóricos, la gobernabilidad democrática en-
cuentra permanentemente límites en la tendencia estructu-
ral a la generación de brechas de desigualdad social. Incluso 
sobre esto (sobre el valor mismo de igualdad) parece haber 
un piso alto de consensos (nuevamente, abstractos). Pero la 
legitimidad, entendida no conceptualmente sino en términos 
prácticos, legos, inexpertos, y mediada por la percepción y la 
evaluación subjetiva de la población, resquebraja dichos con-
sensos y hace emerger los conflictos. 

En las próximas páginas revisaremos algunos datos y reco-
rreremos algunos interrogantes con el objetivo de ordenar lí-
neas de indagación críticas sobre la relación entre desigualdad 
y democracia en Argentina en el siglo XXI: ¿cuán desigual es 
nuestra sociedad? ¿Cómo impacta la desigualdad en la evalua-
ción de la población sobre la justicia distributiva y la democra-
cia? ¿Qué sabemos sobre esta relación y qué nos falta conocer? 

ALGUNOS DATOS SOBRE LA DESIGUALDAD SOCIAL EN 
LA ARGENTINA DE LOS ÚLTIMOS VEINTE AÑOS

A riesgo de no cumplir con las convenciones de descripción 
académica, Argentina podría ser justamente definida como 
una nación relativamente desigual para el contexto global –
sobre todo si se la compara con los países de la OCDE–, pero 
también relativamente igualitaria en el contexto latinoame-
ricano. De hecho, en el siglo XXI Argentina parece avanzar 
bastante en arreglo a la tendencia política regional: si la crisis 
de 2001-2002 hizo que el quiebre con el nuevo milenio fuese 
mucho más que un mero corte de calendario en nuestro país, 
la reactivación en el período posneoliberal puede ser tomada 
como bandera de una nueva época latinoamericana.

Aun con la desestructuración social y económica que im-
plicó la temprana instalación del modelo de acumulación neo-
liberal en Argentina, esta llegaba a la década de 1990 como 
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una de las naciones con mejores indicadores distributivos en 
toda la región, junto a Uruguay y Costa Rica. La crisis llevó 
el índice de Gini argentino de 0,46 a 0,54 entre 1997 y 2002, 
en un proceso de empeoramiento regional de la dinámica de 
la desigualdad de ingresos. Una década después, cuando los 
procesos políticos progresistas de la región comenzaban a 
estancarse y entrar en crisis, el Gini argentino había caído a 
0,43 y, a pesar del empeoramiento general de indicadores so-
ciales que implicó la reinstalación de una política neoliberal 
en el gobierno nacional de Cambiemos desde finales de 2015, 
no fue en la distribución individual del ingreso en donde se 
observó el mayor impacto, por lo que los niveles del Gini ar-
gentino ya no volvieron a las cifras de la crisis de comienzos 
del actual milenio. 

Claro, para hablar de desigualdad, la descripción del pro-
ceso debe perder linealidad. Si la mejora de la distribución in-
dividual del ingreso durante la primera década del siglo XXI 
fue evidente, los cambios en la distribución funcional del in-
greso (entre trabajo y capital) fueron mucho más tenues y has-
ta ambiguos, sin contar que la acumulación económica de las 
elites no interrumpió su marcha ni se vio afectada en profun-
didad en ningún punto del período (Benza y Kessler, 2021). 

Si las principales victorias de los gobiernos progresistas 
pueden asentarse en las columnas de la regulación del mer-
cado de trabajo y de las políticas de transferencia de ingresos, 
la impresión de una mayor progresividad en el sistema tribu-
tario o la ampliación del acceso a bienes estratégicos como la 
tierra no acompañaron de igual manera esta tendencia redis-
tributiva en cuanto a ingresos económicos. 

Incluso en la cuestión económica se registran ambigüeda-
des y tendencias contrapuestas (Kessler, 2014): los porcenta-
jes de población bajo la línea de pobreza bajaron considera-
blemente desde 2001-2002 en el país, pero incluso en los me-
jores momentos de crecimiento económico, el país tuvo serios 
problemas para perforar el piso porcentual de casi un cuarto 
de la población en esta situación de privación. Las sucesivas 
crisis neoliberal y pandémica llevaron esta proporción a 4 
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de cada 10 argentinos y argentinas, un nivel que empantana 
cualquier proyecto sostenible de desarrollo socioeconómico. 

La crisis generada por la pandemia de covid-19 también 
puso en evidencia las limitaciones en las mejoras del merca-
do de trabajo durante el período de la posconvertibilidad. Si 
bien los indicadores de informalidad laboral mejoraron en la 
primera década del siglo XXI, como mínimo un tercio de la 
fuerza de trabajo está empleada en condiciones precarias y 
sin acceso a derechos básicos hacia finales de 2021. El corte 
abrupto que se produjo durante el período de cuarentena y 
aislamiento en 2020 sacó a la superficie una estructura per-
sistente de segmentos que, con tímidos cambios en sus pro-
porciones, expusieron de manera profundamente desigual a 
vastos sectores de la población a sobrevivir la pandemia mu-
nidos de cantidades y tipos de recursos profundamente dife-
rentes en cuanto al acceso a cobertura médica, continuidad 
del salario, fuentes de ingreso alternativas, acceso a servicios 
bancarios y financieros, etc. (Assusa y Kessler, 2020).

En otros ámbitos, como el educativo, el panorama de am-
pliación de derechos fue importantísimo. A la ya cuasiuniver-
sal cobertura del nivel primario se sumó una ampliación del 
nivel inicial y, muy particularmente, del nivel secundario, cuya 
tasa de cobertura está entre las más altas de nuestro continen-
te (Kessler y Assusa, 2020). Si a esto le sumamos la multipli-
cación de universidades nacionales, fundamentalmente en te-
rritorios populares, las transformaciones han sido profundas, 
aunque no exentas de cuestionamientos. El debate público ha 
hecho particular foco en la cuestión de la calidad académica y 
del pobre desempeño de nuestro país en algunas evaluaciones 
estandarizadas internacionales como las pruebas PISA. 

La educación está, probablemente, entre los bienes públi-
cos que mayor legitimidad y consenso tienen en nuestro país. 
Junto al trabajo y la familia, conforman esa tríada de valores 
o instituciones que organizan el debate y los posicionamien-
tos. Pero de la categoría a la significación hay un largo trecho: 
si es cierto que la educación «está bien» y es «para todos», no 
está tan claro qué hacer con lo que se enseña, con lo que se les 
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paga a las y los docentes, con el sostenimiento de trayectos 
estudiantiles a partir de transferencias de ingresos, con la 
alimentación del estudiantado en condiciones de vulnerabi-
lidad económica, etc. 

En otras palabras: Argentina es un país con considerables 
y perdurables niveles de desigualdad en muchas dimensio-
nes de su vida social, pero también con una extensa tradición 
de pretensión de igualdad y con una cercana experiencia de 
achicamiento de las brechas sociales, de ampliación de los ac-
cesos y de construcción de nuevos derechos y legitimidades. 

DEMOCRACIA Y DESIGUALDAD

Existe una serie de supuestos o hipótesis que muy a menudo 
funcionan como trasfondo del análisis de procesos sociopolíti-
cos, pero que al permanecer tácitos no han permitido evaluar 
su productividad interpretativa en toda su dimensión. Por esta 
razón, sistematizaremos algunos supuestos en torno a la rela-
ción entre desigualdad y democracia, con el objetivo de avan-
zar de manera exploratoria sobre evidencias empíricas pun-
tuales y, de este modo, poner estos supuestos en perspectiva. 

Un primer supuesto es el de que, a mayores niveles de 
desigualdad objetiva (o sea, medida por indicadores estadís-
ticos sistemáticos y periódicos como el Gini), se producirían 
mayores niveles de conflictividad social en torno a esta te-
mática. Es decir, la desigualdad objetiva generaría –indefec-
tiblemente– malestar en la población (político, ciudadano, 
subjetivo) y eso repercutiría en condiciones favorables para 
el desarrollo de demandas y procesos de conflicto. Son por 
lo menos dos los derivados de este tipo de supuestos. En pri-
mer lugar, a saber, que la desigualdad objetiva resulta en una 
suerte de transparencia perceptual, accesible casi por igual a 
especialistas y neófitos, y que, por lo tanto, la población tiene 
un conocimiento relativamente complejo de medidas relati-
vas y relacionales como los indicadores distributivos. En se-
gundo lugar, esto implicaría que existe cierta homogeneidad 
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–o al menos homología– entre los criterios analíticos de los 
indicadores distributivos y los principios de justicia a partir 
de los cuales la población evalúa subjetivamente la distribu-
ción de los ingresos. Esto nos lleva a un segundo supuesto. 

El segundo supuesto se resume en la siguiente idea: si la 
democracia implica no solo un procedimiento institucio-
nal y electoral, sino un mecanismo sistémico sustantivo, la 
desigualdad social generaría indefectiblemente procesos de 
deslegitimación y desestabilización de la democracia. Pero 
este supuesto también implica derivaciones. En primer lugar, 
y como ya mencionamos, de alguna manera implica que la po-
blación acceda con cierta transparencia a las transformacio-
nes de la estructura social o, en un sentido mucho más restrin-
gido, a indicadores distributivos actualizados. En segundo lu-
gar, obtura la evaluación de los procesos históricos: el aumen-
to o la disminución en las brechas o niveles de desigualdad 
no es homogénea entre países o regiones. Presenta puntos de 
partida muy diferentes, profundidades de las transformacio-
nes muy diferentes y posibilidades de estabilizar estas trans-
formaciones también muy diferentes. En tercer lugar, este su-
puesto suspende la duda sobre la diversidad de significaciones 
(ambigüedad) del concepto mismo de democracia, no tanto en 
clave de debates académicos como en el discurso social lego. 

Como sostiene Dubet en sus últimos trabajos, en el nuevo 
régimen de desigualdades múltiples son las pequeñas brechas 
(y no las grandes distancias) las que mayor irritación social 
generan (Dubet, 2020). En este sentido, sería también impor-
tante revisar la idea de que la distribución del ingreso medido 
por indicadores relativamente «abstractos» como el Gini re-
fleje o represente con fidelidad las brechas que efectivamente 
impactan en el descontento social y en la conflictividad. 

Existe una última intuición que vale la pena explicitar. 
Al analizar la crisis de legitimación del capitalismo tardío, 
Habermas sostiene: «La democracia ya no persigue el fin de 
racionalizar el poder social mediante la participación de los 
ciudadanos en procesos discursivos de formación de la vo-
luntad; más bien tiene que posibilitar compromisos entre las 
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elites dominantes. Con ello, en definitiva, se abandona tam-
bién la sustancia de la teoría clásica de la democracia; ya no 
todos los procesos de decisión de alcance político, sino solo 
las decisiones del sistema de gobierno definidas como políti-
cas, deben someterse a los mandatos de la formación demo-
crática de la voluntad. Por virtud, entonces, de un pluralismo 
de las elites que sustituye a la autodeterminación del pueblo, 
el poder social ejercido como si fuese un poder privado se 
descarga de la necesidad de legitimarse y se vuelve inmu-
ne al principio de la formación racional de la voluntad [...]» 
(Habermas, 2002: 171). 

La formalización, o vaciamiento, o imposición de una 
definición liberal de democracia implica, para el autor, una 
despolitización (instrumentalización) de ámbitos como el de 
la economía, una renuncia a someter a los mecanismos de 
formación de la voluntad popular y democrática a determina-
dos tópicos o referentes empíricos, entre ellos, el de la distri-
bución de los ingresos económicos. Habermas va más allá en 
su argumento y sostiene que este desarreglo entre contenido 
normativo y necesidades de integración sistémica plantea no 
solo un desafío, sino una tendencia objetiva hacia las crisis 
para las democracias en el capitalismo contemporáneo. En 
otra clave teórica, algunos autores hablan del abismo de em-
patía y de la fragmentación social como factores desestruc-
turantes para la cohesión social y para la igualdad como ho-
rizonte de la acción social (Saraví, 2015). Este supuesto tam-
bién deberá ser expuesto al calor de los análisis empíricos.  

LOS CICLOS DE LA DEMOCRACIA Y DE LA PERCEPCIÓN 
DE LA DESIGUALDAD EN ARGENTINA: ALGUNOS DATOS 
A MODO DE ILUSTRACIÓN

Las articulaciones entre democracia e igualdad no se atienen 
al manual. Si la transición de la década de 1980 consolidó 
la democracia en nuestro país traccionando el valor de la 
igualdad hacia el ámbito jurídico-civil, la consigna «con la 
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democracia se come, se cura y se educa» generaba un con-
trapunto fundamental en el ámbito de los derechos sociales.

En la actualidad, buena parte de las oposiciones a políticas 
redistributivas, de ampliación de derechos y de intervención 
estatal se moviliza bajo el significante de la democracia y la re-
pública, en un sentido enfáticamente procedimental e institu-
cionalista: libertades individuales, división de poderes, respe-
to por la propiedad privada, respeto de las instituciones, etc.

Según los datos de la World Values Survey (WVS), para 
9 de cada 10 argentinos y argentinas tener un sistema políti-
co democrático es bueno o muy bueno, al menos desde 1995, 
sosteniendo estos porcentajes incluso en los peores momen-
tos de crisis. Sin embargo, según la misma fuente, apenas 3 
de cada 10 cree firmemente que la fiscalidad progresiva (un 
elemento fundamental de las políticas redistributivas) cons-
tituye una característica esencial de la democracia  (en 2017, 
la última ola de la encuesta). 

En una fuente alternativa como Latinobarómetro podemos 
encontrar que, desde 1995, la idea de que la democracia es pre-
ferible a cualquier otra forma de gobierno aglutina entre el 60 y 
el 75% de los encuestados. Pero al preguntar por la satisfacción 
con el funcionamiento de este sistema, quienes responden que 
están «satisfechos» caen a menos de un tercio de las y los en-
cuestados en 2018. Para el mismo año, solo 1 de cada 10 encues-
tadas o encuestados considera que la distribución del ingreso 
es justa o muy justa en Argentina. Entre 2013 y 2015 la propor-
ción que evaluaba subjetivamente como justa la distribución 
del ingreso en el país era el doble (2 de cada 10), mientras que 
en 2002 apenas 2 de cada 100 encuestadas o encuestados con-
sideraba justa la estructura distributiva de Argentina. 

En otras palabras: sería muy difícil sostener una defini-
ción o significación homogénea sobre democracia, incluso 
entre quienes manifiestan apoyo y reconocen la importancia 
de este sistema político en las encuestas de opinión. Aun en-
tre quienes sostienen que la democracia es «absolutamente 
importante» (más de la mitad de los encuestados eligió esta 
opción –el valor 10– en una escala del 1 al 10 en la encuesta 
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WVS de 2017), esto puede implicar tanto una significación 
liberal, formal, electoralista e institucionalista como una 
reflexión sobre la regulación democrática de una economía 
que tiende a generar brechas de desigualdad. Lo que sí po-
demos saber es que esta última posición dista bastante de 
ser mayoritaria. 

Sin embargo, distintas investigaciones han mostrado en 
nuestra región una estrecha relación entre política, justicia e 
igualdad (CEPAL, 2010). Si bien, como señalamos, la adhe-
sión a la democracia no implica mecánicamente una adhesión 
ni a los valores de igualdad de ingresos económicos ni a la 
progresividad fiscal como una característica esencial de la de-
mocracia, los altos niveles de desigualdad objetiva, pero sobre 
todo la percepción de injusticia distributiva y de corrupción 
político-institucional produce una fuerte corrosión en las ba-
ses de legitimación de la democracia.  

Muchas formas de desigualdad pueden ser consideradas 
funcionales o justas, desde una perspectiva utilitarista y/o 
meritocrática (Castillo et al., 2019). Sin embargo, este mismo 
principio de justicia por momentos eleva la vara de medición. 
Como han mostrado distintos estudios locales, incluso en cli-
mas ideológicos renuentes a la intervención estatal en la econo-
mía y a las políticas redistributivas, o en sistemas discursivos 
tendientes a la estigmatización de la pobreza, existen cuestio-
namientos a formas singulares de pobreza y riqueza extremas 
(Kessler, 2007). Los abismos de desigualdad resultan preocu-
pantes cuando se interpretan como amenazas para la cohesión 
y la paz social: la desigualdad y, sobre todo, la percepción de 
injusticia distributiva pondrían en peligro los basamentos sis-
témicos de integración social y comunitaria y, por lo tanto, la 
existencia misma del colectivo social (Grimson, 2015). 

De alguna manera, la posibilidad de defender la desigual-
dad económica como un incentivo para la iniciativa individual 
y, por elevación, para el desarrollo humano de una sociedad, 
tiene límites en los grados o niveles de dicha desigualdad: las 
brechas demasiado amplias y las grandes masas de margi-
nalizados o excluidos pueden resultar más generadoras de 
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violencia y conflictividad social que de procesos de desarrollo 
con incentivos a la iniciativa individual. Sobre esta cuestión 
–preocupación pública por los niveles de desigualdad aun en 
sociedades con fuerte adhesión a principios liberales o meri-
tocráticos– hay evidencia de estudios en Europa (Sachweh, 
2012) y en EE.UU. (McCall, 2013). 

Investigaciones de la CEPAL y de Latinobarómetro seña-
lan que las percepciones de injusticia distributiva presentan 
una baja variabilidad, incluso en períodos de «mejora», por 
lo que esta evaluación crítica se ha transformado en un pará-
metro de la vida social en América Latina, a la vez que se ha 
normalizado y naturalizado (CEPAL, 2010), disparando pro-
cesos de aceptación pragmática de la desigualdad. 

En este sentido, la evaluación subjetiva de la distribu-
ción del ingreso económico en términos de injusticia en gran 
parte de la población podría implicar un estado de malestar 
ciudadano (CEPAL, 2012), cocinado menos en el fuego de la 
desigualdad objetiva creciente que al calor de la hostilidad 
a la tributación (CEPAL, 2010; Grimson y Roig, 2011) y del 
avance de la moralidad meritocrática en la región (CEPAL, 
2009; Castillo et al., 2019). Las preocupaciones se concen-
tran, por ello, en dinámicas diferentes a las de la distribución 
primaria, como el nivel y el tipo de gasto público y la equidad 
fiscal, cuestiones que, en conjunto, nos llevan a reformular 
las preguntas iniciales. ¿Qué entienden las personas –parti-
cularmente aquellas que responden encuestas de opinión en 
nuestra región– por justicia distributiva? ¿Cuál es el objeto de 
esa justicia? ¿Cuál es el principio? ¿La igualdad? ¿El mérito? 
¿Las oportunidades? ¿Las posiciones? ¿Una combinación? 
¿Quiénes son los agentes y los responsables de esa justicia?

DEMOCRACIA Y DESIGUALDAD: SUPUESTOS REVISADOS

Dicho esto, y con vistas a dotar de continuidad las indagacio-
nes sobre la relación entre desigualdad y democracia, encon-
tramos algunas pistas para reformular los supuestos iniciales. 
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Efectivamente, desigualdad objetiva y conflictividad so-
cial tienen un vínculo estrecho, siempre y cuando considere-
mos que la percepción subjetiva de la desigualdad funciona 
como una instancia de mediación para que, por ejemplo, las 
mutaciones distributivas impacten en los apoyos políticos y 
los malestares ciudadanos. En otras palabras: lo que impacta 
en la conflictividad en torno a las desigualdades no son los 
movimientos tectónicos de la estructura social, sino su mani-
festación en la superficie de las percepciones sociales. 

Por todo esto es importante recordar los recaudos me-
todológicos contra la imposición de temáticas y relevar con 
mucha más eficacia que hasta ahora las definiciones no-ex-
pertas de aquello que las personas consideran efectivamente 
«desigualdad». De la misma forma es necesario relevar las 
taxonomías «nativas» de brechas de desigualdad relevantes 
en términos políticos (aquellas pequeñas brechas que, en el 
argumento de Dubet, disparan los procesos contemporáneos 
de indignación social). 

En otras palabras, necesitamos conocer más y mejor lo 
que las y los encuestados entienden por desigualdad y por 
injusticia, las gradaciones y los niveles que consideran tole-
rables, y las fronteras que trazan como límites de lo acepta-
ble. Esto implica necesariamente explorar y preguntar sobre 
otras formas de desigualdad (educativas, de salud, de género, 
étnicas, regionales, de acceso a la vivienda, al consumo, al 
entretenimiento, etc.) que pueden tomar un gran estado pú-
blico en determinados momentos del debate social. 

Llegamos, de este modo, a un nuevo punto de partida: así 
como necesitamos acercar la lupa a las definiciones situacio-
nales de la desigualdad en la población, también necesitamos 
indagar y comprender mejor la diversidad de definiciones de 
democracia. Si no avanzamos en esta dirección, muy a menu-
do hacemos inferencias sobre el apoyo a la democracia en la 
población, sin terminar de comprender lo que esos apoyos im-
plican, y las divergencias que subyacen a supuestos consensos. 

Por eso mismo, el devenir entre la formalización de la de-
mocracia y las crisis de legitimidad necesita ser pensado en 
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términos situacionales: la desigualdad social creciente puede 
producir una desestabilización de la democracia, pero depen-
diendo de las tradiciones ideológicas y de toda una conste-
lación de coordenadas políticas de cada país y cada región. 
El caso de Costa Rica es ilustrativo al respecto: un país de 
Latinoamérica con una distribución del ingreso económico 
relativamente desigual y estable, cuyo índice de Gini no dis-
minuyó cuando en el resto de los países de la región el Gini 
descendía considerablemente, pero que ha tenido en todo lo 
que va del siglo XXI una percepción de justicia distributiva 
bastante positiva (en 2018, el porcentaje de encuestados que 
considera justa o muy justa la distribución del ingreso es el 
doble que en Argentina). En este caso, el alto nivel de con-
fianza institucional en el país blindaría, de alguna forma, a 
su democracia de sufrir procesos de deslegitimación a causa 
de la desigualdad objetiva. 

El caso de Argentina es muy distinto. Aun en los mo-
mentos de mejora distributiva nuestro país posee altos ni-
veles de percepción de la desigualdad y de evaluación de 
la distribución de los ingresos como injusta o muy injusta. 
Probablemente se trate de una ciudadanía más crítica, de 
unas expectativas de consumo y movilidad social más altas, 
y también de situaciones económicas inestables y de institu-
ciones políticas atravesadas por una alta conflictividad y por 
procesos de polarización. 

PREGUNTAS SIN RESPUESTA: HACIA UN PROGRAMA 
DE INVESTIGACIÓN PARA LA IGUALDAD 
Y LA GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA

El abordaje de la percepción social de las desigualdades, las 
evaluaciones subjetivas sobre justicia distributiva y su rela-
ción con la democracia es, sin dudas, un campo de investi-
gación en construcción, con importantes preguntas y apor-
tes, pero también con implicancias políticas de peso. A con-
tinuación, planteamos algunos de los que consideramos los 



71¿CUÁNTA DESIGUALDAD PUEDE SOPORTAR LA DEMOCRACIA?...

desafíos y las vacancias para consolidar esta área de estudios 
en ciencias sociales. 

En primer lugar, así como se ha dicho que necesitamos 
reorientar las investigaciones de los estudios de la pobreza 
hacia perspectivas relacionales sobre la desigualdad, y por lo 
tanto necesitamos conocer mucho más en detalle la vida de 
las elites, también necesitamos profundizar nuestro conoci-
miento en torno a las percepciones de la población sobre las 
elites: qué agentes se clasifican en esta posición, cuáles otros 
pasan inadvertidos o sublimados bajo la categoría de clase 
media, cuáles son los relatos de movilidad y trayectorias aso-
ciadas a estos sectores, qué mecanismos de identificación se 
activan, qué papel desempeñan los medios de comunicación 
y qué lugar ocupan las experiencias sociales de encuentro en-
tre clases sociales. 

En segundo lugar, como planteamos, en la medida en que 
se profundice el conocimiento sobre la diversidad de defini-
ciones, tipologías y niveles de desigualdad en las representa-
ciones de los distintos sectores sociales, también podremos 
comprender mucho más en detalle la centralidad político-
mediática de estos temas en la agenda, su constitución en 
problemas públicos y los momentos en que uno y otro tipo 
de desigualdad impactan efectivamente en la legitimidad de-
mocrática. Por esto, necesitamos conocer las cronologías de 
ciudadanos (no técnicas) sobre la desigualdad, así como los 
puntos de referencia sincrónicos y diacrónicos de compara-
ción de los distintos sectores: si sentimos que nuestro país 
es muy desigual o justo en su estructura distributiva, ¿en 
relación a qué momento histórico lo pensamos? ¿En compa-
ración con qué país o región del mundo? ¿Cómo aprendemos 
esos puntos de referencia?

Y para hacerlo, además, es necesario combinar abordajes me-
todológicos diversos, cuantitativos y cualitativos, y producir in-
formación valiosa sobre lo que venimos nombrando en este texto 
«pequeñas brechas» o «brechas de cercanía» (Dubet, 2020). 

En tercer lugar, si bien existen algunas investigacio-
nes, aún es necesario indagar más en profundidad sobre la 
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cuestión impositiva en el campo de estudios de la desigual-
dad. No solo por constituir una de las áreas con avances más 
tímidos en materia de política pública hasta la crisis del co-
vid-19, sino también porque es todavía muy básica la infor-
mación que poseemos sobre las posturas y las actitudes de 
los distintos grupos sociales hacia la fiscalidad y sus mode-
los. Construir no solo técnica, sino también políticamente, 
intervenciones eficaces con perspectiva de igualdad en el 
campo de los impuestos es urgente, pero la posibilidad de ha-
cerlo sin tener en claro cuáles son los apoyos efectivos en la 
ciudadanía se vuelve una tarea, para peor, poco factible. 

Como sostiene Gino Germani ([1963] 2010), la cristaliza-
ción o institucionalización de un sistema de estratificación 
es un factor fundamental para comprender las representa-
ciones sobre las clases y sobre la estructura social toda en la 
población. Si bien existen excepciones, también en este cam-
po contamos con poca y desactualizada información: ¿cuáles 
son las categorías que tenemos para nombrar cada una de las 
clases sociales? ¿Qué imagen de la sociedad prevalece en la 
población? ¿Qué nuevos nombres y clasificaciones han apare-
cido en el último tiempo? 

Finalmente debemos plantear que la evidencia empírica 
de este campo de investigación nos lleva a pensar en térmi-
nos de percepciones y evaluaciones subjetivas como prácti-
cas de síntesis política, articuladas con una constelación de 
factores. En otras palabras: las personas tienden a no aislar 
campos específicos evaluando por separado distribución del 
ingreso, niveles objetivos de desigualdad, apoyo a la demo-
cracia, confianza en las instituciones, intervención estatal en 
la economía, por nombrar algunas. Sus evaluaciones tienden 
a ser totales, en el sentido maussiano de la palabra. Este pue-
de ser uno de nuestros puntos de partida para encarar futu-
ras indagaciones con toda la complejidad del caso.



73¿CUÁNTA DESIGUALDAD PUEDE SOPORTAR LA DEMOCRACIA?...

BIBLIOGRAFÍA

Assusa, Gonzalo y Kessler, Gabriel
2020	 «Reactivación de desigualdades y vulneración de derechos en tiem-

pos de pandemia», en Bohoslvasky, Juan Pablo (ed.), Covid-19 y 
derechos humanos: la pandemia de la desigualdad, Buenos Aires, 
Biblos. 

Benza, Gabriela y Kessler, Gabriel
2021	 La ¿nueva? estructura social de América Latina: cambios y persis-

tencias después de la ola de gobiernos progresistas, Buenos Aires, 
Siglo Veintiuno.

Castillo, Juan C.; Torres, Alex; Atria, Jorge y Maldonado, Luis
2019	 «Meritocracia y desigualdad económica. Percepciones, preferencias 

e implicancias», en Revista Internacional de Sociología, vol. 77, nº 
1, pp. 1-15.

CEPAL
2009	 Panorama social de América Latina, Santiago de Chile, Naciones 

Unidas.
2010	 América Latina frente al espejo. Dimensiones objetivas y subjeti-

vas de la inequidad social y el bienestar en la región, Santiago de 
Chile, CEPAL y Latinobarómetro. 

2012	 Panorama social de América Latina, Santiago de Chile, Naciones 
Unidas.

Dubet, François
2020 	 La época de las pasiones tristes. De cómo este mundo desigual lle-

va a la frustración y el resentimiento, y desalienta la lucha por una 
sociedad mejor, Buenos Aires, Siglo Veintiuno. 

Germani, Gino
2010	 «Clase social subjetiva e indicadores objetivos de estratificación» 

(1963), en íd., Gino Germani. La sociedad en cuestión. Antología 
comentada, Carolina Mera y Julián Rebón (coords.), Buenos Aires, 
Clacso.

Grimson, Alejandro
2015	 «Percepciones sociales de la desigualdad, la distribución y la redis-

tribución de ingresos», en Lavboratorio. Revista de Estudios sobre 
Cambio Estructural y Desigualdad Social, nº 26, pp. 197-224.

Grimson, Alejandro y Roig, Alexandre
2011	 «Las percepciones sociales de los impuestos», en Nun, José (comp.), 

La desigualdad y los impuestos. Materiales para la discusión (II), 
Buenos Aires, Capital Intelectual. 



74 ESTADO Y GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA

Habermas, Jürgen
2002	 Problemas de legitimación en el capitalismo tardío, Madrid, Edito-

ra Nacional.

Kessler, Gabriel
2007	 «Principios de justicia distributiva en Argentina y Brasil: eficacia 

global, igualitarismo limitado y resignificación de la jerarquía», en 
Grimson, Alejandro (comp.), Pasiones nacionales. Política y cultu-
ra en Brasil y Argentina, Buenos Aires, Edhasa.

2014	 Controversias sobre la desigualdad. Argentina, 2003-2013, Bue-
nos Aires, Fondo de Cultura Económica.

Kessler, Gabriel y Assusa, Gonzalo
2020	 «La escuela secundaria en América Latina. Democratización con 

desigualdades perennes», en Gutiérrez, Gonzalo y Pérez Rojas, 
Micaela (eds.), La escuela secundaria construye aprendizajes: ex-
periencias y propuestas para ampliar el derecho a la educación, 
Córdoba, ICIEC-UEPC. 

McCall, Leslie
2013	 The Undeserving Rich: American Beliefs about Inequality, Op-

portunity, and Redistribution, Nueva York, Cambridge University 
Press.

O’Donnell, Guillermo
1984	 ¿Y a mí, qué me importa? Notas sobre sociabilidad y política en 

Argentina y Brasil, Buenos Aires, Estudios Cedes.

Sachweh, Patrick
2012	 «The Moral Economy of Inequality: Popular Views on Income Dif-

ferentiation, Poverty and Wealth», en Socio-Economic Review, vol. 
10, nº 3, pp. 419-445.

Saraví, Gonzalo A.
2015	 Juventudes fragmentadas. Socialización, clase y cultura en la 

construcción de la desigualdad, México, Flacso-Ciesas. 



Ciudadanía digital 
y currículum educativo

Fernando Bordignon y Lucila Dughera

INTRODUCCIÓN

La inmersión cotidiana en un sistema de múltiples pantallas 
demanda una serie de habilidades para obtener, interpretar, 
analizar, comprender, procesar y compartir la información. 
Estas se han convertido en capacidades básicas que todo ciu-
dadano debería adquirir en su tránsito por el sistema edu-
cativo. Este sujeto es alcanzado por múltiples flujos de in-
formación que no solo son operados por profesionales, sino 
también por pares ciudadanos y hasta algoritmos. En este 
contexto, el ejercicio de nuestra ciudadanía presenta varia-
ciones, y podría enriquecerse potencialmente. Por ejemplo, 
en la red internet, a través de webs de la administración pú-
blica, los ciudadanos pueden realizar trámites personales, 
participar en decisiones de estado dando su opinión y/o rea-
lizar acciones ciudadanas en distintos colectivos.

El adjetivo «digital»1 asociado a la ciudadanía refiere, en prin-
cipio, a cómo esta práctica social es alterada por las tecnologías 

1. El concepto «digital», en este trabajo, hace referencia a un 
proceso de codificación en forma numérica de datos con 
la finalidad de que puedan ser almacenados, procesados y 
transmitidos de manera automática mediante procesadores 
de información.
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digitales y, en particular, con el disponer de una red global de 
comunicaciones. En este sentido, se identifica la necesidad de re-
cuperar las reconfiguraciones que atravesó dicho concepto en el 
marco de la educación formal. En consecuencia, uno de los prin-
cipales desafíos de la agenda educativa consiste en desarrollar 
saberes en nuestros niños y jóvenes, que dialoguen de manera 
crítica con las tecnologías de época, en función de tomar decisio-
nes y participar en su comunidad. 

La adquisición de dichos saberes y la tentativa de contri-
buir al desarrollo de la ciudadanía digital implican, además 
de un ejercicio prospectivo de la Argentina que viene, apostar 
y afianzar un camino hacia nuestra independencia tecnológi-
ca. Así, este capítulo tiene por objetivo, a la luz de los prin-
cipales hitos desarrollados en torno al concepto, visibilizar y 
analizar dicho término en la educación formal.  

El escrito se organiza de la siguiente manera. En un pri-
mer apartado presentamos nuestra conceptualización de 
saberes digitales y sus principales dimensiones. Luego, nos 
adentramos en una de dichas dimensiones, la ciudadanía 
digital. Para ello proponemos una revisión bibliográfica que 
da cuenta de las diferentes miradas acerca del concepto que 
permiten reconstruir su desarrollo y presentar cómo este es 
entendido actualmente. A continuación, realizamos una re-
construcción sobre cómo el concepto ciudadanía digital em-
pezó a ser tenido en cuenta por parte de los sistemas educati-
vos. Finalmente, aportamos una serie de reflexiones que tie-
nen por intención contribuir en cómo orientar el tratamiento 
del tema en la educación formal.

SOBRE LOS SABERES DIGITALES

Los saberes digitales son entendidos como un conjunto de 
habilidades instrumentales, comprensivas y actitudinales 
que derivan del informacionalismo (Castells, 2012) y, en par-
ticular, permiten consumir, reelaborar, crear, compartir con-
tenidos interactivos y reflexionar sobre algunos tópicos en 
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relación a las tecnologías digitales e internet. Dichos saberes 
dialogan con tres tendencias simultáneas de desarrollo que 
están definiendo gran parte del rumbo de las economías mun-
diales y de la vida de las personas, en particular los trabaja-
dores. Estas tendencias son: informacionalización, platafor-
mización y automatización (Zukerfeld, 2020). Entendemos 
que el análisis de cuestiones ligadas con el presente debe in-
cluirlas o, por lo menos, tomarlas en consideración. 

De manera un tanto esquemática y simplificada, la infor-
macionalización es un concepto que describe cómo se con-
vierten en datos digitales, para ser almacenados, procesados 
y transmitidos, distintos elementos que forman parte de la 
vida del ser humano. Por su parte, la plataformización hace 
referencia al uso de infraestructuras tecnológicas controla-
das por software y dispuestas en la red internet que permiten 
que dos o más grupos puedan interactuar. Es decir, «inter-
median entre clientes, anunciantes, proveedores de servicios, 
productores e incluso objetos físicos» (Srnicek, 2018: 55). Por 
último, entendemos a la automatización como el proceso de 
sustitución de trabajo humano por tecnologías digitales.

A partir de dichas tendencias y sobre todo tomando en 
consideración este período concreto durante el cual el ais-
lamiento poblacional masivo las aceleró, se impone reflexio-
nar acerca de los saberes digitales en general y su estrecha 
relación con el ejercicio de la ciudadanía en particular. Así, 
ensayamos una mirada integral que se focaliza en las expe-
riencias vinculadas al saber hacer cotidiano de los actores 
educativos y busca desmarcarse de propuestas reduccionis-
tas. Con esta vocación, presentamos las principales dimen-
siones que colaboran en dar un rumbo al desarrollo de los 
saberes digitales:

Resolver problemas con tecnologías. Esto debe entenderse 
como la posibilidad de desarrollar capacidades para com-
prender, diseñar y resolver situaciones problemáticas, inte-
grando a la caja de herramientas cognitivas no solo nuevos 
temas, como el pensamiento computacional y la alfabetiza-
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ción en el desarrollo de algoritmos y programas, sino tam-
bién la capacidad de establecer relaciones entre estos y sobre 
todo aquellos conocimientos digitales informales que los ac-
tores educativos portan. 
Expresarse con tecnologías. Es sabido que los niños y jó-
venes se comunican a diario a través de una diversidad de 
dispositivos tecnológicos. Desde la educación formal, sería 
conveniente no solo recuperar esas formas de expresión 
sino sobre todo acompañarlas con la finalidad de lograr usos 
efectivos en proyectos personales o colectivos. Aprender los 
conceptos fundamentales de la computación permite que 
los estudiantes tengan dominio sobre sus herramientas, y 
así, sabiendo que son actores principales, entonces pueden 
involucrarse en procesos de creación que les resulten moti-
vadores y poderosos. 
Ejercer una ciudadanía digital. La ciudadanía digital, de a 
poco, se está convirtiendo en un tema de debate educativo 
por su importancia en la formación de niños y jóvenes. Ayu-
dar a repensar la relación de los ciudadanos con sus pares y 
con el Estado al que pertenecen, cuando disponen de nue-
vos artefactos de mediación tecnológica y de una red de co-
municaciones instantáneas, es una necesidad y a la vez una 
obligación desde las instituciones educativas. También, es 
parte del problema pensar en el desarrollo de capacidades 
que posibiliten explicar la incidencia de los funcionamientos 
y diseños de las tecnologías digitales en la cotidianidad. 

Estas orientaciones, si bien no resultan exhaustivas, permi-
ten visibilizar tanto la complejidad de cada dimensión como 
su interdependencia. Tales referencias se constituyen en ele-
mentos de sentido pedagógico que podrían orientar la edu-
cación formal hacia otros rumbos más ligados a comprender 
el funcionamiento de las tecnologías en general y las digita-
les en particular. 

A partir de los objetivos propuestos en este escrito, a con-
tinuación, nos adentramos en la tercera dimensión de los 
saberes digitales, aquella relacionada con una ciudadanía 
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digital de carácter más integral. Específicamente, se presen-
ta un relevamiento acerca de los principales hitos vinculados 
con la evolución del concepto.

UNO DE LOS SABERES EMERGENTES: CIUDADANÍA DIGITAL

En pocas décadas, el cambio entre visitar la red en sesiones 
de trabajo bien definidas, como un turista, y pasar a estar 
de forma permanente conectados, como un habitante más 
de un espacio global, ha hecho que muchas de nuestras cos-
tumbres y formas de hacer y ver el mundo cambien. Nuestro 
espacio de vida cotidiano se ha ampliado significativamen-
te, integrándonos a otros territorios y culturas, viendo y 
sintiendo que el mundo es mucho más rico y extenso que 
nuestro «pago chico». 

Hoy, en gran parte gracias a las tecnologías digitales, vi-
vimos en una cultura global donde cotidianamente podemos 
tener intercambios con personas y organizaciones de distin-
tas partes del mundo. En pocos años hemos hecho realidad el 
sueño de la «aldea global», por lo menos desde la infraestruc-
tura y potencialidades técnicas que han sido implementadas.

El concepto tradicional de ciudadanía está directamente 
relacionado con la pertenencia a un país e implica tres elemen-
tos en relación a los derechos y obligaciones de los ciudada-
nos: civil (garantiza la libertad individual), político (posibili-
dad de ejercer participación en la política) y social (bienestar 
económico, seguridad y patrimonio social) (Marshall, 1950). 
Específicamente, se vinculó con el poder de los habitantes de un 
Estado en el proceso de participación y toma de decisiones en 
cuestiones, de manera central, relacionadas con la convivencia. 

El desarrollo de las nuevas tecnologías en general y del 
paradigma informacional en particular ha transformado 
tanto el ejercicio de dicha noción como las representaciones 
en torno a esta (Oszlak, 2020). En efecto, desde comienzos 
del siglo XXI, observamos que la relación entre el Estado y 
sus ciudadanos se encuentra en un proceso de modificación 
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significativa, por ejemplo, dichos actores sociales pueden 
realizar trámites vía portales de internet (inscripción a es-
cuelas, solicitud de documentación personal, gestión de sus 
impuestos, entre otros), informarse de cuestiones relativas al 
Estado por diversos canales, aportar su voz en foros y consul-
tas que se propongan, entre los principales. 

Las diferentes escenas planteadas nos invitan a reflexio-
nar sobre una diversidad de cuestiones, para empezar, cuá-
les son los saberes y habilidades que requerimos para ejercer 
esta nueva «versión» de ciudadanía y, en el mismo movi-
miento, qué herramientas ciudadanas digitales necesitamos 
conocer y utilizar de manera fluida para poder participar de 
manera activa en la vida democrática. Si históricamente la 
formación del ciudadano fue una responsabilidad comparti-
da entre la familia y el sistema de educación formal, en la 
actualidad se hace imperioso revisar cómo dicha formación 
dialoga con esa nueva versión del ejercicio ciudadano.

En tal contexto, se identifica una preocupación e interés 
creciente por trabajar en torno al significante ciudadanía di-
gital; así lo demuestran distintas revisiones conceptuales 
(Richardson, Martin y Sauers, 2021; Sánchez, Manzuoli y 
Bedoya, 2019; Choi, 2016). Hay una suerte de consenso en atri-
buir los primeros trabajos del concepto a Ribble, Bailey y Ross 
(2004), quienes se abocaron a resaltar aspectos tecnológicos 
y riesgos asociados. Específicamente, definieron a la ciudada-
nía digital como «las normas de comportamiento con respecto 
al uso de la tecnología» (Ribble, Bailey y Ross, 2004: 7). Esta 
conceptualización seminal se complementa con una serie de 
recursos orientados a profesores, en función de, por un lado, 
operacionalizar el concepto de ciudadanía digital y, por otro, 
ayudar a traccionar hacia un desempeño «correcto y seguro» 
de los estudiantes en la red (Ribble y Bailey, 2007). 

Luego, identificamos un segundo momento, en el que se ad-
vierten variaciones en la conceptualización ciudadanía digital. 
Específicamente, se incorpora la discusión sobre las prácticas 
que suponen la participación ciudadana y se enfoca el trata-
miento de la ciudadanía digital hacia una posición deliberativa. 
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Así, por ejemplo, Robles (2009) señala que es necesario que 
los ciudadanos se apropien de la red internet para ejercer una 
acción social y política. En la misma dirección, Cohen y Kahne 
(2012) vinculan al concepto de ciudadanía digital con la idea de 
cultura participativa indicando que «las habilidades de partici-
pación, normas y redes que desarrollan [los jóvenes] al utilizar 
las redes sociales para socializar con amigos o para relacionar-
se con quienes comparten sus mismos intereses pueden trans-
ferirse, y se están transfiriendo, al ámbito político» (Cohen y 
Kahne, 2012: VI, traducción de los autores). De esta manera, 
se sugiere la emergencia de una incipiente política participati-
va caracterizada por actos interactivos, realizados entre pares, 
donde las personas tratan de ejercer tanto la voz como la in-
fluencia en cuestiones de interés público. En esta línea, intere-
sa destacar a Choi, quien indica que el concepto de ciudadanía 
digital presenta variaciones respecto del tradicional y a la vez 
conserva las nociones previas a la red internet. 

Gráfico 1. Ciudadanía digital: modelo conceptual.

Fuente: Choi, 2016.

ALFABETIZACIÓN 
EN INFORMACIÓN 

Y MEDIOS

PARTICIPACIÓN 
Y COMPROMISO

ÉTICA

RESISTENCIA 
CRÍTICA

- Acceso digital
- Habilidades técnicas
- Capacidades sicológicas

- Compromiso económico, 
político y cultural

- Participación 
	 personalizada

- Uso ético de la tecnología
- Conciencia digital
- Responsabilidades y 
derechos digitales

- Crítica de las estructuras 
de poder existentes

- Activismo político



82 ESTADO Y GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA

En su investigación, el autor identificó cuatro categorías 
(Gráfico 1): ética, alfabetización mediática e informacional, 
participación/compromiso y resistencia crítica. De manera 
esquemática y sintética, la ética refiere a los comportamien-
tos responsables en línea; la alfabetización mediática e infor-
macional alude al acceso, las habilidades y las capacidades 
para utilizar las tecnologías digitales y comunicarse; la par-
ticipación y el compromiso se relacionan con un ciudadano 
activo que se vincula con sus pares e instituciones; y la resis-
tencia crítica apunta a desafiar el statu quo y a promover la 
justicia social utilizando las tecnologías digitales e internet. 
Así, Choi asocia a la ciudadanía digital un conjunto de «ha-
bilidades, pensamientos y acciones relativos al uso de inter-
net, que permite a la gente comprender, navegar, participar 
y transformarse a sí misma, a la comunidad, a la sociedad y 
al mundo» (Choi, 2016: 584, traducción propia, destacado en 
el original).

Más recientemente en el tiempo, ha surgido el concepto 
de «ciudadanía digital radical». Según Emejulu y McGregor 
(2019), esta se lleva adelante como «un proceso mediante el 
cual los individuos y grupos comprometidos con la justicia 
social analizan críticamente las consecuencias sociales, po-
líticas y económicas de las tecnologías digitales en la vida 
cotidiana y deliberan y actúan colectivamente para construir 
tecnologías y prácticas tecnológicas alternativas y emanci-
padoras» (140). Esta propuesta dista bastante de la concep-
ción establecida en ese primer momento normativo, ya que 
entiende que la ciudadanía digital radical no se reduce a la 
alfabetización instrumental, sino que se centra en el proceso 
de desarrollo que esta supone, es decir, como un estado acti-
vo y reflexivo para el pensamiento y la práctica individual y 
colectiva en función del bien común.

Luego de presentar una breve revisión de la evolución 
del concepto de ciudadanía digital, en la siguiente sección 
abordamos, de manera resumida, cómo dicho término em-
pezó a tomarse en cuenta y desarrollarse en el ámbito edu-
cativo formal.



83CIUDADANÍA DIGITAL Y CURRÍCULUM EDUCATIVO...

CIUDADANÍA DIGITAL Y CURRÍCULUM EDUCATIVO

La relación entre ciudadanía digital y educación formal se 
desarrolla en etapas. En un primer momento, la Sociedad 
Internacional de Tecnología en la Educación2 propone que el 
concepto de ciudadanía digital sea un saber a desarrollar en 
el currículum educativo (ISTE, 2007). En la misma dirección, 
la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura (Unesco) realizó una propuesta en la 
que operacionaliza dicho significante a partir de tres nive-
les: el sujeto como receptor, como participante y como actor. 
Específicamente entienden por dicho concepto «un conjunto de 
competencias que faculta a los ciudadanos a acceder, recuperar, 
comprender, evaluar y utilizar, para crear, así como compartir 
información y contenidos de los medios en todos los formatos, 
utilizando diversas herramientas, de manera crítica, ética y 
eficaz con el fin de participar y comprometerse en actividades 
personales, profesionales y sociales» (Unesco, 2015). Así, se re-
leva que en cada nivel las personas deben ser capaces de identi-
ficar tanto las oportunidades como los riesgos asociados, según 
se indica específicamente. Tanto las acciones llevadas a cabo 
por la ISTE como por la Unesco sirvieron para visibilizar y dar 
cuenta de un nuevo problema asociado a la educación formal.

Una vez avizorada la problemática, se identifican las pri-
meras acciones de integración de la ciudadanía digital al cu-
rrículum educativo. Por ejemplo, en Australia se presentan 
orientaciones (Common Sense Media, 2015) para la educa-
ción básica, en los primeros años escolares, que incluye: a) 
privacidad y seguridad; b) huellas digitales y reputación; c) 
imagen propia e identidad; d) reconocimiento de propie-
dad intelectual y copyright; e) relaciones y comunidades; f) 

2. La Sociedad Internacional de Tecnología en la Educación 
es una organización sin fines de lucro que trabaja con la 
comunidad educativa mundial para la adopción y uso de las 
tecnologías digitales.
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conocimientos de computación; y g) seguridad en internet. 
A la par, la ISTE elabora un documento para la discusión del 
currículum donde presenta nueve elementos que conforman 
la ciudadanía digital (ISTE, 2016). Se los agrupa en tres ca-
tegorías principales: a) el respeto por uno mismo y por otras 
personas; b) la autoformación y la conexión con otras perso-
nas; y c) la protección de uno mismo y de otras personas. 

En el año 2017, el Consejo de Europa auspició la conferencia 
«Educación para la ciudadanía digital: empoderando a los ciu-
dadanos digitales» en el marco del Proyecto de Educación para 
la Ciudadanía Digital. En el evento se presentó un Modelo de 
Competencias para la Cultura Democrática, con la finalidad de 
formar a los ciudadanos para convivir como iguales en socieda-
des democráticas culturalmente diversas. En su definición de 
ciudadanía digital se incorporaron tres elementos clave: a) com-
promiso digital; b) responsabilidad digital; y c) participación digi-
tal, los cuales entran en juego a través del análisis crítico y el uso 
apropiado de la tecnología digital (Council of Europe, 2017: 10).

En los últimos años, en Europa, diferentes administra-
ciones han concentrado esfuerzos en tratar de identificar los 
saberes básicos que definen la competencia digital ciudadana 
(Marín Suelves et al., 2021). En este sentido, se han logrado 
consensos sobre qué involucra una formación en ciudadanía 
digital y cuáles son las estrategias específicas para tratar de 
promoverla. Los descubrimientos y acuerdos se han plasmado 
en un Marco de Competencia Digital Ciudadana (DigComp) de 
la Unión Europea (Carretero Gómez, Vuorikari y Punie, 2017), 
una propuesta que se componede cinco áreas principales de 
desarrollo (información y alfabetización informacional, comu-
nicación y colaboración, creación de contenidos digitales, se-
guridad y resolución de problemas) y una serie de descriptores. 
En esencia, establece cuáles son los principales conocimientos 
y habilidades que deben tener los ciudadanos en relación a las 
tecnologías digitales. Actualmente, dicho material delinea las 
referencias curriculares europeas en relación al área.

Estas miradas acerca de la incorporación de la ciudada-
nía digital en la educación formal, más específicamente en el 
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currículum, también se comienzan a discutir en la República 
Argentina en distintas provincias (por ejemplo, Mendoza, 
Neuquén y San Luis). En el año 2010, en la Provincia de 
Buenos Aires, en el diseño curricular para la educación se-
cundaria, en relación con la temática de las nuevas tecno-
logías de la información y la conectividad, se incorpora un 
módulo sobre ciudadanía digital. Luego, en el año 2017, la 
Dirección General de Escuelas de la Provincia de Buenos 
Aires publica una Guía de sensibilización acerca de la con-
vivencia digital y, al mismo tiempo, señala la importancia de 
trabajar la ciudadanía digital en las escuelas (Molina et al., 
2017). Allí se adopta la definición Unesco (2015), y se reco-
mienda a grandes rasgos formar estudiantes críticos, proac-
tivos y conscientes de las oportunidades y riesgos que existen 
en torno a las tecnologías de la información y las comunica-
ciones. Estas acciones están en consonancia con la nueva po-
lítica curricular derivada de los recientes Núcleos de Acceso 
Prioritario en Educación Digital, Programación y Robótica 
(CFE, 2018), donde, entre otras orientaciones, se plantea 
acompañar a las y los estudiantes en el desarrollo de una ciu-
dadanía global e identidad local a partir de la construcción 
de vínculos comunitarios que propicien la participación. 

Como hemos visto, estamos ante un nuevo desafío educa-
tivo que habla de oportunidades y responsabilidades, donde 
aspectos tecnológicos y sociales se entrelazan, para poder 
ejercer un vivir más democrático e igualitario en sociedad. 
Esta situación desde el plano de la educación formal nos lle-
va, por un lado, a revisar parte del currículum actual y, por 
otro lado, a replantear los procesos de enseñanza y de apren-
dizaje con tecnología (Cobo, 2019: 7). En la siguiente sección 
vamos a presentar algunas reflexiones en este sentido.

REFLEXIÓN A MODO DE CIERRE

El concepto ciudadanía digital es susceptible de ser rastreado 
desde hace por lo menos más de una década. Sus diferentes 
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acepciones permiten advertir, además de su polisemia, que 
hasta el momento en que se escriben estas líneas solo hay 
algunos puntos de acuerdo al respecto. En particular, en la 
educación formal, dicho concepto se ha ido incorporando de 
manera nominal a las agendas de políticas educativas. Así, 
se identifica una diversidad de propuestas, en muchos casos 
más bien cercanas a una declaración de intenciones, que sur-
gen tanto de diferentes dependencias de los Estados como así 
también de organismos internacionales. 

En el caso de la República Argentina, mientras que hemos 
identificado que en el año 2010 se presentó una propuesta de 
«avanzada» en torno a la elaboración del concepto de ciuda-
danía digital en la educación secundaria de la Provincia de 
Buenos Aires, luego hemos visto asimismo un resurgimiento 
del tema en la agenda de política educativa de distintas pro-
vincias en los últimos años.

En estas líneas hemos intentado reflexionar acerca de la ciu-
dadanía digital en función de colaborar con una agenda digital 
democrática e inclusiva. A modo de contribución al diseño de 
políticas educativas en general y relacionadas a las tecnologías 
digitales e Internet en particular, en investigaciones futuras, 
consideramos orientarnos en dos direcciones. En primer lugar, 
resulta central precisar las diferentes formas en las que la ciu-
dadanía digital ha sido operacionalizada en el sistema educativo 
argentino y, además, cómo está siendo incorporada a los diseños 
curriculares de otras jurisdicciones. Luego, como segunda 
línea de trabajo, proponemos incorporar una dimensión que 
problematice la ciudadanía digital en las escuelas, en relación a 
las múltiples opacidades tecnológicas que encontramos y a las 
que nos enfrentamos en nuestra cotidianeidad. En este sentido, 
proponemos abordar en las aulas temas que están en relación 
con la apertura y análisis de «cajas negras tecnológicas», como 
son la inteligencia artificial, plataformas de internet, voto elec-
trónico, rastros digitales, identidad y reputación en la red, vigi-
lancia digital ciudadana, entre las principales.

Por último, entendemos que la compresión de distintos 
niveles de saberes digitales se anuda con el desarrollo de la 



87CIUDADANÍA DIGITAL Y CURRÍCULUM EDUCATIVO...

ciudadanía en nuestros estudiantes. Es por ello que resul-
ta deseable que el tratamiento de dicha problemática ten-
ga prioridad en nuestro sistema educativo. Así, podremos 
pensar en formar ciudadanos que sean capaces de leer crí-
ticamente su mundo, su contexto, y luego actuar de manera 
superadora. 
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Las feministas en la democratización 
de la vida sindical argentina. 
Apuntes en tiempos de pandemia1

Paula Andrea Lenguita

INTRODUCCIÓN

En la Argentina de los años sesenta, supo florecer, quizás 
tempranamente, una reflexión feminista que ubicó con fir-
meza el campo de actuación de esa orientación política. En 
un libro titulado Las mujeres dicen basta, que circuló como 
reguero por Latinoamérica, se esbozó una contribución ma-
terialista del feminismo creciente, dispuesta a denunciar el 
ocultamiento económico del papel desempeñado por el tra-
bajo doméstico, sus causas históricas y sus alcances políticos. 
Tal comprensión llevó incluso a definir las características de 
las asimetrías impuestas por la división sexual del trabajo y 
la opresión que dicha disposición social ejerce sobre las muje-
res aisladas que se ocupan del trabajo doméstico. Más aún, se 
comprendió cómo ese aislamiento femenino hace posible una 
disciplina hogareña que está a merced de quién dispone de 
un salario en la familia. Ahora bien, a pesar de los años trans-
curridos, esa misma comprensión ocupó un lugar marginal 
en los planteos políticos del feminismo mundial, hasta que la 

1. El presente escrito es resultado de una reflexión que 
desarrollé en la conferencia titulada «Perspectiva de género y 
trabajo», celebrada en el cierre de la Semana de la Universidad 
Pedagógica Nacional, del 2 al 6 de agosto de 2021. 
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emergencia de un nuevo movimiento de masas, peculiarmen-
te también avivado desde nuestro país, puso al descubierto 
las consecuencias políticas de esa violencia para disciplinar a 
las mujeres, y sus expresiones más dramáticas en el femicidio. 

Una ola feminista se alzó sin límites a partir del movi-
miento popular que surgió también en nuestro país y tuvo ex-
presión en todo el mundo, bajo el nombre de Ni Una Menos, 
el 3 de junio de 2015. En ese contexto, la forma más extrema 
de la violencia misógina se desnudó como flagelo de la opre-
sión patriarcal, que el feminismo de masas resurgido en este 
siglo está poniendo en evidencia, sin la necesaria solidaridad 
de otros movimientos políticos. Pero no solo con un lenguaje 
materialista, en el que sobrevivió por décadas, sino a raíz de 
apuntar a las intersecciones entre esa explotación femenina 
y su correspondiente violencia sexista. De tal manera, es po-
sible un modelo de división sexual del trabajo que quienes 
deberían haber cuestionado no alcanzaron a denunciar, por 
beneplácito o ignorancia, ya no importa el porqué de dicha 
incompetencia. 

En la actualidad, ese ocultamiento sindical y político de 
la explotación femenina en el hogar no puede callarse. La 
vía por la cual el problema es llevado a los sindicatos es a 
través del movimiento que denuncia la forma más extrema 
de la violencia machista. Por paradójico que parezca, son las 
jóvenes feministas quienes descubrieron el velo del horror fe-
micida, cuya potencia las llevó a intervenir en los partidos y 
los gremios, instancias que por años desoyeron las lucha de 
las mujeres, desvinculándose de sus demandas. 

En fin, en esas condiciones nos preguntamos por el en-
tramado feminista que está democratizando la vida sindical 
en nuestro país. Queda claro que dicha reflexión está direc-
tamente vinculada a la potencia política que el movimiento 
de mujeres mostró por décadas en Argentina. Por esa razón 
queremos observar ese proceso de democratización feminis-
ta en los gremios en este tiempo de confinamiento pandémi-
co, que limitó la movilización feminista y su caudal político 
en relación a otras esferas de la vida social. 
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LA EXPLOTACIÓN FEMENINA Y LA COMPLICIDAD 
SINDICAL FRENTE A ELLA

En el siglo pasado, el movimiento feminista puso la atención 
en el significado ampliado de la concepción de trabajo, qui-
tándolo de la estrecha vinculación como sinónimo de tra-
bajo asalariado. Las variadas formas de manifestación del 
trabajo, remunerado o no, establecen un principio dinami-
zador para la lógica de explotación que tiene en las mujeres 
pobres, racializadas y migrantes su expresión colonial.2 De 
las catacumbas dictatoriales surgió una reflexión sobre el 
trabajo doméstico, ligada a la cuestión de la reproducción de 
la fuerza de trabajo en clave marxista. En concreto, ese ocul-
tamiento de la realidad del trabajo no asalariado afectó fun-
damentalmente a las mujeres, y estuvo al servicio de cierta 
complicidad del sindicalismo, liderado casi exclusivamente 
por varones. Una tendencia contradictoria que tiene que ser 
observada con mayor detenimiento, tal como fue reflejado en 
el debate feminista de los años sesenta y setenta. 

En esa clave, el debate feminista que en Argentina se inau-
guró tempranamente,3 con el libro titulado Las mujeres dicen 

2. Recientemente, a partir de un homenaje a la obra de 
María Lugones, denominado Saberes do Sul Global realizado 
por la Universidade de São Paulo, introduje una serie de 
consideraciones destinadas a comprender el papel teórico 
que, en su obra liminar, ocupa la categoría de «mujeres no 
blancas». Una denominación que ayuda a pensar las múltiples 
opresiones que entrecruzan esa realidad y los fundamentos 
epistemológicos desde los cuales comprender cómo «peregrinar 
en una coalición de la resistencia decolonial» (Lugones, 2003). 
Además, su obra más difundida insiste en un alegato radical 
sobre las nociones de género y raza, en cuanto intersticios 
ficcionales para descubrir y habitar desde la interseccionalidad 
que el mundo impone (Lugones, 2008).

3. Al abordar la naturaleza temprana de dicha problematización, 
hago referencia a los trabajos de Isabel Larguía. Ella, junto 
a su compañero sentimental e intelectual, John Dumoulin, 
desarrollaron un cuerpo conceptual sobre la situación «invisible» 
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basta, que tuvo un recorrido latinoamericano. Estas teóricas 
comprendieron que ese ocultamiento con complicidad sin-
dical estuvo derivado del papel patriarcal que representó la 
familia proletaria prototípica, según el cual la explotación fe-
menina en el hogar quedó invisibilizada por la disciplina que 
el salario imponía, fundamentalmente del varón, del cual era 
dependiente, y por la incapacidad de observar ese trabajo ais-
lado y no remunerado como un trabajo que se repetía mayor-
mente en las mujeres.4 De tal manera se comprendió desde el 
inicio cómo el mecanismo de ocultar el valor del trabajo de las 
mujeres, su explotación en el hogar y la dependencia econó-
mica del salario de los varones son la expresión compleja de 
esa explotación femenina en el capitalismo occidental.

La particularidad del caso latinoamericano hace posible 
observar en todo su esplendor y con sus claroscuros el papel 
impuesto por una división sexual del trabajo en el siglo pa-
sado, basado en la explotación de las mujeres, con su entre-
cruzamiento étnico, clasista y migrante. Es la manifestación 
más descarnada del modelo de explotación de las mujeres en 
el hogar, cuando ayudan en la construcción de riqueza social 
pero carecen de los instrumentos sindicales y políticos para 
reclamar su parte en esa contribución. 

Frente a los dos mecanismos de ese sexismo laboral, la 
desvalorización del trabajo reproductivo y el silenciamiento 

del trabajo doméstico hacia finales de los años sesenta. Fue tan 
amplia la repercusión de dicha reflexión en la izquierda europea 
que rápidamente adquirió visibilidad en América Latina, gracias 
a la circulación de la obra editada por Mirta Henault y Regina 
Rosen (1972). 

4. Al respecto, existe una obra definitoria a la hora de construir 
esta fundamentación, El poder de la mujer y la subversión de 
la comunidad, que, además de reflejar estos argumentos del 
debate en el feminismo materialista y marxista, hace de puente 
con el activismo a él asociado. Para, mediante los grupos de 
autoconciencia, defender y complementar esas manifestaciones 
a la luz de los testimonios de quienes padecieron la opresión 
sexista sobre su trabajo en el hogar(James y Dalla Costa, 1975).
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de la voz femenina, la complicidad sindical fue completa. Más 
aún, estos son los planteamientos de Silvia Federici,5 quien 
encuentra este ocultamiento patriarcal no solo en el interés 
sindical sino en la propia izquierda marxista, que se dispuso 
a ignorar y combatir las voces feministas que se alzaban con 
ese cuestionamiento. Mucho se dijo sobre cómo esas voces 
dirigentes, básicamente masculinas, desestimaron las con-
signas sobre la explotación femenina en el hogar y desalen-
taron la participación femenina en los gremios. Queda claro 
con el paso del tiempo que ese sexismo estuvo avivado por 
una percepción sobre el riesgo que podían correr sus intere-
ses misóginos, en caso de privilegiar el decir y sentir de las 
mujeres de la clase obrera. Cuando además ese privilegio se 
basó en el principio aislado de la realización del trabajo do-
méstico no remunerado, imposibilitando la visión del efecto 
colectivo y común de la labor femenina en la reproducción 
de la fuerza de trabajo. Y ese enmascaramiento quedó mate-
rializado a raíz de la dependencia de las mujeres del salario 
de los varones, volviéndose vulnerables frente a la opresión 
y la violencia sobre su ritmo de trabajo en el hogar, hasta los 
casos más extremos de la violencia feminicida. 

Recién ahora se vuelve evidente el papel desempeñado 
por ciertos círculos feministas en Argentina, para alzar la voz 
de un modo temprano en relación a la disposición sexista del 
trabajo de las mujeres, sus consecuencias políticas a la hora 

5. Refiriéndonos a la obra destacada de Silvia Federici titulada 
El patriarcado del salario. Críticas feministas al marxismo, es 
posible señalar la complicidad de la izquierda marxista y del 
sindicalismo a la hora de encubrir esta explotación que de ese 
modo permitía a los varones conservar sus privilegios. Tener 
a una mujer a su servicio en el hogar, sin paga, les brindó una 
ventaja que, evidentemente, habida cuenta de su silenciamiento 
político y en los gremios, impidió que se escucharan, a lo largo 
del siglo pasado, las voces feministas que denunciaban la 
injusticia. Para un detalle sobre esta confrontación con aquellos 
que se mostraban defensores de la clase obrera, sin advertir que 
contribuían con su silencio a fragmentarla, véase Federici (2018).
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de verse limitado su compromiso colectivo y la influencia 
ejercida por la violencia en el hogar, para determinar la de-
pendencia del trabajo reproductivo no remunerado respecto 
al salario masculino. Esa visión inaugural de las pensadoras 
latinoamericanas las puso incluso en un lugar pocas veces 
rescatado por norteamericanas y europeas. Más concreta-
mente, el libro Las mujeres dicen basta (Henault y Rosen, 
1972) estableció ese abordaje materialista del feminismo cre-
ciente sobre la base de voces latinoamericanas activas contra 
el sexismo impuesto. Tiempo después esas voces adquirieron 
eco en una militancia específica desarrollada a través de los 
debates históricos, teóricos y políticos sobre el trabajo repro-
ductivo en el capitalismo contemporáneo. Algunas de aque-
llas voces fortalecieron ese y otros rumbos del feminismo 
académico y militante, y, al hacerlo, sembraron un desafío 
que décadas después volvió a ejercer como blanco innegable 
del cambio social que el feminismo buscó producir. 

El feminismo materialista, vinculado a un debate abierto 
con la izquierda política y el marxismo académico, señaló la 
complicidad sindical a la hora de ocultar la explotación feme-
nina en el hogar. Con dicha orientación, los estudios sobre el 
trabajo doméstico se convirtieron en un campo de interro-
gantes sobre la explotación femenina en la industrialización 
capitalista del siglo pasado y la consiguiente desvalorización 
sexista del trabajo para la reproducción de la vida y del capi-
tal. Aun así, dicho activismo convive con los silencios cóm-
plices de compañeros, académicos y políticos, a la hora de 
señalar esta desigualdad manifiesta impuesta a las mujeres, 
en distintas geografías y ante distintas experiencias de ex-
plotación clasista. Casi en soledad, cierto sector del feminis-
mo internacional consagró esta área de interpelación política 
y configuró una orientación teórica sobre la que se apoyaron 
otras generaciones de feministas medio siglo después,6 con el 

6. A propósito de estas continuidades históricas en el feminismo 
materialista en América Latina, estudié cómo esos primeros 
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surgimiento del movimiento contra la violencia misógina que 
trataremos en el siguiente apartado. 

La complicidad sindical sobre la explotación femenina en 
el trabajo reproductivo no remunerado es la clave para com-
prender la discriminación sexista del trabajo en general. Esta 
configuración quedó constituida en el prototipo de las fami-
lias obreras, relegando a las mujeres al hogar después de la 
Segunda Guerra Mundial, y negando así la valorización de su 
trabajo reproductivo en el hogar. Para subsistir, las mujeres 
se vuelven dependientes del salario masculino y ese privile-
gio del varón les permite el ejercicio de una fuerte disciplina 
sexista en el hogar, que adopta en sus formas más extremas 
la violencia feminicida. 

A medio siglo de existencia del feminismo materialista, 
las dificultades con la práctica sindical son evidentes, aun en 
distintos contextos y realidad política. Llama la atención en 
verdad cómo fue posible ese desinterés manifiesto hacia la 
realidad del trabajo femenino, hacia las desigualdades que 
expresa y los silencios cómplices que permiten avanzar con 
violencia sobre la disciplina para explotar a un segmento tan 
amplio de la economía mundial. Es necesario desandar ese 
camino incapaz de comprender de qué modo el capital aplica 
su disciplina sobre las mujeres. 

En ese núcleo de configuraciones sexistas del trabajo, 
las feministas tempranamente se ocuparon de las bases 

esfuerzos fueron interrumpidos por la violencia dictatorial hasta 
los años ochenta, y cómo la transición democrática, sobre 
todo en el caso argentino, volvió a iluminar estos intereses. 
Ahora bien, esa reconstrucción del debate sobre el trabajo 
reproductivo fue recibida conjuntamente con el interés de 
un doble activismo, sindical y feminista. Una articulación que 
tuvo etapas concretas en la continuidad del debate impulsado 
durante décadas por el Encuentro Nacional de Mujeres y que 
supo ponerse en valor con el activismo juvenil que estalló en el 
movimiento Ni Una Menos, años más tarde. Para un recorrido 
sobre estas reflexiones a lo largo de los años en Argentina, 
véase Lenguita (2021a). 
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históricas, económicas y políticas de esas discriminaciones 
interseccionales entre clase, género y etnia. Al hacerlo, como 
sostienen muchas de ellas, esta reestructuración del hogar 
obrero y proletario se dispuso sobre la base de una fuerte 
disciplina hacia la feminización del trabajo reproductivo en 
el hogar. Mientras los asalariados eran explotados, tenían 
sus sirvientas en el hogar, como manifiestan estas activis-
tas. Un planteo que sale por supuesto del ámbito privado e 
íntimo de la familia, para ocupar por medio del lema lo per-
sonal es político la estatura de una modalidad de funciona-
miento social de amplio alcance y profunda dinámica cons-
titutiva. Las amas de casa sin salario eran el ejemplo más 
extremo de esa disciplina social, aun cuando en la soledad 
de sus hogares no podían ver políticamente cómo su reali-
dad se repetía en otras que llevaban adelante su misma tarea 
reproductiva. Sin embargo, el interés por ese trabajo oculto 
y feminizado no se incluyó en la protesta sindical. Más bien, 
por el contrario, las huelgas por guarderías en las fábricas 
eran desplazadas de las reivindicaciones, aun cuando eran 
la expresión manifiesta de la doble jornada de trabajo feme-
nino. Un desdén que obligó a muchas a abandonar el activis-
mo sindical en silencio. Se verá enseguida cómo a comienzos 
de este siglo, con el movimiento de masas del feminismo in-
ternacional, que tuvo sus subterfugios y aprendizajes com-
partidos, se logró alzar la voz y denunciar esa complicidad 
sindical con la explotación femenina. 

SI NUESTRAS VIDAS NO VALEN, PRODUZCAN 
SIN NOSOTRAS

Con la Huelga Internacional de Mujeres, convocada y rea-
lizada el 8 de marzo de 2017,7 quedó de manifiesto el papel 

7. Es interesante seguir las reflexiones de Verónica Gago (2019), 
quien señala cuáles eran los debates del activismo feminista 
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democratizador de las estructuras sindicales que la trama fe-
minista está poniendo en juego. Como se dijo, es a raíz de su 
fortaleza en las calles que el activismo feminista pudo gran-
jearse un lugar entre los incómodos gestos cómplices de una 
dirigencia sindical masculinizada, y mayormente machista. 
Sin ir más lejos, fue el desarrollo de esa jornada huelguís-
tica el determinante para abrir un debate con la dirigencia 
sindical en Argentina. En algún punto, esos dirigentes poca 
nota tomaron del proceso civilizatorio que el movimiento de 
mujeres y feministas vino llevando adelante en el país desde 
el inicio de la democracia. 

La trama feminista en los sindicatos,8 con la potencia mo-
vilizadora de la corriente feminista, se ubicó en la raigambre 
de varias estructuras políticas, incluyendo a los distintos gre-
mios. Sobre todo para dar sentido a la ampliación de los lími-
tes del problema sexista de trabajo, sus derechos, y ampliar 
la representación femenina en los gremios y la legislación de 
referencia. Las demandas feministas proyectadas sobre los 
sindicatos dieron cuenta de tensiones y conflictos abiertos, 
en especial a partir de los cambios que requerían una mayor 
participación política de las mujeres en los gremios.  

En un libro anterior, titulado Democracia emancipatoria,9 

al considerar la huelga como herramienta propia de su lucha, 
aun cuando esa apropiación puso en evidencia la incomodidad 
sindical por el empleo de la huelga como herramienta política 
del feminismo. 

8. El presente escrito establece cierta continuidad con un 
trabajo anterior, donde abordé dicha temática a la luz de los 
sucesos que comenzaron a darse con las Mujeres Sindicalistas. 
Para ser más precisa, en esa oportunidad (Lenguita, 2019), 
consideré los encuentros nacionales que ciertas corrientes de 
las mujeres en los gremios estaban desarrollando, cuestionando 
la histórica complicidad sindical con la explotación femenina, 
dentro y fuera del hogar, y los desequilibrios que ello proyecta 
sobre la represión de las mujeres en los gremios. 

9. Retomo un conjunto de preocupaciones ligadas a la 
ampliación del proceso democrático en Latinoamérica (Salazar 
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se estudió el proceso  democrático latinoamericano en clave 
emancipatoria, ligado a la ampliación de los campos de repre-
sentación, toma de decisiones y alcances de las reivindicacio-
nes sociales. El principio modelador de esa democratización 
tiene, sin dudas, su base de asistencia en la movilización de 
las mujeres y feministas en todo el mundo, y muy especial-
mente en América Latina. 

Evidentemente, para comprender esa promesa de de-
mocratización que ejercen las mujeres y feministas en los 
gremios, es preciso preguntarse por los obstáculos que en-
contraron por parte de sus propios compañeros y de los di-
rigentes que deberían representarlas. Queda al descubierto 
que el siglo pasado fue el siglo de esa complicidad sindical 
con la explotación femenina y que ese darles la espalda a 
las mujeres supuso aprovechar la condición económica del 
trabajo reproductivo. Una explotación que se materializó 
a través del aislamiento de los  hogares, a través de la dis-
ciplina –muchas veces por medio de la violencia– que se 
aplicó sobre las mujeres y donde el salario masculino fue la 
forma de jerarquización sexista de las tareas productivas 
y reproductivas. Los sindicatos en el siglo pasado han sido 
cómplices de ese ejercicio sexista de la economía, porque 
es una explotación que privilegia la fragmentación de la 
fuerza de trabajo, aun en contra de sus propios intereses, 
que suponen la defensa del conjunto de la clase obrera, asa-
lariada o no. 

Los asalariados ejercen su privilegio al subordinar el tra-
bajo de las mujeres sin salario y explotar sus resultados. Pero 

y Lenguita, 2005). A partir de este proceso, es posible pensar 
los avances y retrocesos de la participación horizontal y 
dinámica de las poblaciones empobrecidas, e históricamente 
excluidas del campo de decisiones institucionales y políticas 
para marcar el rumbo de sus países. El papel de los sectores 
empobrecidos en nuestra Latinoamérica permitió advertir a su 
vez, a inicios de este siglo, el papel de los «débiles» en el arte de 
la gobernabilidad democrática presente y futura. 
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no solo los sindicatos y los partidos políticos fueron cóm-
plices de esta explotación que, por supuesto, tiene distintas 
consecuencias cuando se combina con elementos racistas y 
clasistas en sus distintas manifestaciones. Las feministas de 
los inaugurales años sesenta comprendieron que esa explota-
ción patriarcal subordina a las mujeres. Y, al hacerlo, impone 
una práctica sexista en el hogar, llegando incluso a las formas 
extremas de la violencia femicida. Un crimen que no fue con-
denado como tal hasta entrado el siglo pasado, luego de que 
las mujeres alcanzaran su ciudadanía plena en la mayoría de 
los países occidentales.10

Resta todavía reconocer y estudiar cómo la voz que alza-
ron las feministas materialistas11 en los años sesenta y seten-
ta dejó al descubierto estos principios sexistas aplicados a la 
vida y al trabajo de las mujeres. Una voz tuvo influencia en el 
activismo de mujeres, y escasa resonancia en los ámbitos sin-
dicales. Más aún, esa limitación estuvo acompañada por la 
censura y represión que impusieron las dictaduras militares 
latinoamericanas en aquellos años. 

10. Más allá de experiencias marginales y de los ingentes 
esfuerzos de las sufragistas argentinas por alcanzar el derecho 
al voto para las mujeres, este se otorgó en 1947 y logró hacerse 
efectivo recién tres años después, para luego verse interrumpido 
en 1955 con un golpe cívico-militar en Argentina.

11. Al respecto, seguimos la huella de las feministas que 
reclamaron salario para el trabajo doméstico, conformado 
en los años setenta, en pleno proceso dictatorial en América 
Latina. Dichos planteos asociados a las ideas radicalizadas 
y anticapitalistas hicieron posible concebir la valorización y 
salarización del trabajo doméstico como la manifestación de una 
protesta que se da «desde la cocina», para desandar el principio 
de explotación femenina en el hogar. Para adentrarse más en 
esas alternativas teóricas del activismo feminista, ensayado 
por la corriente materialista de los años setenta, véase James 
y Dalla Costa (1975), y Federici (2018). Es preciso señalar que 
en aquellas protestas iniciales, el papel del trabajo reproductivo 
comunitario todavía no se puso en evidencia. 
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LOS SINDICATOS ANTE LA CRISIS REPRODUCTIVA

Retomando los debates del feminismo materialista, es posi-
ble reconocer cómo en la actualidad se habla de crisis repro-
ductiva, en la medida en que se observa una profundización 
de la domesticación del trabajo de las mujeres y, por ende, 
una colonización de su vida. Aquello que un siglo antes se 
puso en evidencia como la dirección masculina de la lucha de 
clases, contraria a los intereses de las mujeres, precisa que 
avancemos en superar aquello que nos divide como mujeres y 
más aún en fortalecer aquello que hace posible nuestra alian-
za de intereses interseccionales, clasistas, racializados y de 
género propiamente dichos. Ampliando incluso esos alega-
tos recientes, es posible ver en ese sometimiento del trabajo 
invisible una realidad subterránea que explota de un modo 
también salvaje la tierra en la que vivimos. En esta vía se van 
aglutinando distintas orientaciones feministas tendientes a 
condenar el ritmo y la orientación del desarrollo capitalista, 
dando sentido creativo incluso a una forma de producir que 
ponga la vida en el centro. Un epicentro de la vida que delinea 
cuál es el alcance efectivo de la crisis reproductiva en la que 
nos hallamos y cuáles son las maneras de esa manifestación, 
muchas de las cuales fueron expuestas de un modo explícito 
en la pandemia.12

 En Argentina, luego del estallido que significó el movi-
miento Ni Una Menos en 2015, la actividad feminista alcanzó 
una profundidad mayor dentro de los gremios (Gago, 2019). 
De ese modo, la Huelga Internacional de Mujeres fue la insig-
nia de un cambio de época, para democratizar, a través de la 

12. Para una consideración más detenida, sobre la periodización 
que inicia la pandemia a la hora de pensar la crisis reproductiva, 
es posible considerar un reciente estudio que publiqué sobre 
los rasgos destacados de dicha contrariedad en tiempos de 
confinamiento y las consecuencias de poner de manifiesto la 
centralidad del trabajo reproductivo para la supervivencia de la 
vida humana y de la tierra (Lenguita, 2021b). 
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protesta feminista, la política sindical de varios países.13 De 
tal manera, la consigna «Si nuestras vidas no valen, produz-
can sin nosotras» fue el grito aleccionador de un entrama-
do feminista que permeó la vida gremial de una vez y para 
siempre. 

Las Mujeres Sindicalistas14 son la expresión más genuina 
de ese proceso de democratización creciente que está vivien-
do el gremialismo argentino en pos de alterar los principios, 
las estructuras y las tendencias sexistas que todavía están 
presentes y se reproducen en sus organizaciones. Las agendas 
de encuentros de estas redes de mujeres sindicalistas son un 
buen parámetro para considerar el principio de democratiza-
ción y sus retrocesos en la pandemia: definición de trabajo, 
remuneración, jornada, cuidados, representación, violencias, 
etc.15 Su orientación está ligada a desarrollar la agenda femi-
nista en los gremios, reconocer sus desigualdades y plantear-
le desafíos a la actual crisis de representación, dentro y fuera 
de sus estructuras.16 Es ese activismo renovado el que puso al 

13. En este sentido, es importante mencionar el papel de la 
Marcha de las Mujeres en Estados Unidos en 20 de enero de 
2017, un impulso también contra un gobierno trumpista, frente 
al cual se pararon como una oposición acérrima. 

14. Hasta la fecha, se han publicado tres cuadernillos de 
formación de esta corriente de Mujeres Sindicalistas que 
tomamos en cuenta para dar sentido a sus agendas y luchas 
en cada protesta donde se involucran (Mujeres Sindicalistas-
Corriente Federal de Trabajadores, 2017, 2019 y 2020). 

15. El último cuadernillo de esta corriente de Mujeres 
Sindicalistas estuvo dedicado a reflejar la realidad que 
la pandemia desató sobre el trabajo reproductivo y los 
desequilibrios del empleo asalariado de las mujeres en tiempos 
de confinamiento. Véase Mujeres Sindicalistas-Corriente Federal 
de Trabajadores (2020). 

16. En el primer cuadernillo editado por estas redes de 
Mujeres Sindicalistas, se toma en cuenta el problema de la 
representación de las mujeres en los gremios. Véase Mujeres 
Sindicalistas-Corriente Federal de Trabajadores (2017).  



104 ESTADO Y GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA

descubierto el proceso de división sexual del trabajo como un 
campo que es necesario combatir, ya que proyecta desigual-
dades intrafamiliares e intergeneracionales que apuntalan 
una segregación ocupacional manifiesta y sexista (Lenguita, 
2019). Ante los desequilibrios económicos provocados mun-
dialmente por la pandemia, esta realidad está implicando un 
mayor riesgo para el trabajo de las mujeres pobres, el acre-
centamiento de la precarización y el ocultamiento de su rea-
lidad laboral y, más aún, proyectando sobre ese cataclismo 
una violencia inusitada que, lejos de disminuir, se recrudece 
en pandemia y pospandemia. 

Como en Estados Unidos, en Argentina la expresión fe-
minista y de mujeres fue una barrera opositora firme ante 
las intentonas neoliberales de los gobiernos trumpista y 
macrista respectivamente, alertando de sus prácticas pa-
sadas contra el empleo asalariado de las mujeres, el olvido 
de sus derechos a la hora de defenderse de la explotación y 
las formas trasnochadas de principios misóginos sobre sus 
intereses políticos en distintos ámbitos de la vida social. 
Sin embargo, el confinamiento de la pandemia obstruye el 
avance que la movilización feminista imprime en el cam-
bio de la democracia sindical.17 La movilización sufrió un 
fuerte retroceso a partir de la política de confinamiento en 
la pandemia, brindándoles otro caudal a las apuestas inter-
seccionales del feminismo, que abordan en el mismo plano 
las consecuencias del heterosexismo, la impronta colonial 

17. Al respecto es necesario señalar que la obstrucción, por 
causa de la pandemia, de la potencia feminista manifestada 
en las movilizaciones no solo interfirió en el principio 
democratizador que estaba dándose en el gremialismo, sino 
también en otras esferas de la vida política e institucional 
del ámbito público, los partidos políticos, las organizaciones 
sociales, etc. Sin embargo, aun cuando esto es cierto, es 
necesario comprender todavía por qué el retroceso parece verse 
reflejado aún más en los sindicatos tras el confinamiento de la 
pandemia (Lenguita, 2021a).
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del patriarcado imperante y las apuestas extractivas de la 
economía que arrasan con la vida en general. 

En esas condiciones, al preguntarnos por la democrati-
zación feminista de los gremios en el país, comprendemos 
cuáles son los obstáculos manifiestos para dar sentido a la 
protesta contra la explotación, la opresión y la desvaloriza-
ción del trabajo de las mujeres. Para ocuparnos del enfoque 
feminista, en las Mujeres Sindicalistas ubicamos sus recien-
tes intervenciones a la luz de los planteos feministas sobre el 
trabajo de la mujer y la democratización de las estructuras 
sindicales. En esas condiciones, existen avances y retrocesos 
impuestos por el confinamiento de la pandemia, a partir del 
arco reticular que está logrando configurarse entre las es-
tructuras sindicales y feministas en todo el mundo. 

El confinamiento de la pandemia ubicó el ámbito del ho-
gar como el lugar de la producción y la reproducción indistin-
tamente. Es un ejercicio inédito por su envergadura en todo 
el mundo y sobre el amplio abanico de trabajos, incluyendo 
a la propia administración pública y privada. Introdujo en 
la discusión del sindicalismo la coparticipación de las ta-
reas de cuidados. Sin embargo, en los hechos, las espaldas 
de las mujeres siguieron sosteniendo las condiciones de esa 
doble jornada insalubre, el trabajo doméstico no remunerado 
y el asalariado propiamente dicho. Ese contraatacar «desde 
la cocina» del feminismo inaugural de los años setenta hoy 
se expresa a través del cuestionamiento del propio salario 
como ordenador ejemplar entre los sexos. Además, sin él la 
distribución jerárquica y desigual de las tareas productivas 
y reproductivas también está en crisis, y la explotación de 
quienes no reciben remuneración es una marca cada vez más 
amplia en nuestros países latinoamericanos. 

En estas condiciones el sindicalismo ya no puede hacer la 
vista gorda respecto a la crisis reproductiva que la pandemia 
puso al descubierto. Porque ya no es solo la falta de remune-
ración del trabajo doméstico, sino un gran número de otros 
trabajos que hoy no tienen ingresos, comunitarios en mu-
chos casos, que son en parte considerados por la demanda 
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de los movimientos sociales al Estado. Tampoco puede dis-
traerse más de las consecuencias de esa doble jornada para 
las mujeres, en su actividad profesional, laboral y política. 
Mucho menos, por cuanto la realidad de muchas mujeres 
pobres, racializadas, sin papeles las obliga a someterse a 
condiciones casi esclavas de trabajo, sin que los sindicatos 
se ocupen de ese terreno fangoso que muchas veces es hasta 
delictivo. En ese desinterés sindical está parte del problema 
de la explotación femenina en su carácter interseccional, un 
enfoque que el feminismo materialista viene denunciando 
desde el siglo pasado. 

La ampliación del significado sexista del trabajo tuvo tam-
bién con la pandemia un terreno para la demostración sin 
eufemismos. El confinamiento reveló, quizás sin quererlo, la 
importancia económica que el trabajo reproductivo tiene, re-
munerado o no, para el sostenimiento de la vida y del planeta, 
que el covid-19 puso en riesgo. La pandemia dejó al desnudo 
una desigualdad patriarcal y colonial que está agotando la 
vida y la tierra. Un desastre que no es solo sanitario, sino que 
vino a poner al descubierto un conjunto de privilegios que se 
entrecruzan y se alían, en favor de volver perennes, naturales 
y conservadores una serie de principios sexistas, racistas y 
ambientalistas que hay que combatir. 

Queda claro que los avances en materia de la acción políti-
ca no sexista fueron escasos. Se puede hablar de un levísimo 
impulso de la agenda inclusiva para incorporar a los colecti-
vos de diversidades sexuales, mediante el principio del cupo 
laboral. Bastante irregular y escaso fue el avance respecto a 
la paridad en las estructuras jerárquicas y decisorias de los 
gremios, afectando profundamente el desarrollo democrati-
zador alcanzado unos años antes. Más aún, podemos soste-
ner la hipótesis según la cual los obstáculos movilizadores 
de las feministas han conllevado un deterioro en el avance 
democrático de sus agendas en la política y en el sindicalis-
mo. Es esta una observación que se vuelve valiosa por expre-
siones misóginas, que las Mujeres Sindicalistas denuncian en 
conjunto, por una alianza interna clave para la defensa de sus 
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intereses democratizadores. Dicho de otro modo, pensamos 
que la vuelta de la protesta, tras la pandemia, será el princi-
pio sobre el cual se robustezca la acción democrática en los 
gremios, dado que es la piedra angular de esa potencia en el 
interior de la vida institucional de organismos políticos, para 
sí y para sus premisas reivindicativas de conjunto. 

Por ende, si bien es posible seguir el recorrido democra-
tizador del activismo femenino y feminista en los gremios 
argentinos, es también importante marcar una clara dife-
rencia de lo que fue en su momento la revitalización sindical 
por abajo hacia mediados de la primera década del siglo XXI 
(Lenguita, 2010). Una mutación que esta vez se constituye en 
otros pronunciamientos y principios, intentando cambiarlo 
todo: la concepción del trabajo, la explotación, la reproduc-
ción del capital, el desarrollo económico, etc. Una problema-
tización que algunas reflexiones de feministas consagradas 
vienen integrando en toda su envergadura cuando afirman 
que las feministas están disputando un poder arcaico y de-
ficitario para la democratización de la representación del 
trabajo. De otro modo, se excluye a un gran contingente de 
trabajadoras y trabajadores pobres, que no sobreviven fru-
to de la venta tradicional de su trabajo asalariado, un reco-
nocimiento y una distribución que, parafraseando a Nancy 
Fraser (Butler y Fraser, 2000), es más amplia que la sola idea 
de riqueza social ligada al trabajo asalariado. 

PALABRAS FINALES

Los entramados feministas en Argentina buscaron profun-
dizar los procesos de democratización de las condiciones 
de participación, representación y los contenidos reivindi-
cativos de los sindicatos. Esto se ha podido sostener en el 
tiempo a partir del movimiento arrollador que significó el Ni 
Una Menos en junio de 2015. Ahora bien, su variante más 
profunda vino después, cuando las sindicalistas se suma-
ron a ese campo de intereses feministas que asumió escala 
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internacional con la Huelga Internacional de Mujeres dos 
años más tarde.18

Los alcances fueron puestos en evidencia en un estudio 
anterior que describe la experiencia de las redes de Mujeres 
Sindicalistas, en su disputa interna por pluralizar las miradas 
y brindar una igualdad de oportunidades y trato en los gre-
mios y los lugares de trabajo. Queda claro que esos principios 
democratizadores encontraron muchas veces obstáculos en 
la propia dirigencia, con demostraciones incluso misóginas, 
que buscaron explícita o implícitamente obstruir los adelan-
tos en la agenda de las mujeres sindicalistas. Sin embargo, el 
desequilibrio mayor de esa orientación vino con la parálisis 
de la movilización, producto de la pandemia desatada a fina-
les de 2019 y extendida a los dos años siguientes. 

Aun así, vemos cómo la experiencia feminista no cedió en 
sus alianzas internacionales ni la en caracterización inster-
seccional creciente entre sus activistas. Seguiremos acompa-
ñando los avances en el ámbito de la paridad que se ejercen 
en la estructura de los gremios, cuando además esas mani-
festaciones son un aliciente para la ampliación de la partici-
pación femenina en los sindicatos, porque contienen agendas 
de interés ligadas a la ampliación del concepto de trabajo, sus 
protecciones del trabajo. Se persigue así un sistema de garan-
tías laborales que por supuesto tiene que ampliarse a aque-
llas franjas del trabajo de las mujeres pobres y racializadas. 

En la segunda mitad del siglo pasado se avanzó lenta-
mente sobre principios de protección, licencias y antigüedad, 
ligados a la valorización del trabajo reproductivo. Más aún, 
las dificultades para mantener estos principios crecen en go-
biernos dictatoriales y en condiciones económicas de crisis 
donde las mujeres empobrecidas y racializadas ven empeo-
rar esos marcos regulatorios que en algún sentido se vuelven 

18. Para una comprensión e identificación del ciclo de las 
protestas sindicales que se derivaron de la etapa macrista de 
gobierno, véase Lenguita (2017). 
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inalcanzables para ellas. Más recientemente, con el principio 
de corresponsabilidad, se está haciendo un cambio genera-
cional que no se refuerza en las cúpulas más anquilosadas 
de los gremios argentinos. Y las denuncias de la cotidianei-
dad de las políticas de las Mujeres Sindicalistas ayudan a 
comprender los obstáculos existentes a la hora de atacar las 
prácticas misóginas y violentas que todavía prevalecen en los 
gremios y los lugares de trabajo. 

En este sentido podemos considerar los retrocesos que la 
pandemia impuso al potencial movilizador del feminismo a la 
hora de disputar espacios y contenido institucional en cual-
quier organismo político. Es más complicado aún cuando esas 
disputas se vuelven cáscaras vacías ante el incesante deterioro 
de las condiciones de vida de esas mujeres que son olvidadas 
por los gremios. En cualquier caso, la clave no solo está en la 
movilización callejera, está también en las redes políticas de 
estas mujeres en los gremios, cuya fortaleza colectiva les hace 
posible disputar los privilegios de un modo interseccional: cla-
sista, racista y de género. Las redes de sororidad entre mujeres 
de distintos ámbitos de actuación son una sólida base desde 
donde hacer política aun después de las contingencias impues-
tas por el confinamiento de la pandemia estos dos largos años. 
Seguramente, el aprendizaje histórico de los desequilibrios 
que provoca el aislamiento, para quienes realizaron el traba-
jo doméstico no remunerado, sin reconocimiento, es la base 
sobre la que se va a forjar un mayor impulso democratizador 
de las feministas en los sindicatos, una actuación que prolifera 
en los salones, las calles y las asambleas, sin olvidarse de que 
existen distintas realidades de estas mujeres a tener en cuenta. 

En fin, si bien la desmovilización feminista, producto del 
confinamiento, puede resultar en un retroceso para la de-
mocratización interna de los gremios, estoy segura de que 
será un momento transitorio. Porque la desigualdad sexista 
es profunda y porque los intereses de quienes tendrían que 
luchar están en silencio, acaso para ocultar sus propios pri-
vilegios patriarcales. Porque también las agendas feminis-
tas son definitivamente en plural y están escritas desde la 
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interseccionalidad étnica, clasista y de género. Estas deberán 
combinar, a su vez, agendas de mujeres indígenas, campesi-
nas, sin papeles, migrantes, las desposeídas que tienen mu-
cho para contar de la sobrevida del planeta y la vida en gene-
ral, es decir, un campo de humanidad que desborda conoci-
miento y formas simples de llevarlo adelante en comunidad. 
De ese modo, se irán apuntalando derechos colectivos sobre 
el trabajo de las mujeres, sin el monopolio sindical de actua-
ción ni representación. Los sindicatos tienen que asumir este 
reto democratizador, para integrar dichas demandas, o estas 
se les volverán como un bumerán en su contra. 
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La construcción de nuevas 
subjetividades estatales. 
La experiencia de la Escuela de 
Gobierno de la Provincia del Chaco

Mirta Merlo

SUBJETIVIDAD

Para iniciar nuestra reflexión, señalaremos que subjetivi-
dad no remite a individuo, interioridad o particularidad. 
Subjetividad designa o refiere modos colectivos de pensar, ac-
tuar y sentir. La subjetividad emerge como la forma concreta 
en que se expresa un modo de ver y, en ese sentido, condensa 
y visibiliza formas de vida. La subjetividad o, tratando de ser 
más precisos, las subjetividades constituyen procesos que, 
según trataremos de mostrar, comportan simultáneamente 
prácticas de resistencia y de afirmación. Estas prácticas se 
enlazan, se entrecruzan dialécticamente y producen confi-
guraciones a la vez estructuradas y estructurantes. Un rasgo 
característico de los procesos de producción de subjetividad 
es entonces justamente su carácter colectivo, dinámico. Es 
acción, acto y también conflicto, como señala Deleuze (1977).

Foucault (1968) refiere a la subjetividad no en términos 
identitarios sino como formas o modalidades de subjetivación, 
esto es como configuración cultural, política e histórica cuya 
deriva es una práctica y una experiencia situada, un «modo de 
vida». Así, la subjetividad se nos presenta como el resultado 
de la interacción entre formaciones culturales y sociales y los 
estados internos de los sujetos produciendo maneras de ser 
y hacer expresadas en los cuerpos vividos y atravesados por 
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emociones. Devienen experiencia corporizada. Sintéticamente 
podemos afirmar que los procesos de producción de subjetivi-
dad refieren a las diversas maneras que tienen los individuos y 
los colectivos para constituirse como sujetos.

Bourdieu (1987 y 1992) recupera al sujeto como agente 
transformador y como productor de significados inserto en 
estructuras sociales más o menos determinantes y sostiene 
que el sentido de las acciones, por más personal y transpa-
rente que sea, no pertenece al sujeto que las ejecuta sino al 
sistema de relaciones en que están insertas. Siguiendo a este 
autor, podemos acordar que los procesos de conformación 
y transformación de la subjetividad se producen cuando se 
modifican los principios de percepción, concepción y acción, 
es decir, el habitus. Así, la subjetivación incluye al menos 
cuatro dimensiones: el habitus, la corporalidad, las emocio-
nes y las relaciones sociales. Estas dimensiones se despliegan 
en los procesos de socialización a través de rituales, de inte-
racciones cotidianas, tecnologías y modos de hacer, mediante 
la pertenencia y la participación. La subjetivación, además 
de una relación con el sí mismo, porque es acción y práctica, 
implica vínculo con el otro (con lo otro) y es siempre situada, 
producida en un territorio y un momento singulares.

SUBJETIVIDADES ESTATALES

El objeto de esta reflexión son las subjetividades estatales. 
Lo que vamos a denominar subjetividades estatales refiere 
entonces a formas de pensar, sentir y actuar el Estado. Son 
modos de vida expresivos de los agentes y funcionarios públi-
cos para ocupar las instituciones estatales producto del en-
tramado de elementos conceptuales, estéticos e ideológicos.

Ahora bien, ¿cómo se «producen» las subjetividades? 
Producir subjetividad estatal... ¿cómo? Nos preguntamos 
acerca de la especificidad de lo estatal, de lo público. Y el ras-
go que se destaca es que se trata de una subjetividad política 
y que, como tal, está en tensión, en disputa. Esa subjetividad 
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político-estatal es producida y a la vez es productora de un 
pensamiento estatal, se desarrolla en medio de una cultura, 
expresa un determinado clima de época.

El pensamiento estatal involucra formas de articulación 
entre lo particular y lo universal. La lógica de lo político esta-
tal incluye el desacuerdo, la confrontación, porque lo común 
es objeto de disputa y tensiona la responsabilidad del Estado 
para sostener la universalidad política. La responsabilidad 
estatal se enlaza y queda ligada a una decisión de cuidar y 
buscar el bien común. En consecuencia, el pensamiento esta-
tal tiene que desarrollar un diseño, una especie de marcación 
organizativa y conceptual que remita a la autoridad política 
legítima para orientar, administrar y/o resolver los conflictos 
del conjunto de la sociedad, de una sociedad cada vez más 
diversa y compleja. 

Ese pensamiento estatal producido colectivamente por 
los agentes y funcionarios estatales aporta a la construcción 
de un universal político que se constituye por el conjunto 
de prácticas que, en el marco de una sociedad democrática, 
posibilita establecer objetivos, prioridades y responder de-
mandas particulares a través del conflicto y la negociación. 
Un pensamiento estatal busca conformar un sentido, que en 
términos bourdianos no es otra cosa que una disputa sim-
bólica por el sentido, con el fin de desplegar las dimensiones 
éticas, de responsabilidad y compromiso que deben ser parte 
de dicho pensamiento. Por consiguiente, el pensamiento es-
tatal posibilitaría modos de ser y estar en los espacios ins-
titucionales para acercarse a la construcción responsable y 
perdurable de lo común.

El desafío entonces es cómo construir, desarrollar y for-
talecer una subjetividad estatal que, en definitiva, derive en 
un modo de habitar el Estado. Me resulta muy expresivo el 
término habitar porque remite a una forma activa, donde los 
agentes son actores conscientes del impacto de las acciones 
que desarrollan (Abad y Cantarelli, 2012).

De manera convergente, en una conferencia de Álvaro 
García Linera en la UBA en 2010, el exvicepresidente de Bolivia 
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desarrollaba su reflexión sobre la importancia de generar re-
cursos estéticos, organizativos y conceptuales capaces de pro-
ducir subjetividad estatal, planteando la ocupación del Estado 
como proceso de construcción político-institucional, donde 
ocupar es habitar en un tiempo histórico determinado, don-
de no es posible soslayar los escenarios que imponen en cada 
época condiciones pero, al mismo tiempo, abren posibilidades 
radicalmente distintas. 

Sostiene Linera: «Hay una huella en la construcción uni-
versalista de la sociedad. ¿Dónde queda esa huella? En el 
Estado como correlación de fuerza, como derechos y como 
redistribución de riquezas. Es la huella objetiva de ese mo-
mento universalista de la sociedad» (en Svampa y Stefanoni, 
2007: 158). Es esa «huella universalista» la que buscamos re-
cuperar desde la convicción y la responsabilidad. 

En el presente, el Estado ha perdido fuerza en lo que po-
dríamos denominar la «marcación subjetiva». Es una pérdi-
da de centralidad que implica que el Estado es una influencia 
más entre otras y, en algún sentido, no la más fuerte. Así, 
podemos asumir que se encuentra debilitada la función de 
articulación simbólica estatal. ¿Dónde lo observamos? En 
modos nuevos o formas nuevas de subjetivación que no se di-
rigen prioritaria o exclusivamente a los ciudadanos, sino que 
–y a fin de desbordar lo individual– se refieren a la «gente», 
casi como un significante vacío. En un contexto de pérdida 
de centralidad del Estado, desprestigio de la política y debi-
litamiento de las identidades político-partidarias, ¿cómo se 
conforma la subjetividad estatal?

Sin dudas, las condiciones de contexto tienen consecuen-
cias para la ocupación del Estado. Los funcionarios y agentes 
estatales se piensan y se representan bajo configuraciones sub-
jetivas aestatales como consecuencia del escaso desarrollo de 
pensamiento estatal estructurado y estructurante. Eso dete-
riora la capacidad de habitar las instituciones estatales. ¿Cómo 
se transformaron las subjetividades de quienes ocupan las ins-
tituciones? ¿Cómo nos pensamos en términos de funcionarios 
y agentes estatales? ¿Hay una cultura de lo público estatal?
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Si, más allá de haber perdido centralidad, el Estado es 
percibido o impugnado como opresor, como una institución 
que avanza sobre las libertades individuales, como límite a 
las potencialidades de «lo privado», del «mercado», resulta 
depreciado, desvalorizado, como sitio de subjetivación políti-
ca. Esto hace que agentes y funcionarios se encuentren frente 
al dilema y la tensión de ocupar un lugar que no se valora, 
que se estigmatiza.

Si tratamos de visualizar el conjunto de los funcionarios y 
agentes estatales, nos encontramos con una heterogeneidad 
atravesada por la incorporación en el marco del devenir his-
tórico reciente de diversas subjetividades así como si consti-
tuyeran capas, segmentos o estratos con referencias específi-
cas en relación a los discursos, los imaginarios, las condicio-
nes dominantes en diversos momentos en la sociedad y muy 
especialmente permeados por un relato o discurso neoliberal 
que tiende a mercantilizar el conjunto de relaciones sociales.

Se requiere pensar cómo ocupar el Estado atendiendo a 
una diversidad que esté dirigida a contribuir a una construc-
ción política estatal con responsabilidad específica en la cons-
trucción de lo «común». Así, el desafío es la construcción, la 
producción de un universal político que tensiona con la diver-
sidad y heterogeneidad social tanto como con el discurso de 
las minorías en el objetivo de dar cuenta de lo común.

El neoliberalismo marcó y dejó huellas muy profundas 
en nuestro país. No solo se generó exclusión social, empo-
brecimiento, deuda, sino que se difundieron sentidos y se 
constituyeron subjetividades que posibilitaron y continúan 
posibilitando el despliegue de políticas y proyectos de esas 
características. Se difuminaron en el conjunto de la sociedad 
formas de pensar, de sentir, de actuar. El conjunto de las re-
laciones sociales fueron permeadas por un tipo de «sentido» 
vinculado al mercado, a la empresa, a los saberes «técnicos». 
La tecnocracia, el gobierno de los tecnócratas, los que saben, 
pero... ¿dónde queda la política? 

Desde el paradigma neoliberal se propagó e instaló 
una cierta utopía, una utopía centrada en la capacidad del 
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mercado para resolver, y de la mejor o única manera, los pro-
blemas, los temas, los dilemas sociales. Es en ese marco en 
el que se produce un profundo cambio en las subjetividades 
estatales, ya que es importante diferenciar y simultánea-
mente poner en relación la subjetividad de los funcionarios 
y agentes públicos y la subjetividad de los «ciudadanos», esto 
es, cómo me pienso desde y en el Estado, habitando, ocupan-
do, siendo y produciendo desde el Estado; y cómo se piensa, 
se siente, se representa el Estado desde el colectivo social. 
Podemos decir que en ambos planos el paradigma neoliberal 
permeó las representaciones y contribuyó a conformar sub-
jetividades distantes de «lo común», refractarias, aestatales 
y en buena medida antipolíticas.

Entonces, en este escenario particular, pensar desde las 
instituciones estatales ya no produce una subjetividad enrai-
zada en lo común, en la búsqueda de construir lo común, sino 
que se desliza hacia una racionalidad, hacia una lógica ajena, 
de otros territorios. Asumir los criterios tecnocráticos, em-
presariales, aparece o se presenta como la panacea. El prin-
cipio de lo político se desnaturaliza, se subordina a una lógica 
mercantil. El principio de lo común se reemplaza por el de la 
eficiencia, la efectividad, la eficacia, por el de la maximización 
de la «ganancia». Pero los bienes que produce o debe producir 
el Estado no son mercancía. El Estado no se gestiona como 
una empresa. Sin embargo, instalado el management empre-
sarial como modelo, se requiere una subjetividad acorde. Allí 
los cuadros «técnicos» resultaron el prototipo emergente, el 
modelo de funcionario o agente estatal para un Estado míni-
mo o «tomado», «colonizado», por sectores particulares.

El gobierno de los CEO tiene su expresión más descarna-
da en la gestión de Mauricio Macri (2015-2019). Los funcio-
narios son «gerentes», el Estado se objetiva como una em-
presa. Se produce una subjetividad para la cual la actividad 
política entorpece, ensucia, torna ineficientes las acciones 
que se deben desplegar desde las diversas instituciones es-
tatales. Estas, para ser eficientes, efectivas, deben emular la 
racionalidad empresarial. 
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Nos preguntamos cómo se llegó a identificar la política –al 
menos en el discurso de determinados sectores– con algo im-
propio, superfluo, que desnaturaliza la acción estatal; cómo 
se llevó a cabo la operación por la cual se pretendió que la po-
lítica perdiera su esencia de actividad transformadora para 
el bien común buscando identificarla con intereses particu-
lares, propios de una corporación, de un estrato o estamento 
al que se lo nomina peyorativamente como la clase política o, 
más estigmatizadoramente aún, como la casta política.

Hay que buscar los fundamentos de este posicionamiento 
en los relatos disruptivos en torno al Estado, como derivas 
de ese paradigma totalizador (por cierto excedente a nuestro 
país) que consolidan un conjunto de discursos que hacen del 
Estado y sus instituciones, tanto como de la política y los par-
tidos políticos, el foco de la crítica y la denuncia.

Los funcionarios y agentes estatales no se represen-
tan a sí mismos como empleados del Estado, agentes de la 
Administración Pública, o con una identidad partidaria, en 
buena medida porque en el escenario antes descrito estas 
adscripciones o pertenencias carecen de prestigio social. Así, 
puede observarse que la nominación, la identificación o la re-
presentación de sí mismos en clave estatal tienen un enorme 
costo subjetivo. No se pueden pensar como ocupantes, habi-
tantes del Estado, porque en última instancia se construye 
un sentido desde el discurso dominante o hegemónico que 
expresa desprecio, rechazo al espacio que se tiene que habi-
tar justamente por lo que hace a la construcción de lo común, 
de lo público.

De este modo, la especificidad de lo estatal se falsea o 
desaparece, y el habitante estatal se debilita, porque no hay 
lugar para la ocupación activa en la negación de lo propio, lo 
particular, y se diluye en una lógica ajena e impuesta (tec-
nocrática, empresarial, mercantil) al mismo tiempo que se 
desarticula, se desnaturaliza en ese desprecio por lo común.

Ahora bien, ¿quiénes sino los agentes y funcionarios del 
Estado podrían estar dispuestos a construir una subjetivi-
dad, un discurso, un modo de hacer adecuados para ocupar 
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efectiva y responsablemente el territorio estatal? Allí radica 
la necesidad de contribuir a conformar nuevas o resignifica-
das subjetividades estatales. El Estado es el actor crucial del 
entramado político. Construir pensamiento estatal requiere 
fuerza política y social para recuperar la centralidad, para 
ganar potencia en la construcción simbólica. Pero ¿qué im-
plica hablar o conceptualizar una subjetividad estatal? Nos 
referimos a un tipo particular de subjetividad, que se remite 
al conjunto de los saberes, las emociones, referidos al ámbito 
estatal, al ámbito de lo público. En este sentido la «subjeti-
vidad estatal» estaría nombrando un espacio de interacción 
e intercambio entre la subjetividad y el Estado o de manera 
más general lo estatal. 

El pensamiento estatal no se reduce a un estímulo o dis-
parador que actúa sobre los individuos generando comporta-
mientos, sino que constituye una manera específica de operar 
los lazos o interacciones sociales, resulta constituyente de sub-
jetividad, de una determinada concepción de estatalidad que 
se verá objetivada en significaciones, sensibilidades y prácticas.

Así estas formas subjetivas, constituidas desde una cierta 
estatalidad, se entraman permanentemente con otras sub-
jetividades, por lo que los sentidos acerca del Estado, de lo 
público, se elaboran en forma colectiva, pero se expresan a 
través de un sujeto –si se quiere, particular, individual– que 
habla, que siente, que hace en el despliegue complejo y entra-
mado de dimensiones afectivas, cognitivas y de las prácticas.

LA EXPERIENCIA DE LA ESCUELA DE GOBIERNO 
DE LA PROVINCIA DEL CHACO

La Escuela de Gobierno de la Provincia del Chaco buscó 
ofrecer desde su creación un espacio para contribuir a ese 
entramado axiológico, cognitivo y afectivo necesario para 
desarrollar un pensamiento, una cultura de lo público y for-
talecer las capacidades estatales. Abonar a una matriz donde 
el Estado recupere su capacidad de «marcación simbólica», 
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para consolidar un estado chaqueño inclusivo, atento a las 
necesidades, las demandas y los deseos de su pueblo, de sus 
«ciudadanos».

En pos de ese objetivo, por iniciativa del gobernador Jorge 
Milton Capitanich, se creó en 2007, al inicio de su primera 
gestión, la Escuela de Gobierno, una experiencia innovadora 
para integrar saberes y prácticas situados, enraizados, que 
proporcionaran insumos para configurar nuevas subjetivida-
des estatales. La Escuela se propuso resignificar la formación 
de los agentes públicos desde una perspectiva amplia, que 
trascendiera ciertos encorsetamientos que ponían el foco ex-
clusivamente en la capacitación, en la profesionalización, en 
la incorporación de tecnologías de gestión y la expertise (las 
cuales, sin dudas, son imprescindibles), para plantear una 
formación que recuperara la dimensión política y valorizara 
la formación de cuadros político-técnicos para ocupar/habi-
tar las instituciones estatales que se organizan y funcionan 
con una racionalidad específica.

Es indudable que el Estado requiere contar con equipos, 
conjuntos dirigenciales o agentes que en las distintas áreas 
y niveles posean una sólida formación profesional y una ex-
pertise académica. Pero la práctica nos indica que con eso 
no alcanza para desarrollar un pensamiento y una cultura 
de lo público-estatal. La acción estatal, las políticas públicas 
requieren expertise: este requisito es condición necesaria 
pero no suficiente. Recurrir exclusiva o prioritariamente a la 
expertise, al saber técnico para gestionar, implicaría llevar a 
cabo políticas públicas en algún modo, desangeladas, sin en-
carnadura. Se requiere convicción y compromiso para llevar 
adelante políticas públicas orientadas al bien común, políti-
cas públicas que muestren (como señalábamos más arriba) la 
«huella universalista de la sociedad».

Entonces, formar o contribuir en la formación y capaci-
tación de agentes públicos tiene que ver, básicamente, con 
generar capacidades político-técnicas, poniendo en primer 
lugar lo político, porque es necesario que revaloricemos la 
política desde el Estado y en el Estado. La formación tiene 
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que apuntar a desarrollar y a recrear compromisos, a expre-
sar el vínculo y el lazo con la sociedad desde esta perspectiva, 
desde una perspectiva político-técnica.

La recuperación de la centralidad político-estatal requie-
re que nos ocupemos de distintos aspectos o dimensiones 
que tienen que estar presentes en la formación de esos cua-
dros político-técnicos, de esos agentes y funcionarios que ha-
bitarán el Estado. Tenemos que ocuparnos de la dimensión 
institucional, esto es, el aparato del Estado, pero también (y 
con mucho énfasis), de lo que podemos denominar la dimen-
sión ideal, es decir, de las creencias, los conocimientos y los 
saberes que conforman la memoria y la práctica estatal que 
se corporizan en el vínculo de los ciudadanos, de los colecti-
vos y las organizaciones con el Estado.

No es lo mismo gestionar una empresa que un ministe-
rio, que una escuela, que un centro de salud. Esa lógica de lo 
público –de lo público estatal– es algo que necesariamente 
tenemos que contribuir, por un lado, a explicitar, a visibilizar, 
pero por sobre todo, tenemos que lograr que se internalice, 
que cristalice, que sea realmente incorporada en términos de 
las prácticas cotidianas de los agentes públicos, tanto de los 
agentes como de quienes tienen la responsabilidad ejecutiva, 
o tienen responsabilidad en la toma de decisiones que impac-
tan en la vida de todos los días del ciudadano de a pie. 

Ahora bien, también es necesario visibilizar y contribuir 
a que se reconstruya un sentido común acerca de lo público 
en el conjunto de la ciudadanía. La formación que se preten-
de desde la Escuela incorpora la internalización de valores 
que son los que nos dan solidez como sociedad, que defienden 
permanentemente las instituciones democráticas, respetan a 
las autoridades legítimamente elegidas para alcanzar deter-
minados objetivos sociales. Son las autoridades constituidas 
y que conforman el gobierno, que en ese momento están lle-
vando adelante desde las distintas áreas del Estado un pro-
yecto que fue decidido por el conjunto de la sociedad.

Se busca promover una formación política que revalorice 
el rol del Estado, que «haga cuerpo» la convicción de que el 



125LA CONSTRUCCIÓN DE NUEVAS SUBJETIVIDADES ESTATALES...

Estado es el garante de una forma de vida elegida por el con-
junto, el garante de los derechos: derechos humanos, dere-
chos políticos, derechos económicos, derechos culturales. Es 
en ese sentido que el Estado tiene que desplegar un conjunto 
de acciones, y quienes tienen que ejecutarlas –los funciona-
rios y agentes públicos– deben estar efectivamente compro-
metidos con esos objetivos.

Cada uno de los agentes debe poder ver con claridad y ha-
ber internalizado el hecho de que son ejecutores de esas polí-
ticas públicas. La formación, además de apuntar a fortalecer 
la institucionalidad democrática, tiene que contribuir a con-
solidar una cultura de lo público entendido como lo común a 
todos, como lo que señala el Papa Francisco en términos de la 
casa común. Nuestra pequeña casa incluida en la casa común 
global es nuestra Nación, es nuestra provincia, es nuestro 
municipio, y lo que despleguemos allí, desde el Estado, tiene 
que estar profundamente enraizado en ese territorio. 

La Escuela tiene el objetivo fundamental de contribuir 
a fortalecer las capacidades estatales. Es para alcanzar ese 
objetivo que apelamos y convocamos expertos, pensadores, 
investigadores sociales para formar y construir un pensa-
miento situado, un conocimiento enraizado que considerara 
las especificidades locales, las especificidades del Chaco, de 
su población, de su cultura, de su territorio. Se buscó poner en 
diálogo el conocimiento producido por la academia con la his-
toria y la memoria de las prácticas, recuperando y valorizan-
do los saberes conformados en la gestión de lo público. Así, 
interactuando, en el diálogo entre la expertise y la práctica, 
en articulación y alianza con universidades de todo el país, 
haciendo efectivo el federalismo, se desarrollan maestrías, di-
plomaturas, cursos. Se conforman grupos de trabajo y de re-
flexión orientados tanto a la capacitación técnica y profesional 
cuanto a desarrollar un pensamiento y una cultura estatales. 

Podríamos decir, consecuentemente, que el objetivo de 
la Escuela de Gobierno ha sido el de generar un habitus. Se 
trata de conseguir que la institución se haga cuerpo, que las 
instituciones estatales se hagan cuerpo en quienes participan 
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de ellas, en los agentes públicos, dado que son ellos los hace-
dores, son quienes las producen al habitarlas/ocuparlas de 
un modo específico. 

Desde el propio Estado tenemos que generar esa impres-
cindible configuración subjetiva que se nutre de conocimien-
tos, de emociones, de prácticas. La Escuela de Gobierno se 
propone como uno de los muchos espacios que contribuyen 
a generar esa subjetividad estatal para llevar a cabo un mo-
delo, un proyecto de desarrollo que queremos alcanzar, que 
haga efectivo un mejor vivir para el conjunto.

Tenemos el desafío de buscar caminos para conformar 
subjetividades estatales que se autoperciban, que se reco-
nozcan efectivamente como protagonistas del gobierno y de 
la gestión, no solo como un engranaje. Los agentes públicos 
(quien atiende en un puesto de salud, interviene en el otor-
gamiento de becas o brinda asesoramiento para la toma de 
un crédito productivo, etc.) están desplegando una política 
pública, son la cara visible frente a la ciudadanía; es su com-
promiso el que va a poner realmente en acto una política que 
ha sido pensada por el decisor político, que ha sido orientada 
por quien fue elegido por la ciudadanía para llevarla a cabo 
de ese modo. 

Consecuentemente, es muy importante que cada traba-
jador, cada agente público, pueda reconocer el producto de 
su trabajo, pueda identificar en su acción el aporte que está 
realizando en pos de obtener los objetivos, que sea un sujeto 
consciente de su rol, pues es en la medida en que se convierta 
en un sujeto consciente de su rol que va a poder desplegar 
responsabilidad y compromiso. 

Hay que retroalimentar los espacios de formación de la 
gestión y administración de lo público con los gestores polí-
ticos. Sistematizar y volcar la experiencia de haber gestiona-
do, de haber encontrado en la realidad determinados límites 
que no aprendemos en los textos, sino que son experiencias 
que hay que transmitir para enriquecer y desarrollar un pen-
samiento de lo público estatal. En ese sentido, conformar 
grupos de trabajo, grupos de reflexión, que se conectan con 
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quienes están habitando o desplegando su acción en las ins-
tituciones estatales a través de la gestión, hace también que 
se abran las ventanas de lo que acontece en lo que sería la 
trastienda de las políticas públicas.  

Para finalizar, resulta fundamental promover el involu-
cramiento, sobre todo, de los jóvenes que se están formando, 
de modo tal que puedan identificarse en este marco más ge-
neral de un pensamiento político-estatal, de una lógica esta-
tal específicamente explicitada, que es una construcción co-
lectiva, que es dinámica y que tiene que ser visibilizada para 
desarrollar y alimentar un «sentido» que asuma con convic-
ción el desafío de llevar adelante políticas públicas realmente 
transformadoras para vivir la vida que queremos. 
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Escuelas de gobierno en el 
federalismo argentino: reflexiones 
en torno a las experiencias 
provinciales del Chaco y Corrientes1

Alejo Tolosa y Jorgelina Capitanich

INTRODUCCIÓN

La formación de agentes estatales podría considerarse un tema 
transversal en los distintos niveles y áreas de competencia de la 
administración pública. No obstante, hoy día, la capacitación 
de agentes estatales no comprende necesariamente una 
formación más amplia en términos directivos y de conducción 
con competencias y responsabilidades definidas en el marco de 
la práctica estatal. Frente a eso, la existencia de instituciones 
como las escuelas de gobierno puede ser de utilidad para 
institucionalizar espacios donde política y Estado dialoguen.

Existen variados ejemplos, a los que nos aproximaremos en 
las siguientes líneas, de experiencias de este tipo que pueden ser 
de carácter público o público-privado y cuya oferta curricular y 
posibilidades de inserción en la carrera administrativa estatal 
varían de una a otra, de un país a otro y de una jurisdicción a 
otra. En términos amplios, estas instituciones se encuentran 
atravesadas por tensiones y debates propios de la sociedad, 

1. Algunas de las reflexiones de este artículo fueron presentadas 
en el XV Congreso Nacional de Ciencia Política-SAAP, llevado a 
cabo en Rosario, del 10 al 13 de noviembre de 2021.
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como el peso de la dimensión política en las burocracias, una 
discusión que lleva por lo menos un siglo de desarrollo, con el 
trabajo pionero de Frank Goodnow y Woodrow Wilson; los me-
canismos de reclutamiento de sus altos directivos, cuyo crite-
rio político o meritocrático adquiere un mayor peso relativo; y 
hasta la partida presupuestaria asignada a estas instituciones.

Como es de imaginar, en tiempos de crisis la tarea de 
estas escuelas puede verse comprometida, impugnada u ob-
servada por parte de ciertos sectores de la sociedad como 
un gasto innecesario. Dicho de otro modo, la formación de 
agentes estatales parece un bien deseable para las socieda-
des actuales, pese a que se vuelve difícil la resolución de con-
flictos y tensiones sociales internas que permitan sostener 
estas experiencias en un horizonte menos «cuantificable» a 
la hora de rendir cuentas. En Argentina, por ejemplo, las es-
cuelas de gobierno difícilmente puedan ser entendidas como 
ámbitos de profesionalización en sentido estricto; es decir, 
pensadas en función de que un agente pueda mejorar su po-
sición relativa en el empleo público, ascender en la carrera 
administrativa o bien como posibilidades de inserción en 
los distintos niveles del Estado. Antes bien, sus experiencias 
primigenias han sido concebidas, hasta el momento, como 
parte de una formación general más amplia, en diálogo con 
las culturas institucionales en las cuales se encuentran en-
raizadas. En efecto, las experiencias de profesionalización 
no han seguido un patrón definido y han estado estrecha-
mente vinculadas a las coyunturas, siempre cambiantes y 
dinámicas, a las disputas entre actores sociales, a la puja 
distributiva, a la inestabilidad política, social e institucional, 
entre otros factores.

Es sobre este punto que, para el caso argentino, el aná-
lisis de escuelas de gobierno y, más aún, las subnacionales, 
se constituye como una temática a explorar que no agota 
la totalidad de los factores involucrados. Con el objeto de 
realizar una indagación preliminar en dicho universo, nos 
proponemos observar los procesos de institucionaliza-
ción de dos escuelas en el ámbito subnacional: la Escuela 



131ESCUELAS DE GOBIERNO EN EL FEDERALISMO ARGENTINO...

de Gobierno de la Provincia del Chaco y la de la Provincia 
de Corrientes. Nuestra hipótesis es que estas instituciones 
no apuntan exclusivamente a la profesionalización de sus 
burocracias provinciales sino más bien a la capacitación y 
formación, tanto general como específica, de sus agentes 
estatales y su alta dirección. En este trabajo hemos optado 
por un enfoque exploratorio-descriptivo y una metodología 
de tipo cualitativo basada en la realización de entrevistas 
en profundidad a las principales autoridades de ambas es-
cuelas, el análisis de su correspondiente marco normativo, 
documentación institucional y sitios web. 

Por otra parte, hemos decidido enfocarnos en los casos 
del Chaco y Corrientes por dos motivos principalmente. En 
primer lugar, en ambas provincias el empleo público tie-
ne un peso similar en la estructura estatal; mientras que, 
en segundo lugar, ambos territorios pertenecen a la re-
gión del noroeste argentino y comparten características 
socioeconómicas como, por ejemplo, la importancia relativa 
que el sector primario tiene en sus estructuras productivas 
y su capacidad de exportación. Consideramos que algunos 
de estos factores estructurales contribuyen a generar un 
piso común de discusión en términos de las capacidades y 
fisonomías estatales de ambas provincias.

Dividimos este artículo en cinco apartados, además de 
la presente introducción. En el primero, se busca realizar 
una caracterización de las principales experiencias interna-
cionales de formación y profesionalización de burocracias y 
cuadros político-técnicos. El segundo pone en perspectiva 
las principales iniciativas de formación y profesionalización 
en la región y en la Argentina. El tercer y cuarto apartados 
abordan los procesos de institucionalización y diseño de las 
Escuelas de Gobierno del Chaco y de Corrientes, respectiva-
mente, a partir de las siguientes dimensiones: a) los motivos 
de creación; b) los objetivos propuestos; y c) las estrategias 
de profesionalización impulsadas. Finalmente, en el último 
apartado, se trazan algunas reflexiones y se sugieren posibles 
líneas futuras de investigación. 
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BREVE CARACTERIZACIÓN DE EXPERIENCIAS 
INTERNACIONALES DE ESCUELAS DE GOBIERNO

Como ha señalado oportunamente Rizzo (2017), la profesio-
nalización estatal es una noción polisémica y ampliamente 
utilizada en ámbitos académicos y gubernamentales. En efec-
to, esta profesionalización se erige como un supuesto deseable 
al cual se espera arribar desde el cuerpo estatal, pero sin que 
delinee un sendero claro. Para Acuña y Chudnovsky (2017), 
la profesionalización de las burocracias constituye una de las 
tres dimensiones más relevantes de las denominadas «capaci-
dades estatales», en conjunto con su capacidad de penetración 
en el territorio y su capacidad de implementar políticas.

Por su parte, para Oszlak (2009), la profesionalización de 
la función pública está referida a la adquisición de un conjun-
to de atributos, por parte de las instituciones estatales, que 
permiten disponer de un personal apto para realizar determi-
nadas tareas de manera eficiente y eficaz. En resumen, para 
los autores citados, la formación de los agentes es deseable 
y necesaria para la finalidad estatal. Como hemos señalado, 
más allá de esta premisa, en Argentina es posible caracteri-
zar la profesionalización en la función pública como la posi-
bilidad de acreditar saberes en una carrera administrativa 
determinada que mejore la posición relativa de los agentes. 
Sobre este punto, la profesionalización en el ámbito público 
no es incompatible con la formación política o gubernamental 
en términos amplios, pero no es solamente eso. Asimismo, 
sin un sistema de incentivos, congruente por parte de las dis-
tintas jurisdicciones estatales para la profesionalización en 
términos estrictos, la formación de agentes se encuentra ten-
sionada por sus propias limitantes estructurales. En efecto, 
las escuelas de gobierno, amén de esta disociación entre pro-
fesionalización y formación, pueden cumplir un rol, con tra-
yectos dirigidos y focalizados a los distintos requerimientos 
de las áreas del Estado, aunque su misión primigenia podría 
estar asociada a fortalecer la gobernabilidad en el marco del 
sistema democrático y las capacidades de sus agentes.
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En efecto, en el plano institucional es posible recoger al-
gunos rasgos de experiencias pioneras. Así, algunas institu-
ciones, por su reconocimiento, organización, tipo de oferta y 
autarquía de los gobiernos de turno, han sido precursoras en 
su implementación como escuelas de gobierno. A grandes ras-
gos, dos de estas escuelas han gozado a nivel internacional de 
gran reputación y se han constituido en ejemplos de forma-
ción: la École nationale d’administration (ENA), en Francia, y 
la ya disuelta National School of Government (NSG), también 
conocida con anterioridad como Civil Service College y Centre 
for Management and Policy Studies, o CMPS, de Reino Unido.2 
Además de estas instituciones, es posible mencionar experien-
cias de distinta naturaleza como la Australia and New Zealand 
School of Government (ANZSOG), un consorcio conformado 
por los gobiernos de Australia y Nueva Zelanda; la ENAP en 
Brasil, una institución precursora en la formación de agen-
tes en América Latina; y la Canada School of Public Service 
(CSPS), entre otras. Siguiendo esto, nos proponemos realizar 
una breve caracterización de algunas de dichas experiencias.

La primera, la École nationale d’administration (ENA), ha 
sido una institución pionera creada en el contexto de segun-
da posguerra (octubre de 1945) por el entonces presidente 
Charles de Gaulle y ha sido considerada como un modelo de 
formación estatal con reconocimiento a nivel internacional. 
Desde sus comienzos, la ENA se propuso una reorganización 
de los mecanismos de reclutamiento de funcionarios públi-
cos mediante la implementación de un sistema profesional y 
monopolizado de formación de agentes públicos del Estado 
francés. En este sentido, dicha institución ha constituido un 
símbolo de la meritocracia republicana a nivel mundial pese 

2. Como respuesta a distintos cuestionamientos a la institución, 
desde el 1º de enero de 2022 la ENA pasó a denominarse Institut 
national du service public (INSP), mientras que la NSG de Reino 
Unido fue disuelta en 2012 y sus funciones principales han sido 
reabsorbidas por otras áreas de gobierno, como el Civil Service 
Learning (CSL).
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a sus recurrentes reformas, siendo las más importantes las 
que acontecieron en los años 1964, 1982, 1987, 2002, 2005 
y 2022. En dichas reformas se produjeron distintos hechos 
de trascendencia, principalmente una renovación y refun-
dación de la Escuela, incorporándose planteles de docentes-
investigadores, y su fusión con el Instituto Internacional de 
Administración Pública de Francia en el año 2001. Al ser una 
institución de reconocido prestigio, abocada a la formación 
de élite, ha ejercido, en términos de Lozada Pereyra (2009: 
23), un «monopolio bilateral», en el sentido de que ha asenta-
do su control sobre el ingreso a los escalafones más altos del 
Estado francés bajo estándares de formación rigurosos y exi-
gentes. Pero no por ello la ENA ha estado exenta de debates 
en torno a su financiamiento, su peso creciente en el erario, 
la finalidad de su misión, entre otros cuestionamientos de ín-
dole política. En la actualidad, su organización institucional 
se compone de un director, quien organiza la escolaridad en 
función de su principal misión institucional; un Consejo de 
Administración de carácter consultivo, cuya tarea consiste 
en supervisar el desarrollo pedagógico y la observación de 
las decisiones ejecutivas; y una instancia denominada de 
«tutelaje», que consiste en un órgano de poder compartido 
de carácter resolutivo con la potestad de nombrar y remover 
al director de la institución así como de intervenir en las de-
cisiones más importantes de la ENA3 (Lozada Pereyra, 2009: 
30). Su principal oferta de carreras está centrada en las áreas 
de políticas públicas, control de la acción administrativa, 

3. A partir de las reformas recientes del año 2022 que han 
cambiado su denominación a INSP, la organización institucional 
ha sufrido cambios. Así la organización quedó compuesta por 
un comité de finanzas, un consejo científico, un consejo de 
administración y una asesoría pedagógica. A su vez, se crean 
dos figuras: director o directora del instituto y presidente o 
presidenta del directorio, nombrados por decreto y por un 
período de cuatro años con opción a reelección. Cfr. <https://
insp.gouv.fr/gouvernance-organisation-et-fonctionnement>
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funciones jurisdiccionales y de representación del Estado 
francés, mientras que cada carrera cuenta con su propia or-
ganización curricular y con una oferta de ciclos de comple-
mentación y de especialización específicos.

La oferta académica de la ex ENA es rigurosa y está es-
trechamente vinculada con la profesionalización de sus egre-
sados. Aquellos graduados, denominados énarques, llegan a 
cumplir distintas funciones en el gobierno francés o en ins-
tancias de representación fuera del país. En efecto, con más 
de setenta años de recorrido institucional, la ENA constitu-
ye una entidad modelo aunque posee particularidades que 
la hacen difícil de trasladar a otros países. Una de ellas está 
definida por su fuerte vínculo con la profesionalización en el 
sentido restringido anteriormente descrito, es decir, con su 
rol determinante en el ingreso a una posición directiva en el 
Estado francés y que ha sido cuestionada en los últimos tiem-
pos. Esto implica la existencia de una carrera administrativa 
basada en el mérito y en la acreditación de estudios superio-
res específicos sobre los cuales la ENA ha asentado su mo-
nopolio de manera casi exclusiva a lo largo de su existencia. 
Al respecto, la acreditación de titulaciones superiores en esta 
escuela implica una salida no solo en términos de trabajo, 
sino también en posiciones de responsabilidad institucional.

En lo que respecta a sus distintas unidades académicas, 
la ENA ha incorporado una unidad de vasta experiencia con 
una oferta regional y más abierta, como ha sido el Centre des 
Études Européennes de Strasbourg (CEES), que, fundado en 
1945, se integró a la estructura orgánica de la ENA en el año 
2005 como unidad autónoma. El CEES ha sido un departa-
mento especializado cuya función consistió en la capacita-
ción y formación para el servicio civil, aunque sin perder un 
perfil propio de egresado distinto al de su institución madre. 
Dicho perfil estuvo enfocado en estimular la enseñanza y la 
investigación en temáticas locales de administración pública 
mediante una oferta de formación basada, principalmente, 
en programas de formación continua. En los últimos años, 
el CEES ha brindado formación a un promedio de 7.000 
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estudiantes por año, mientras que aproximadamente la mi-
tad de esa matrícula se formó para pruebas de admisión en 
instituciones de la Unión Europea (UE). 

La otra experiencia de gran reputación internacional es la 
National School of Government (NSG) de Reino Unido, que, 
fundada en junio de 1970 como Civil Service College, fue re-
nombrada como National School of Government (NSG) en 
el año 2005, denominación que ostentó hasta su disolución 
en 2012, producto de las medidas de austeridad dispuestas 
por el gobierno británico.4 Esta escuela, que dependió direc-
tamente de la Corona, tuvo rango autárquico desde el año 
2007 y su propia partida presupuestaria, mientras que su 
misión principal fue la de ofrecer capacitación, servicios de 
consultoría y asesoramiento técnico dirigido a funcionarios y 
organismos públicos y privados del Reino Unido. Una parti-
cularidad de la institución fue que estos servicios de consul-
toría la proveían de ingresos propios, lo que la convertía en 
un organismo público-privado (Lozada Pereyra, 2009: 60). 

Por otra parte, su organización institucional se constituyó 
por un equipo de dirección de doce miembros y un presidente 
de carácter permanente. De este cuerpo colegiado, al menos 
tres miembros eran permanentes, mientras que los restan-
tes representaban a distintas instancias del servicio civil que 
velaban por que los temas relevantes de gobierno fueran con-
templados en la agenda de la escuela. A su vez, subordinado al 
equipo de dirección, existió un comité ejecutivo con el propó-
sito de fortalecer la independencia y reputación del organismo.

Respecto de la oferta, la organización de la currícula se 
focalizó en dos ejes: el académico y el de gestión. En el pri-
mero, se destacaban las propuestas en torno al liderazgo 

4. Con la disolución de la NSG, y los cuestionamientos de 
distintos sectores a la decisión de gobierno, algunas voces 
sostuvieron la necesidad de reabrir la escuela. Cfr. <https://
www.globalgovernmentforum.com/mps-call-for-revival-of-uks-
abolished-national-school-for-government/>
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estratégico y el desarrollo gerencial y profesional. Respecto 
del segundo tópico, la oferta se centró en los mencionados 
servicios de consultoría y temas internacionales. En suma, 
la NSG ha ofrecido programas y cursos, tanto de formación 
como de capacitación, en articulación con distintas uni-
versidades, y un año antes de su disolución, más de 37.000 
estudiantes asistieron a los cursos de la escuela.5 Esto le 
ha permitido la creación y puesta en marcha de posgrados 
y maestrías en administración de empresas, en ciencias del 
desarrollo y gestión de recursos humanos, y en administra-
ción pública. Asimismo, la NSG contó con una unidad espe-
cializada, el Sunningdale Institute, un referente europeo en 
investigación y educación a distancia (e-learning), con oferta 
de cursos y capacitaciones en modalidad remota. 

Por fuera de las escuelas de Francia y Reino Unido, es po-
sible enumerar otras experiencias internacionales significati-
vas como la Australia and New Zealand School of Government 
(ANZSOG). Esta institución, creada en el año 2002 como un 
consorcio administrado entre los gobiernos de Australia y 
Nueva Zelanda, tiene por misión, tal como está planteado en su 
sitio web, crear valor público elevando la calidad del liderazgo 
del sector público en las sociedades australiana y neozelande-
sa. Su principal objetivo consiste en proveer ofertas educativas 
y oportunidades de desarrollo para personas que se desempe-
ñan en el servicio civil de esos países. La oferta de la ANZSOG 
se organiza en torno a programas de liderazgo estratégico y 
en materia internacional (con especial foco en China e India), 
workshops, seminarios y maestrías ejecutivas en administra-
ción pública. Asimismo, posee un eje transversal de formación 
de ejecutivos de la administración pública en asuntos indíge-
nas y su órgano de dirección está compuesto por un directorio 

5. Annual Reports and Accounts (2010-2011), National School 
of Government, <https://assets.publishing.service.gov.uk/
government/uploads/system/uploads/attachment_data/
file/247452/0977.pdf>
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–con representantes de ambos países y de la comunidad aca-
démica– y es presidido por un decano. La escuela desarrolla 
actividades con aproximadamente diez gobiernos asociados y 
con unas quince universidades de distintos países del mundo 
así como con distintas escuelas de negocios. En suma, las prin-
cipales particularidades de esta escuela son su co-diseño entre 
dos gobiernos, una importante presencia y articulación con el 
sector privado y la generación de propuestas y trayectos forma-
tivos conjuntos de tipo público-privado (Iacoviello et al., 2012).

Es de destacar que las escuelas de gobierno son institu-
ciones que han experimentado profundas transformaciones 
y han tenido un renovado impulso a partir del comienzo del 
nuevo milenio, aun en países con una larga tradición de buro-
cracias de tipo meritocrático, como podrían ser la británica y 
la francesa. Evidentemente, los desafíos del mundo contem-
poráneo y de sociedades tan complejas y heterogéneas como 
las actuales han despertado la necesidad en los distintos go-
biernos de formar y capacitar a sus agentes públicos para ha-
cer frente a nuevas demandas. A su vez, el desarrollo y avance 
de la virtualidad educativa, como sucedió con el Sunningdale 
Institute, y de otras, con foco en los problemas regionales, 
como el CEES, han provisto una oferta renovada y aplicada 
a las problemáticas contemporáneas con las que lidian los 
agentes estatales. Por otra parte, los cuestionamientos al 
funcionamiento de estos organismos han sido reiterados en 
el marco de reformas administrativas; o bien, como producto 
de implementación de políticas de austeridad. Estos condi-
cionantes también se dan en otras regiones, como América 
Latina, según veremos a continuación. 

INICIATIVAS DE AGENTES ESTATALES 
EN AMÉRICA LATINA Y EN LA ARGENTINA

A partir de la instauración de agendas vinculadas a la mo-
dernización a principios del nuevo milenio, los gobiernos de 
América Latina han tomado algunas iniciativas respecto de 
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la formación, actualización y capacitación de sus agentes pú-
blicos. Un caso paradigmático es el de la federación de Brasil, 
donde la existencia de numerosas escuelas de gobierno, con 
una propuesta regional e incluso en asociación con entida-
des extranjeras, a través de convenios y propuestas de for-
mación conjuntas con la Canadian School of Government 
(CSG), entre otras, ha generado una oferta de formación va-
riada y disímil en las diferentes regiones del país. Según un 
análisis de sitios web de estas escuelas regionales, Aires et 
al. (2014) concluyen que las del norte y nordeste de la fede-
ración poseen un rendimiento menor (en términos de oferta 
de formación) respecto de otras regiones. Aun tomando en 
consideración esta conclusión, a priori, es de destacar que 
la presencia de distintas escuelas a nivel federal en Brasil es 
más significativa que en otras federaciones similares como la 
Argentina, donde aún no se ha desarrollado extensivamente 
esta oferta a lo largo de sus territorios.     

No obstante, y a pesar de este escaso desarrollo, existen ex-
periencias pioneras de profesionalización en la región que fue-
ron presentadas como avances considerables. Este es el caso del 
Programa de Formación de Administradores Gubernamentales 
(PROFAG) que llevó a cabo el gobierno argentino en 1984 y 
que se basó fuertemente en el modelo institucional de la ENA, 
con el propósito de saldar el debate sobre perfiles políticos o 
administrativos en los cargos de responsabilidad del Estado. 
Este programa dio origen al Cuerpo de Administradores 
Gubernamentales (AG) que sería una usina de cuadros estata-
les con un conocimiento holístico de la actividad estatal. A su 
vez, en el contexto de la salida democrática en Argentina y la in-
terrupción del ciclo de alternancia entre dictaduras, el PROFAG 
buscó establecer una política a largo plazo de formación y reno-
vación de cuadros medios y altos de la administración nacional 
con la intención de fortalecer el proceso democrático (Rizzo, 
2017). Pese a una exigua matrícula, los egresados del Cuerpo 
de Administradores Gubernamentales, comúnmente denomi-
nados AG, fueron agentes estatales con una formación amplia y 
rigurosa reconocida por otros agentes estatales.  
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No obstante, la relación asimétrica entre aspirantes y gra-
duados y el conflicto creciente con otras áreas del Estado im-
pactaron en el desarrollo del programa y en su reducción has-
ta ser discontinuado. Aun así, el PROFAG no fue la única ex-
periencia positiva de profesionalización en Argentina. Por su 
parte, el Instituto del Servicio Exterior de la Nación (ISEN), 
creado en 1963, compartió ciertas similitudes con los AG y, 
actualmente, es la usina de diplomáticos de carrera en nues-
tro país. Tanto para el ISEN como para el PROFAG, los as-
pirantes eran reclutados entre graduados universitarios con 
un máximo de treinta y cinco años de edad y constituyeron 
un cuerpo profesional con cierto grado de cohesión, regulado 
por pautas y comportamientos de tipo profesional. Con me-
nor duración e impacto, el Instituto Superior de Economistas 
de Gobierno (ISEG),6 durante la gestión de Domingo Cavallo 
(1991-1996), se propuso objetivos similares en relación a la 
profesionalización de la función pública, aunque contó con 
solo tres convocatorias (Rizzo, 2017).

En suma, la importancia del PROFAG no solo se extendió 
a las jurisdicciones subnacionales del país, sino que tuvo su 
impacto en otros países de la región. En Perú, tras una serie 
de intentos de reformas del sistema civil y luego de recurren-
tes desacuerdos entre las coaliciones en pugna, se creó en el 
año 2008 y por intermedio del Decreto Legislativo Nº 1024 el 
Cuerpo de Gerentes Públicos (CGP), que tomó la experiencia 
argentina como base (Iacoviello et al., 2012; Rizzo, 2017). A 
diferencia de los AG, los GP no poseen carácter permanente 
y son asignados por tres años, con la posibilidad de prorro-
garse dos años más, bajo la coordinación de la autoridad del 
servicio civil (SERVIR). Otro caso para mencionar en la re-
gión ha sido el del Sistema de la Alta Dirección Pública en 
Chile que, luego de numerosos intentos de implementar un 

6. Este instituto existió formalmente entre los años 1994 y 2000, 
creado por el Decreto Nº 1921/1994 y disuelto por el Decreto Nº 
427/2000.
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sistema de tipo meritocrático durante los años noventa, re-
cién pudo efectivizarse a comienzos del nuevo milenio en el 
año 2003. Para el caso de Chile, la iniciativa contó con un 
respaldo transversal y cabe señalar que el proceso de refor-
ma del sistema civil chileno se llevó a cabo en un contexto de 
condiciones macroeconómicas favorables y respondiendo a 
móviles como, por ejemplo, una mayor transparencia en el 
accionar estatal y como forma de consolidar un sistema de 
administración pública y profesional.

Más allá de las repercusiones del PROFAG, en Argentina 
existen dos instituciones dedicadas a la profesionaliza-
ción, formación y capacitación del servicio civil: a saber, el 
Instituto Nacional de la Administración Pública (INAP) 
y el Instituto Nacional de Capacitación Política (INCAP). 
Además del Cuerpo de Administradores Gubernamentales, 
las reformas de los años noventa establecieron la creación del 
SINAPA (Sistema Nacional de la Profesión Administrativa, 
hoy SINEP) con la intención de establecer una carrera ad-
ministrativa. Dentro de este sistema de carrera administra-
tiva, el INAP es el organismo encargado de formar y capa-
citar a los agentes públicos de las distintas jurisdicciones 
por mandato constitucional, otorgando créditos académicos 
por trayectos formativos cumplimentados por los distintos 
agentes. Asimismo, del INAP depende la Escuela Nacional 
de Gobierno, cuya oferta ha variado significativamente a lo 
largo de los años y con el paso de las distintas gestiones. Por 
otra parte, el INCAP depende del Ministerio del Interior y 
se dedica a formación de gestores, referentes territoriales y 
funcionarios públicos en materia de política y gobierno y, por 
ende, con una propuesta no tan supeditada a la carrera admi-
nistrativa, como es el caso del INAP. 

A su vez, es posible rastrear experiencias e iniciativas pro-
vinciales de profesionalización en Argentina. Por ejemplo, el 
Programa de Formación de Administradores Provinciales 
(PROFAP), creado por el Decreto Nº 2451 de 1992 en la pro-
vincia de Santa Fe y cuyo ingreso se realizaba por concurso 
público, surgió con un espíritu similar al del PROFAG. Este 
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programa establecía entre sus funciones el planeamiento, la 
conducción y la coordinación de nivel superior y gerencia-
miento en el ámbito de la Administración Pública Provincial 
en consonancia con las prioridades establecidas por la 
Secretaría de Estado General y Técnica de la Gobernación 
(Rizzo, 2017). En cierto modo, es posible pensar al PROFAP 
como un antecedente institucional de las escuelas de gobier-
no subnacionales en Argentina. 

Si bien la formación federal de funcionarios públicos es de 
competencia del Estado nacional, las provincias pueden dic-
tar sus propios programas, ofertas educativas y actividades 
correspondientes a su jurisdicción (Lozada Pereyra, 2009). 
Es a raíz de las reformas de los años noventa y sus políticas 
de descentralización de competencias hacia las provincias, 
así como de la expansión de las burocracias provinciales de 
los últimos años, que las jurisdicciones subnacionales expe-
rimentan una creciente necesidad de una oferta más especí-
fica y acotada (Diéguez et al., 2016). 

En este sentido, es preciso mencionar algunas escuelas 
de gobierno subnacionales que se evidencian a lo largo y a lo 
ancho del territorio nacional. Entre ellas, cabe destacar las 
experiencias llevadas a cabo tanto por la Escuela de Gobierno 
de la Provincia de Buenos Aires como por la Universidad 
Provincial de Administración Pública (UPAP) de Salta. En 
cuanto a la primera, su misión consiste en promover la par-
ticipación de toda la ciudadanía en organizaciones políticas 
y sociales de la provincia, a través de la formación de la diri-
gencia política. En tanto la UPAP, creada el 10 de diciembre 
de 2013 a través de la sanción de la Ley Nº 7803, pretende 
contribuir a la modernización del Estado para el desarrollo 
humano sostenible, a través de la formación, investigación e 
innovación disruptivas en gestión pública. 

En este contexto, y sobre estos antecedentes, nos interesa 
analizar en los próximos apartados los procesos de institu-
cionalización de dos escuelas de gobierno subnacionales: la 
del Chaco y la de Corrientes, a partir de las siguientes dimen-
siones de su diseño y formulación institucional: a) los motivos 
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de creación, b) los objetivos propuestos y c) las estrategias de 
profesionalización impulsadas. 

GENERAR CUADROS POLÍTICO-TÉCNICOS. 
LA EXPERIENCIA PROVINCIAL DE LA ESCUELA 
DE GOBIERNO DEL CHACO

La Escuela de Gobierno de la Provincia del Chaco fue creada 
por el Decreto Nº 1790 el 15 de mayo de 2008 como progra-
ma de Formación en Políticas Públicas y Ciudadanía perte-
neciente al ámbito del Ministerio de Economía, Producción y 
Empleo de esa provincia. La Escuela dio sus primeros pasos 
con el propósito de fortalecer las capacidades estatales en el 
diseño y ejecución de políticas públicas que contribuyan al 
desarrollo inclusivo así como a la formación en materia po-
lítica, económica y social para la construcción de una ciuda-
danía participativa. Sus primeras actividades consistieron en 
definir una formación en torno a tres ejes: política, economía 
y gestión pública. Para ello, se establecieron los contenidos 
básicos a abordar y se realizó un convenio con la Universidad 
Nacional de San Martín (UNSAM) con el objeto de consti-
tuir un grupo de expertos y expertas de la Escuela de Política 
y Gobierno de esa universidad con quienes diseñar una 
Maestría en Gobierno y Economía Política. Según su cuer-
po normativo, el espíritu que inspiró a dicha maestría es el 
de dar respuesta a las necesidades identificadas tanto en los 
niveles de conducción del Estado como en las organizaciones 
políticas y sociales en la provincia del Chaco. Finalmente, en 
marzo de 2009, con acreditación en trámite, comienza a dic-
tarse la Maestría en Gobierno y Economía Política mediante 
un convenio de colaboración institucional entre la Escuela, la 
UNSAM y la Universidad Nacional del Chaco Austral.

Durante la etapa fundacional, se desplegó una variada 
serie de actividades entre las que se encuentran: dictado 
de cursos de capacitación política brindados por el INCAP 
(a través del Ministerio del Interior de la Nación); distintos 
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ciclos de conferencias; selección de veinte becarios y beca-
rias para participar del Programa de Gobernabilidad de la 
Georgetown University en la Universidad de San Andrés; in-
cipientes diseños de diplomaturas y cursos de posgrado en 
las áreas de salud y educación. 

Sin embargo, no es hasta el año 2012 que la Escuela de 
Gobierno toma su estatus actual de ente autárquico a partir 
de la promulgación de la Ley Provincial Nº 7060/12. En el 
Artículo 3 del texto legal se especifica que el objetivo central es

 
La formación de excelencia de los cuadros de conducción del 
Estado chaqueño, buscando construir capacidades estata-
les permanentes que brinden a los sucesivos gobiernos una 
base política no partidaria, de experiencias, conocimientos, 
información, injerencia en las realidades sectoriales y con-
fianza en la acción promotora del Estado, como plataforma 
para la construcción de políticas públicas surgidas de la 
planificación y del debate democrático (Ley Provincial Nº 
7060/12).
 

Asimismo, con vistas a lograr sus objetivos y de acuerdo al 
Artículo 5 de dicha ley, la Escuela de Gobierno se obligaba a: 

1) desarrollar un espacio de formación complementaria e 
investigación con el objeto de fortalecer las capacidades de 
gestión gubernamental, el diseño y la implementación de 
políticas públicas del Estado Provincial; 2) contribuir a la 
formación superior de profesionales responsables y com-
prometidos con el análisis, formulación e implementación 
de políticas públicas; 3) generar ámbitos de encuentro, re-
flexión y debate para la construcción de consensos básicos 
acerca de los problemas públicos que fortalezcan la goberna-
bilidad democrática; 4) promover, contribuir y desarrollar 
investigaciones y actividades que tiendan al mejor funciona-
miento de la sociedad y del estado, con objetivos de equidad 
distributiva, democratización de oportunidades, aumento 
de la productividad y la eficiencia económica (ibíd.).
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Heredera del PROFAP, la Escuela de Gobierno chaqueña hace 
un especial hincapié en la formación de cuadros político-
técnicos para la conducción del estado provincial. En este 
sentido, al igual que su antecedente directo, busca formar en 
un nivel superior y de gerenciamiento a los funcionarios pro-
vinciales, atendiendo fundamentalmente las necesidades del 
estado chaqueño. Por último, el capítulo dos hace referencia 
a la composición del directorio, indicando que deberá estar 
conformado por un presidente o presidenta, con funciones de 
rector, y dos vocales. A su vez, contará con el asesoramiento 
de un Consejo Consultivo.

A grandes rasgos, la oferta académica se estructura en 
torno a: 1) formaciones «troncales» sistemáticas con la acre-
ditación correspondiente; 2) cursos, seminarios y talleres te-
máticos orientados a que los y las potenciales participantes 
construyan una trayectoria personalizada en función de su 
formación de base, intereses y aspectos que buscan profundi-
zar; 3) cátedras abiertas, conferencias, presentación de libros 
y foros con el objeto de instalar temas de la agenda pública 
provincial. Todas estas actividades son comunicadas a través 
del sitio web de la Escuela de Gobierno, donde, además de 
encontrarse información sobre la organización, las relacio-
nes institucionales desplegadas, el equipo docente y técnico, 
es posible acceder a la oferta académica, recursos de interac-
ción, informes técnicos y noticias. Cabe destacar que muchas 
de las publicaciones que se encuentran en dicha página ofi-
cial poseen una periodicidad mensual, lo que evidencia un 
importante grado de institucionalización por parte de la or-
ganización en cuestión. 

En todo caso, el punto central es que las actividades difun-
didas conjuntamente con la oferta académica están destinadas 
a lograr los objetivos que la Escuela se propone. Sin embargo, 
aun cuando se propician espacios de formación, investigación 
y producción de información relevante como cuestiones prio-
ritarias, en el caso chaqueño estos no se traducen en sende-
ros que convergen necesariamente en la profesionalización 
de la burocracia local entendida en un sentido restringido de 
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acceso a una carrera administrativa. Muy por el contrario, tal 
y como sostiene la hipótesis del presente artículo, la Escuela 
de Gobierno de la Provincia del Chaco apunta más a la capa-
citación y a la formación, general y específica, de los funcio-
narios públicos estatales que a generar incentivos para la in-
serción en puestos o cargos de responsabilidad en el interior 
del estado provincial. Paradójicamente, en el momento en que 
la Escuela comienza a asumir características similares a las 
de sus antecedentes institucionales, es cuando se consolida su 
propio perfil. A diferencia de la «meritocracia republicana» 
francesa, la generación de capacidades estatales permanentes 
se efectúa no gracias a la existencia de carreras profesionales 
consolidadas, sino antes bien a pesar de su inexistencia. 

Asimismo, en cuanto a lo estrictamente formativo, cabe 
destacar que la escuela chaqueña realiza importantes esfuer-
zos por acercar la expertise a la gestión de lo público. Más 
precisamente, no solo se trata de que un puñado de expertos y 
expertas puedan dar lecciones y formar con excelencia acadé-
mica a cuadros para la conducción del estado chaqueño. Antes 
bien, es preciso que esos mismos expertos puedan aprender 
y sistematizar la experiencia de los gestores políticos. En este 
sentido, Mirta Merlo, la directora de la Escuela de Gobierno 
del Chaco, ha desarrollado la idea de una «puerta giratoria» 
para dar cuenta de la necesidad de retroalimentación entre 
expertos y gestores políticos experimentados y, sobre todo, de 
la importancia de volcar la experiencia de la gestión, lo apre-
hendido en la gestión, en los espacios de formación y reflexión 
(Canal Universidad Pedagógica Nacional, 2021).

Si de lo que se trata es de llevar adelante y gestionar políti-
cas públicas, entonces la formación y capacitación de cuadros 
de conducción del estado chaqueño debe generar capacida-
des político-técnicas. En palabras de la directora de dicha 
institución, «En ese orden, político-técnico. Revaloricemos 
la política, [porque] lo que hay que llevar adelante, lo que hay 
que gestionar, son políticas» (Canal Universidad Pedagógica 
Nacional, 2021, 00:14:56). En este sentido, la Escuela de 
Gobierno del Chaco se desarrolla entre lo político y lo técnico 



147ESCUELAS DE GOBIERNO EN EL FEDERALISMO ARGENTINO...

o, en todo caso, con la vocación de poder combinar estos dos 
términos históricamente en tensión, pero tras un eje estruc-
turador claro: la revalorización de la política.

BRINDAR CONOCIMIENTOS PARA MEJORAR 
LA EFICACIA DE LA GESTIÓN PÚBLICA. 
LA EXPERIENCIA DE LA ESCUELA DE GOBIERNO 
DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES

Creada por el Decreto Ejecutivo Provincial Nº 1150 el 19 de 
mayo de 2016, la Escuela de Gobierno de Corrientes fue impul-
sada por el entonces gobernador, Ricardo Colombi, y el Pacto 
Correntino para el Crecimiento Económico y el Desarrollo 
Social. En efecto, la política pública de modernización del 
Estado plasmada en el punto 9 de dicho Pacto requería:

modernizar la estructura estatal en sus aspectos adminis-
trativos y funcionales, identificando las etapas del proceso, 
la definición de las tecnologías de soporte necesario, la revi-
sión de la normativa vigente y la selección, reordenamiento 
y formación de los recursos humanos provinciales y munici-
pales, sensibilizándolos y capacitándolos en el nuevo mode-
lo de gestión, afirmando la carrera administrativa y garan-
tizando su eficiencia y transparencia (Pacto Correntino para 
el Crecimiento Económico y el Desarrollo Social). 

Con dichas motivaciones iniciales, la Escuela de Gobierno 
de Corrientes se crea como órgano desconcentrado en el ám-
bito del poder ejecutivo, con dependencia directa del titular 
del gobierno provincial. Ahora bien, ¿qué objetivos se plan-
tea esta institución en el caso correntino? El texto legal en 
su Artículo 3 expresa que la Escuela de Gobierno correntina 
tiene como objetivo general:

Brindar a sus asistentes conocimientos, herramientas téc-
nicas y de gestión que contribuyan al fortalecimiento de sus 
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capacidades institucionales y a la formación de liderazgos 
colaborativos en materia de políticas públicas, para mejorar 
la eficacia de la gestión pública orientada a la satisfacción de 
las necesidades del ciudadano y del desarrollo integral de la 
provincia a través de la democracia participativa (Decreto 
Nº 1150/16).

El director de la Escuela de Gobierno, Gustavo Rodríguez, 
sostuvo que la importancia de esta institución en la vida polí-
tica de la provincia correntina está ligada, por un lado, a la ge-
neración de funcionarios públicos con capacidades técnicas y, 
por otro, a la promoción de un estilo de gestión más transver-
sal y sistémico, y menos compartimentalizado (G. Rodríguez, 
comunicación personal, 6 de octubre de 2021). En este senti-
do, para el caso correntino, la generación de capacidades para 
evaluar las políticas públicas llevadas a cabo por el gobier-
no provincial cobra una relevancia singular al estructurar el 
conjunto de las estrategias de profesionalización impulsadas. 
Es por ello que el foco de esta Escuela de Gobierno radica en 
brindar conocimientos, herramientas técnicas y de gestión 
para mejorar la eficacia de la gestión pública.

En efecto, para lograr el objetivo general previamente ex-
puesto, el Artículo 4 del Decreto Nº 1150 indica que la insti-
tución deberá desplegar un conjunto de acciones tendientes a:

1) contribuir a la conformación de equipos de trabajo per-
manentes, capacidad instalada en materia administrativa, 
técnica y especializada, que posibilite a los sucesivos gobier-
nos contar con conocimientos, experiencias e información 
adecuada para la continuidad de las políticas públicas a tra-
vés de la planificación y de la democracia participativa; 
2) establecer ámbitos de formación complementaria, de in-
vestigación y desarrollo, con el objetivo de fortalecer las ca-
pacidades de gestión gubernamental y de las organizaciones 
de la sociedad civil, en el diseño y la implementación de po-
líticas públicas; 3) promover la consideración de los títulos 
que otorga como antecedentes de alto valor en la promoción 
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de cargos del sector público y la integración de sus egresados 
a planteles de alta gerencia, directivos, profesionales y téc-
nicos; 4) procurar una formación de excelencia de acuerdo 
con los máximos estándares académicos nacionales (ibíd.).

Cabe subrayar aquí que, aun cuando el texto legal preten-
de valorizar los títulos otorgados a través de la promoción 
de sus egresados en cargos del sector público y planteles de 
alta gerencia estatal, se evidencian ciertas dificultades en la 
puesta en marcha de este objetivo. En ese sentido, al igual 
que su par chaqueña, la Escuela de Gobierno de Corrientes 
parecería confirmar la hipótesis del presente artículo. Estas 
experiencias institucionales a escala subnacional buscan ca-
pacitar y formar a los agentes estatales, dejando en un segun-
do plano una posible carrera profesional en el interior del es-
tado. Durante la entrevista realizada, el director de la escuela 
correntina sostuvo: «No hay una carrera administrativa [...]. 
Yo siempre digo que acá hay una gran idea de superación per-
sonal de la gente que se acerca» (G. Rodríguez, comunicación 
personal, 6 de octubre de 2021).

En una palabra, la idea de una «superación personal» 
como motivación para acercarse y formar parte de la oferta 
curricular que realiza la Escuela de Gobierno parece develar, 
por un lado, una debilidad en los incentivos institucionales 
para profesionalizar burocracias provinciales y, por otro, la 
fuerte impronta de formación y capacitación que tanto la ex-
periencia correntina como la chaqueña poseen.

En todo caso, entre las estrategias desplegadas para al-
canzar la capacitación y formación deseadas, el programa de 
desarrollo institucional de la Escuela prevé el diseño e imple-
mentación de cursos de actualización y perfeccionamiento, 
la conformación de equipos de profesionales y expertos y el 
desarrollo de un plan de actividades para promover la ad-
quisición de conocimientos especializados. Asimismo, el di-
rector de la Escuela de Gobierno ha señalado la importancia 
de la creación de alianzas con universidades nacionales (G. 
Rodríguez, comunicación personal, 6 de octubre de 2021).
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Por lo general, todas las actividades que buscan mate-
rializar el plan estratégico son comunicadas a través del 
Facebook de la Escuela de Gobierno: se difunden las activi-
dades que abordan un amplio abanico temático, pues estas 
giran en torno a análisis electorales, violencias por razones 
de género, narcocriminalidad, lavado de activos financieros, 
liderazgo y marketing político. 

Hasta aquí resulta interesante remarcar dos aspectos co-
munes a los procesos de institucionalización de las escuelas 
de gobierno chaqueña y correntina. En primer lugar, ambas 
experiencias fueron impulsadas por los poderes ejecutivos 
locales, ya sea en el marco de programas o de pactos provin-
ciales.7 Esta particularidad refuerza la idea de que la creación 
y apuntalamiento de las escuelas de gobierno provinciales se 
encuentran en diálogo con las prácticas, saberes adquiridos 
y definiciones que han desarrollado las distintas administra-
ciones locales. En efecto, es a raíz de la experiencia transi-
tada y de ciertas lecturas político-administrativas de las au-
toridades gubernamentales que emerge la voluntad política 
de impulsar e institucionalizar espacios que promuevan la 
profesionalización de los agentes estatales.

En segundo lugar, es pertinente señalar la comunión que 
existe entre los objetivos centrales a los que ambas escuelas 
apuntan, a saber, la búsqueda de la formación de excelencia 
para contribuir a: 1) la provisión de equipos de trabajo per-
manentes con capacidad instalada en materia administrati-
va; 2) el fortalecimiento de las capacidades institucionales de 
los estados provinciales; y 3) la construcción de políticas pú-
blicas en clave democrática y participativa. En ambos casos 
se evidencia una valorización de la formación de expertos con 

7. Cabe destacar que, a la hora de impulsar las escuelas de 
gobierno, los poderes ejecutivos de ambas provincias lo hicieron 
a través de distintos instrumentos legales. Mientras que en el 
caso chaqueño la creación se realizó mediante una ley, en el 
correntino fue mediante un decreto. 
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vistas a promover democracias más participativas y Estados 
más robustos en términos técnicos y administrativos.

Si bien el derrotero transitado por ambas escuelas pare-
cería contar con motivaciones y objetivos iniciales similares, 
los senderos comienzan a bifurcarse cuando se hace foco en 
el público destinatario de estas iniciativas. Para el caso de 
la Escuela de Gobierno chaqueña, es posible identificar un 
fuerte direccionamiento de la formación de excelencia hacia 
futuros y actuales cuadros de conducción del Estado. Sin 
embargo, para el caso correntino, el Artículo 5 del Decreto 
Nº 1150/16 estipula como destinatarios de dicha política al 
personal del poder ejecutivo provincial en general, a perso-
nas pertenecientes a organizaciones de la sociedad civil y 
a ciudadanos interesados en general. La diferencia radica 
entonces en formar cuadros político-técnicos para la con-
ducción del Estado, o bien brindar conocimiento experto al 
conjunto de los agentes estatales para mejorar la eficacia de 
la gestión pública.

REFLEXIONES FINALES

En este trabajo hemos partido del supuesto de que la for-
mación de agentes estatales es un fin deseable para todos 
los actores de la administración pública e incluso para las 
fuerzas políticas en disputa, aunque existen pocos, cuando 
no nulos, consensos sobre el peso en la asignación de re-
cursos y en el estatus institucional que debería tener esta 
formación. Si bien la literatura al respecto es escasa, en este 
artículo hemos indagado en los procesos de instituciona-
lización de dos escuelas de gobierno subnacionales: la del 
Chaco y la de Corrientes, cuya formalización e instituciona-
lización se encuentran atravesadas por nociones como pro-
fesionalización y meritocracia. 

Luego de caracterizar algunas importantes iniciativas 
de formación y profesionalización internacionales y de 
la Argentina, nos hemos focalizado en el estudio de dos 
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casos subnacionales. A través del análisis de sus diseños 
y el sentido de sus procesos de institucionalización, que 
hemos abordado mediante sus motivos de creación, sus 
objetivos iniciales y las estrategias de profesionalización 
implementadas, identificamos semejanzas entre las dos 
primeras dimensiones señaladas. En este sentido, y en pri-
mer lugar, es posible sostener que, a raíz de la experiencia 
transitada y de ciertas lecturas político-administrativas de 
las autoridades gubernamentales chaqueñas y correntinas, 
emerge la voluntad política de impulsar e institucionalizar 
espacios para promover la profesionalización de los 
agentes estatales. En segundo lugar, en ambos casos se 
evidencia una valorización de la formación técnica de los 
funcionarios estatales con vistas a promover democracias 
más participativas y un Estado más robusto. 

Sin embargo, resulta pertinente realizar una aclaración 
al respecto. Si para la Escuela de Gobierno correntina brin-
dar conocimientos y herramientas técnicas para mejorar la 
eficacia de la gestión pública constituye una máxima, para 
la chaqueña su máxima es la generación de capacidades 
político-técnicas. Por otra parte, la Escuela de Gobierno 
del Chaco posee rango autárquico consagrado por ley pro-
vincial mientras que la de Corrientes ha sido establecida 
por decreto del ejecutivo provincial. Esto confiere una di-
ferencia constitutiva en ambos procesos de instituciona-
lización: mientras una posee una mayor estabilidad en el 
sentido político-administrativo, podría señalarse que la 
otra se encuentra más expuesta a los vaivenes coyuntura-
les de la política local, aunque esto también podría mati-
zarse acorde a la experiencia internacional descrita en la 
primera parte del trabajo.

Es relevante remarcar que, aun pudiendo tomar rasgos 
de experiencias internacionales como la ENA, la NSG y la 
ANZSOG, la generación de espacios para la tecnificación de 
los agentes estatales no conduce necesariamente a la profe-
sionalización de la burocracia local. Al contrario, las escue-
las de gobierno subnacionales no apuntan exclusivamente 
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a tal fin sino, más bien, a la capacitación y formación, tan-
to general como específica. Aunque puedan asemejarse en 
algunos aspectos a diversos antecedentes internacionales, 
estas escuelas han consolidado una cultura institucional 
subnacional, arraigada en su contexto y su propio entrama-
do regional. A diferencia de otras, la formación de agentes 
estatales provinciales, mediante sus escuelas de gobierno, 
no está supeditada necesariamente a los incentivos de la 
carrera administrativa. 

Por último, nos interesa plantear algunos interrogantes 
pendientes que podrían constituirse en futuros cursos de in-
vestigación: ¿cuál es el impacto efectivo que las estrategias 
de profesionalización tienen sobre las burocracias y funcio-
narios estatales subnacionales? ¿Es posible replicar estos 
modelos de escuela de gobierno en otros territorios provin-
ciales? ¿Hasta qué punto es posible tecnificar a los funcio-
narios estatales en ausencia de una carrera administrativa 
que genere incentivos y criterios de ascenso claros? ¿Cómo 
se dirime la histórica y tensa relación entre lo técnico y lo 
político en los espacios que pretenden abonar a la producción 
de conocimiento estatal? 
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Estado y gobernabilidad democrática: aportes para 
la construcción del conocimiento estatal se propone 
reflexionar sobre la gobernabilidad democrática como 
concepto medular en las ciencias sociales, pero esquivo 
y elusivo para investigadores e investigadoras y público 
en general. Esta primera publicación del Centro de Estado, 
Gobierno y Políticas Públicas de la Universidad Pedagógica 
Nacional (CEGoPP-UNIPE) aborda la construcción de la 
gobernabilidad como una problemática transdisciplinar 
y propia de las sociedades actuales, cada día más 
heterogéneas, complejas y dinámicas.
En sus páginas, los lectores y lectoras podrán encontrar 
reflexiones sobre su conceptualización, sus usos y 
dificultades para definirla de manera precisa; sus relaciones 
con los sistemas federales y gobiernos multinivel; 
su vinculación con el derecho a la ciudadanía digital; las 
desigualdades sociales y demandas propias del siglo XXI 
y su conexión con las tensiones que habitan la formación 
en el Estado como herramienta para el fortalecimiento 
de la democracia. Su lectura será de utilidad para resaltar 
la importancia de la inclusión de la gobernabilidad 
democrática en la agenda y el campo de los estudios 
de administración y gestión pública.  


